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      Las reglas del juego


      


      


      


      


      Este es un juego atemporal, un clásico. Las reglas no han cambiado tanto desde la época de matrimonios concertados y escuelas solo para unos pocos. Buena parte del entramado que rodea a los personajes más importantes del país se ha tejido desde la cuna. Son los básicos del poder. Ciertos apellidos se repiten, década tras década, en los consejos de administración de las compañías más importantes y los organismos públicos con más poder de decisión. Tienden a relacionarse entre ellos, ya sea en cacerías o en organizaciones en las que conjugan intereses, y juegan con un dado extra.


      Los jugadores que no parten con esa ventaja de cuna también pueden hacerse con la victoria. Subvenciones, contratos, leyes a medida o pesca de cargos en la pecera de fieles de los partidos políticos son algunas vías para el éxito. La clave está en seguir el ejemplo de los mejores jugadores del país, los más poderosos. Y, si es posible, arrimarse a ellos.


      Pero tenemos un problema: incluso las jugadas más básicas de la partida (¿Con quiénes se reúnen los cargos públicos? ¿Cuál es la trayectoria profesional de sus asesores?) están ocultas. La única gran fuente de información pública, por mandato legal, es el Boletín Oficial del Estado. Es ahí donde encontramos pistas de cómo nos gobiernan, cómo se reparte la tarta o qué decisiones que se han tomado bajo la mesa de juego nos afectan. Porque siempre hay un trilero cerca. Toca escudriñarlo a fondo.
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      Viernes 16 de octubre de 1998. Consejo de Ministros. Orden del día: la ministra de Justicia, Margarita Mariscal, trae una lista de indultos para que sean aprobados por el Gobierno que lidera José María Aznar. Los que consiguen la carta Queda libre de la cárcel del Monopoly son 35: veinte insumisos, siete condenados por robo, seis con sentencia firme por otros delitos y dos por falsedad en documento mercantil y estafa, entre ellos Gabriel Arias-Salgado.[1] Este había sido condenado por inventarse unas deudas inexistentes durante el proceso de divorcio para salir mejor parado del reparto de la sociedad de gananciales.[2]


      Ese Consejo de Ministros estaba formado, entre otros, por nombres tan conocidos de la política española como Esperanza Aguirre (Cultura), Mariano Rajoy (Administraciones Públicas), Rodrigo Rato (Economía) y Rafael Arias-Salgado (Fomento). Han cantado línea.


      Todo está conectado. Tanto, que lo mismo puede pasar que pertenezcas al Gobierno que indulta a tu propio hermano, que seas tú el encargado de poner en marcha el proceso de privatización de Aldeasa y, con los años, acabes presidiéndola. Efectivamente, en 1997, con Arias-Salgado en el Gobierno y en plena fiebre privatizadora, arrancó la venta parcial de la compañía gestora de las tiendas libres de impuestos de los aeropuertos, hasta entonces pública.[*] Y en octubre de 2012, con su paso por la política convertido en una batallita de otra época, Rafael Arias-Salgado se hizo con la presidencia[3] de la compañía, ya bajo el nombre de World Duty Free. Sumó ese cargo a la presidencia de otro tótem de los comercios, que ya ostentaba[4] desde hacía dos años: Carrefour. Y aquí está la primera lección de esta guía práctica: muévete entre lo público y lo privado con soltura. Las puertas giratorias están para algo.


      Las capacidades adaptativas son valiosas más allá de ese binomio, también dentro de la propia política y entre sus partidos. Si el arte camaleónico le valió a David Bowie para que su música se hiciera fuerte a lo largo de las épocas, ¿por qué no va a ser un valor en alza en el mundo de los vaivenes electorales?[*] El protagonista de esta pequeña historia también cambió de equipo. Rafael Arias-Salgado fue ministro de Presidencia de Suárez y de Administración Territorial con Calvo-Sotelo, además de secretario general de UCD. Todo quedaba en casa. En ese caso, en el partido. Pero en 1996, con la llegada de Aznar al poder, volvió a la arena transformado en ministro del PP, entonces de Fomento.


      Arias-Salgado fue capaz de adaptarse, como muchos otros, a esos tiempos cambiantes en los que las líneas divisorias entre partidos se afinaban cada vez más. Es el espíritu de la Transición. La misma que reivindica desde la Fundación Transición Española, de la que es fundador junto a otros políticos que formaron parte de ese periodo y Florentino Pérez, presidente del Real Madrid, que no se pierde una.[5] La misma Transición que se rememoró, entre copas de rioja y bogavante, en uno de los actos de la gira de despedida ofrecida por el rey Juan Carlos en una cena en el restaurante Currito el 17 de junio de 2014. A 48 horas de su abdicación oficial y tras dejarse ver en un par de actos empresariales, el monarca compartió mesa con sus viejos rockeros.[6] A saber: algunos ponentes de la Constitución, cargos institucionales, presidentes autonómicos retirados (Rodríguez Ibarra y Joaquín Leguina) y más de una decena de exministros, la mayoría del PSOE, entre los que se encontraba José Barrionuevo, ministro del Interior condenado por secuestro y malversación de fondos públicos vinculado a los GAL e indultado. También acudieron otros exministros socialistas como Virgilio Zapatero, uno de los consejeros del fiasco de Bankia; José Luis «patada en la puerta» Corcuera; o Alfonso Guerra.


      Al florido ágape no faltó Arias-Salgado. Ni Javier Sáenz de Cosculluela, que saltó de la casilla del Ministerio de Obras Públicas a la de la presidencia de la patronal de constructoras en un caso de puerta giratoria de libro.[7] En concreto, de este libro. Otros maestros del reciclaje estuvieron presentes, como José Luis Leal Maldonado, que fue ministro de Economía y Hacienda y mutó en presidente de la Asociación Española de la Banca (AEB) durante 14 años.[8]


      Es la misma Transición que engendró el bipartidismo y, con él, el reparto de cuotas de poder entre PP y PSOE a lo largo de todos estos años. No solo en la distribución oscilante de miembros en Congreso y Senado, en los parlamentos autonómicos, las entidades locales y los órganos de gobierno a todas las escalas, sino también en el reparto de subvenciones aparejado al número de escaños para cada partido y para cada una de sus fundaciones asociadas, puerta trasera de la financiación de las formaciones políticas. Esa dualidad popular/socialista va más allá, hasta llegar a impregnarlo todo, incluso los organismos definidos en sus estatutos como independientes, que acaban convertidos en un reflejo de la composición parlamentaria sin atender a méritos. Empezando por las cajas de ahorro (ahí está Bankia, la madre del cordero del reventón económico), siguiendo por entidades especializadísimas (como el Consejo de Seguridad Nuclear), pasando por las encargadas de la fiscalización (Tribunal de Cuentas) y acabando por la tercera pata de la división de poderes, los altos tribunales (el Consejo General del Poder Judicial y sus retoños: Tribunal Supremo y Tribunal Constitucional).


      El reparto de cromos también se juega en las televisiones públicas. La naturalidad con la que se acepta que cada cambio de Gobierno lleve aparejado un cambio de equipo directivo es buena prueba de ello. Es el caso, por ejemplo, de RTVE, que a lo largo de su historia ha sido dirigida, excepto en contadas ocasiones, por un enviado especial del Gobierno de turno. Adolfo Suárez lo fue, en plena dictadura, mucho antes de convertirse en presidente. Felipe González, por su parte, colocó al frente, entre otros, a Luis Solana, hermanísimo de su entonces ministro de Educación y Ciencia, Javier Solana. Y de hermanos también fue la cosa en la Legislatura Constituyente (1977-1979), cuando el director general de RTVE era Fernando Arias-Salgado. ¿Les suenan estos apellidos? Han cantado bingo.


      No era la primera vez que el hermano del que luego fue ministro de UCD y del PP tenía un cargo público. Durante el franquismo, fue subdirector general de Investigación y de Cooperación Internacional, además de secretario general técnico en el Ministerio de Asuntos Exteriores y embajador, carrera que recuperó tras su paso por la televisión pública.[9] Y es que, por mucho que pase el tiempo, la dictadura sigue marcando buena parte de los nombres de quienes manejan el cotarro. Y sus herederos.


      La herencia es importante. También lo es la familia. Y la educación, marcada por esos contactos que se forjan en el patio del colegio. ¿Qué tienen en común el exgobernador del Banco de España Miguel Ángel Fernández Ordóñez (el MAFO de la crisis); el constructor y sin embargo marqués Juan Miguel Villar-Mir; el columnista y académico Luis María Anson; el empresario y presidente del Museo del Prado Guillermo de la Dehesa; el socialista sin Moncloa Alfredo Pérez Rubalcaba; el expresidente y señor de FAES José María Aznar; los hermanos Solana; el todopoderoso emperador mediático Juan Luis Cebrián; quien fue nombrado presidente de la Telefónica privatizada, Juan Villalonga; y Rafael Arias-Salgado, personaje modelo de este preámbulo? Todos ellos fueron al colegio Santa María del Pilar, una escuela religiosa —ahora concertada— que ha reunido en un solo patio (muy bien situado en la zona alta de Madrid, eso sí) a una buena ración de los protagonistas de esta historia.


      Todo está conectado. Más por arriba que por abajo. Según se ganan posiciones en la escala de poder, los vínculos se estrechan. Muchos tienen la fiebre del oro, pero solo algunos se hacen con él y construyen una ciudad, con casitas y hoteles, a su alrededor. Rafael Arias-Salgado es solo uno de ellos, un ejemplo paradigmático, ni el más importante ni el más escandaloso. El plan, a partir de ahora, es explicar quiénes son los jugadores de este gran Monopoly en el que se ha convertido España y, sobre todo, cómo han hecho suyas las reglas del juego y han ido ocupando todas y cada una de sus casillas a lo largo de estos años.


      Y para ello vamos a escudriñar nuestro código; el implícito y el escrito (BOE todopoderoso), para poder reconocer a primera vista los cimientos del poder que nos rodea. Y sospechar cuando toque. Sin estridencias ni rumorología de base. Una de las frases más memorables del cine del oeste, pronunciada por el editor jefe de El hombre que mató a Liberty Valance (John Ford, 1962), dice así: «Esto es el Oeste. Cuando la leyenda se convierte en realidad, publica la leyenda».[*] Es maravillosa, pero no le vamos a hacer ni caso.
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      CASILLA DE SALIDA.


      El Harvard español


      


      


      


      El primer paso para colocarse en la élite de los poderosos es empezar a jugar desde la casilla de salida con ellos.


      Rafael Arias-Salgado —recuerden, ministro por partida doble— compartió promoción escolar con Guillermo de la Dehesa (vicepresidente del Banco Santander), Jaime Lamo de Espinosa (marqués, barón y exministro), Juan Abelló (empresario y cazador), Javier Rupérez (diplomático y político a partes iguales) y Rodrigo Uría (abogado de primera línea). Durante sus años de pantalón corto en el colegio de Nuestra Señora del Pilar de Madrid se cruzaban en el patio con los jóvenes hermanos Solana, Rubalcaba, Fernando Savater y Miguel Ángel Fernández Ordóñez, exgobernador del Banco de España, entre muchos otros nombres que, con los años, ilustrarían portadas a 50 píxeles.


      Todos ellos forman parte de la «élite biempensante» del siglo XX, educada tras los muros de piedra del prestigioso colegio situado en la calle Castelló del madrileño barrio de Salamanca. Quien describe así[1] a la generación que incluye a presidentes y candidatos a presidente del Gobierno, embajadores y líderes de las mayores compañías españolas es Juan Luis Cebrián, presidente del grupo PRISA. Los conoce bien porque él es uno de ellos.


      Como también lo son el expresidente José María Aznar y Juan Villalonga, director de Telefónica del año 96 al 2000, coincidiendo con la segunda legislatura de su colega de pupitre. Esta dupla de amigos y sin embargo compañeros de altos vuelos paralelos, equivalente a la de Zapatero-Javier de Paz —aunque este último solo llegó a consejero de la compañía de telecomunicaciones cuando su amigo presidía el país—,[2] sale a relucir en cada artículo que se acuerda de la escuela marianista de Madrid. Pero no son dos, son decenas[3] los personajes importantes curtidos en el Pilar. Ningún otro centro de enseñanza reúne tanto poder por metro cuadrado.


      Durante sus años mozos, Jaime Lissavetzky —presidente del Consejo Superior de Deportes durante siete años y candidato derrotado del PSOE a las municipales madrileñas de 2011— hizo sus pinitos sobre las tablas. Uno de los papeles que, vaya usted a saber por qué, se le quedó grabado en el cajón de la memoria fue ese en el que interpretó a un empresario sin escrúpulos. Por entonces, iba a la clase A y les llamaban «los ángeles». Su mejor amigo era Alfredo Pérez Rubalcaba, delegado de clase y atleta. Ambos formaron parte de la generación del 68 del Pilar, junto al poeta Luis Antonio de Villena y el político Mikel Buesa (llegado a Vox desde UPyD al cierre de esta edición, que una nunca sabe).


      Años antes habían pasado por el colegio dos hermanos, los Solana, que acabarían jugando sendos papeles fundamentales, y casi simultáneos, en la historia del socialismo español. Ambos arrancaron su carrera política como diputados en las primeras elecciones, las de 1977. Con Felipe en el poder, su ascenso se empinó: Javier ocupó la casilla del Ministerio de Cultura y Luis, la de la presidencia de Telefónica. En 1988, Javier saltó a la de Educación y Ciencia y, un año después, Luis ocupó la de la dirección general de RTVE, en la que se mantuvo hasta 1990, cuando eligió continuar jugando su partida en la empresa privada. Mientras tanto, Javier pasaba a Exteriores y a la secretaría general de la OTAN, la misma organización de la que el PSOE nos prometió sacar en la campaña electoral del 82. Pero es que habían pasado 13 años desde entonces.


      Y con el tiempo, ¿qué fue de ellos? Luis Solana preside desde 2013 una aceleradora de startups de Telefónica, Wayra.[4] Y Javier Solana es patrono del Museo del Prado. Ambos se han reconvertido, además, en columnistas con solera.


      Las filas populares también se nutrieron de pilaristas, como Pío García Escudero, presidente del Senado desde 2011 y conde.[5] La familia al completo le esperaba cuando se alistó en el colegio: el retrato de sus dos abuelos colgaba del vestíbulo de la planta superior y las fotos de su padre y sus tíos adornaban los pasillos. En el recreo jugaba con sus primos. Todo quedaba en familia. O Luis Peral, senador y exconsejero madrileño, con cintura como para ser elegido para el cargo tanto por Esperanza Aguirre como por Alberto Ruiz Gallardón, y aptitudes atléticas para hacerse con la medalla de bronce de 4 × 100 metros en los campeonatos escolares gracias, en parte, al sprint final del último relevista: Rubalcaba.
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      El Colegio Nuestra Señora del Pilar


      


      


      LOS PILARISTAS DE SUÁREZ, QUE NO FUE AL PILAR


      


      La primera ronda de ministros tras la dictadura contaba con tres pilaristas: Ignacio Camuñas, José Lladó y Joaquín Garrigues-Walker. Al mando de todos ellos estaba Adolfo Suárez, que no fue al Pilar pero era muy consciente de que, quisiera o no, estaba rodeado de ellos. En su segundo año como presidente sumó a la nómina a Jaime Lamo de Espinosa; en el tercero, a Rafael Arias-Salgado; y en el cuarto, a Juan Antonio Ortega y Díaz-Ambrona. Seis pilaristas para un presidente o, lo que es lo mismo, seis ministros pilaristas del total de 41 (casi un 15%) que pasaron por el Consejo de Ministros del primer Gobierno democrático.


      Uno de ellos, José Lladó, es otro de tantos políticos de la Transición reconvertido en empresario de éxito. Presidente de Técnicas Reunidas —multinacional de infraestructuras de gas y petróleo listada en el IBEX 35—, ocupa el puesto 1.392 de la lista Forbes de ricos mundiales, con una fortuna valorada en 1.200 millones de dólares. Pero hay más pilaristas en esa lista y aún mejor situados: Juan Miguel Villar Mir (puesto 1.392, fortuna de 1.400 millones) y Juan Abelló (puesto 815, fortuna de 2.200 millones de dólares).[6]


      La política, la economía y (atención, novedad) la diplomacia española, todo en el mismo patio. En uno de los libros editados con motivo del centenario de la escuela, Cien pilaristas hablan del Pilar, algunos de los más célebres exalumnos hacen memoria. La mayoría recupera para esas líneas prestadas partidos de fútbol, profesores míticos y la frase de la entrada, heredada de la Biblia y grabada en piedra: «La verdad os hará libres». Justo antes de adentrarse en el rememori del sabor del bocadillo de tortilla, Ignacio Camuñas cuenta una anécdota (benigna):[*]


      


      Alguna vez un compañero de carrera, hoy ya embajador en situación de retiro, con cierta sorna y buen humor, me llegó a contar que, siendo él un joven secretario de embajada con prometedor futuro, fue abordado por el embajador José Sebastián de Erice, a la sazón presidente de nuestra asociación [la de antiguos alumnos], manifestando al joven secretario su extrañeza de cómo podría haber llegado a ser diplomático sin haber estudiado previamente en el Pilar.


      


      Sebastián de Erice, mencionado en el texto, corrobora el boom de diplomáticos salidos de esas aulas, en una nota para el libro del centenario sobre los expilaristas que va en la misma línea: «La asociación no podría calcular cuántos han sido diplomáticos». Algunos, eso sí, han destacado en esa profesión por encima del resto.


      La vuelta al mundo en diez pilaristas arranca en Italia, donde en 2014 es embajador Javier Elorza; pasa por Kuwait y Países Bajos, donde ejerció el televisivo, premio Planeta y primo político del rey Juan Carlos Fernando Schwartz; sigue en Estados Unidos, donde representaron a España, en distintas épocas, el ahora empresario millonario José Lladó, Javier Rupérez y Nuño Aguirre de Cárcer, que ya había estado destinado en varios países por orden de Francisco Franco; y da un vuelco que ni Phileas Fogg de la mano de Fernando Arias-Salgado, hermano del exministro con que arranca este libro, también miembro de la carrera diplomática.


      Dos de los embajadores del espíritu pilarista, Yago Pico de Ocaña (Nicaragua, Colombia, Austria, presidente de Patrimonio Nacional) y José Pedro Sebastián de Erice (Alemania, China) compartieron promoción, la de los sesenta, con Juan Luis Cebrián, que en aquella época ya había emprendido amistad con otros dos diplomáticos, Javier Rupérez e Ignacio Camuñas. Mientras, dirigía la revista escolar, para ir calentando motores.


      El ensayo para Cebrián en la dirección de lo que, con los años, se convertiría en el imperio PRISA, se llamaba Soy Pilarista. Aunque en el patio le llamaban rata literata, él prefería firmar los textos con un seudónimo mucho más elevado: Napoleón. Las miras del pequeño Cebrián iban más allá de los cotilleos y las crónicas internas del clásico periódico escolar. Cuando iba a sexto de Bachillerato y era jefe de redacción, decidió entrevistar al presidente Eisenhower y le envió unas preguntas por correo. La historia no quiso envolver de épica la batallita del ahora directivo de comunicación y la Casa Blanca respondió con una carta en la que explicaba, con una educación exquisita, que el presidente de Estados Unidos no tenía tiempo para atender asuntos de adolescentes. Pero el joven Cebrián lo había intentado y quería contarlo, orgulloso, en las páginas de la revista. Así que publicó la misiva. La noticia no eran las respuestas del presidente a las preguntas del joven periodista, era que se había producido alguna respuesta. Algo es algo.


      Dos cosas cambiaron en la ideología de Cebrián por entonces. La primera fue su interés juvenil por la carrera sacerdotal. Quería ser cura, pero la visión de las chicas en la Facultad de Filosofía le acabó redirigiendo hacia el periodismo.[7] La segunda fue la ilusión que despertó en él, como en otros muchos, la ascensión de Fidel Castro al poder. Esa admiración se truncó cuando, ante las cámaras de televisión, el cubano propinó un puñetazo al embajador español. Para Cebrián, uno más de aquellos «españoles, hidalgos, valientes» que entona el himno pilarista, eso fue el colmo. Tenía que hacer algo. Y escribió un editorial «bastante duro»,[8] según sus propias palabras.


      Casi una década antes, el encargado de llevar las riendas de Soy Pilarista fue Luis María Anson (sin acento, como él mismo quiso, para mantener el origen de su apellido francés). El académico que presidió Efe, dirigió ABC y fundó La Razón ha mantenido una relación intensa con el colegio marianista desde que se graduó. En enero de 1967 contrajo matrimonio en la capilla del centro, en una ceremonia a la que asistió buena parte de la nobleza de la época.[9] Entre tanto título nobiliario destacó la presencia de la infanta Margarita, hermana de Juan Carlos de Borbón, que acudió desde el exilio de la familia en Estoril (Portugal). Su padre, don Juan, apadrinó la ceremonia desde la distancia, como reconocimiento a la defensa que Anson, miembro de su consejo privado, había profesado siempre por la recuperación de la monarquía en España de la mano de los Borbones. En concreto, de ese Borbón, don Juan.


      Flashforward. El sábado 14 de mayo de 2011, 43 ex- alumnos de la promoción de 1951 se reúnen para celebrar su 60 aniversario. No falta a la cita Anson, pero tampoco Antonio Garrigues-Walker, presidente del despacho de abogados más importante de España, de la filial nacional de la firma de relojes Rolex y, aunque suene a fuera de juego, del capítulo español de la ONG Transparencia Internacional.


      Pero es en la promoción precedente, la de 1950, en la que se forjó la amistad entre ambas familias. El escritor Francisco Ansón —este sí con tilde—, hermano del académico, fue a clase con el hermano del abogado, Joaquín Garrigues-Walker, que fue ministro de Suárez y falleció en 1980. «Estudié la carrera de Derecho en su casa. Eran una familia maravillosa», recuerda Francisco sobre los Garrigues-Walker. Y aún falta por aparecer un Ansón en el Pilar, Rafael, que se graduó en el 52 y presidió RTVE entre el 76 y el 77. Ahora es presidente de la Real Academia de Gastronomía, está muy vinculado al centro como su hermano Luis María y es un anfitrión generoso: pagó la ronda de la celebración de las bodas de diamante de su promoción en 2013.


      Cebrián y Anson no son los únicos directores de periódico forjados en el Pilar. Juan Ignacio Luca de Tena, hijo del fundador de ABC, fue el primer presidente de la Asociación de Antiguos Alumnos del colegio. Torcuato, su hijo, siguió la tradición familiar: fue al Pilar, dirigió ABC y heredó el marquesado.


      


      


      Y TÚ, ¿DE QUIÉN ERES?


      


      Los códigos del poder, en ocasiones, son tan estrictos y reconocibles como los del western. No hay nada que marque tanto el camino que recorre cada una de las aventuras en el salvaje oeste cinematográfico como el paisaje (piensen diez títulos de películas y cuenten cuántos accidentes geográficos han nombrado). Y así se forjan sus mitos, a golpe de desierto y cactus. Lo que marca las cicatrices de cada personaje es de dónde viene, porque no es lo mismo haberse curtido en la polvorienta Dodge City que tener las uñas limpias y arregladas de un ciudadano de la brillante San Francisco. Y ese origen marca hasta su nombre. En Río Bravo, el joven y entusiasmado pupilo de John Wayne es Colorado. Ni nombre ni apellido a la vista. Solo Colorado. «El origen geográfico de un personaje casi siempre es lo que lo constituye. Con el nombre no basta, es preciso decir de dónde viene y solo entonces será reconocido.»[10] O dónde estudió.


      La primera generación de pilaristas empezó las clases en 1907, cuando los marianistas decidieron abrir un pequeño colegio en Madrid. Ya tenían centros en San Sebastián, Jerez, Vitoria y Cádiz. Para reclutar a sus primeros alumnos pusieron un anuncio en el periódico El Universo y enviaron más de mil tarjetas postales a los vecinos del barrio. Con el tiempo no necesitarían campaña de marketing alguna para llenar sus aulas.


      Aún no se había producido el efecto llamada que vendría después (poder llama a poder o «voy a colocar aquí al chaval a ver si se hace ministro o se acerca a uno»), pero entre los primeros 12 alumnos ya encontrábamos a hijos de importantes empresarios y futuros personajes de primera línea, como el arquitecto Ignacio de Cárdenas, autor del edificio Telefónica de Madrid, y su hermano Jaime, médico, Gran Cruz de la Orden de Sanidad en 1964.


      Por entonces el Pilar no era más que un piso en un edificio de la calle Goya. Sin patio, esos primeros escolares pasaban los recreos en la calle. Durante esos descansos estaban obligados a hablar en francés, segunda lengua de estudio antes de que el inglés lo absorbiera todo. Los vecinos, que aún no habían asimilado la existencia del centro en el barrio, se sorprendían ante el acento de esos niños de pantalón corto. Y con el tiempo fueron multiplicándose: pasaron de 12 a 28 a final de curso, 69 al año siguiente, 135 al otro y así hasta llegar a sumar los más de 15.000 alumnos que han ido pasando por sus aulas hasta 2007, año del centenario, cuando el centro recibió la medalla de oro de la Comunidad de Madrid de manos de Esperanza Aguirre.


      No fue hasta 1921 cuando llegó la gran mudanza y se trasladaron al majestuoso edificio de la calle Castelló, comprado a los herederos de la duquesa de Sevillano. Una de las grandes constructoras españolas, absorbida más tarde por el gran buque Ferrovial, se encargó de acondicionar el edificio. Había que darle un swing masculino y escolar y convertirlo en el espacio «brillante, alegre y limpio» que recuerda Garrigues-Walker, ya que había sido creado como asilo para unas ochenta «señoritas pobres» [sic].[11] Eso sí, la estructura básica permaneció: levantada con piedra de La Romana y mucho vidrio y matizada con esculturas en las que participó Ricardo Bellver, autor del Ángel Caído del parque del Retiro en Madrid. También se mantuvo el estilo gótico, de pináculos estilizados y gárgolas aguileñas, el mismo que le valió al edificio ser reconocido Conjunto Histórico-Artístico en 1977 y Bien de Interés Cultural con la categoría de monumento en 1997.[12] En el centro, la nave principal de la capilla, con una altura de veinte metros.


      Cuando llegó la Guerra Civil, las paredes de piedra y vidrio se transformaron de nuevo, esta vez para acoger un hospital. Tras la contienda, esos pináculos volvieron a dar forma puntiaguda a las clases de los marianistas. El 13 de junio de 1943, el colegio acogió un gran acto de homenaje a los caídos. Del bando ganador, claro. Presidía la ceremonia Agustín Muñoz Grandes, uno de los hombres fuertes entre los militares franquistas, llegado solo hacía unos meses de luchar en Stalingrado junto al ejército alemán. Estaba al mando de la División Azul, las tropas de voluntarios españoles enviadas a colaborar con Hitler en la Segunda Guerra Mundial. Gracias a su apoyo a la causa, Muñoz Grandes es uno de los pocos españoles que fue condecorado por el propio Führer con la Cruz de Caballero con Hojas de Roble de la Cruz de Hierro, máximo símbolo nazi. Entre discursos y desfiles militares con el brazo en alto, uno de los alumnos del Pilar pasaba un día especial. Era Antonio Muñoz-Grandes Galilea, hijo del protagonista de los festejos.


      El pequeño Muñoz-Grandes, siguiendo la estela familiar, dejó el colegio antes de tiempo para iniciar su carrera militar. Una carrera que le concedió múltiples condecoraciones y le llevó a ser jefe de las FAR (Fuerzas de Acción Rápida) y de la División Acorazada Brunete, considerada la mejor preparada del ejército español. La muerte de su padre dejó una pensión de 135.000 pesetas anuales a su madre[13] y un intenso recuerdo en el hijo, que presidió el funeral de Estado junto al entonces príncipe Juan Carlos. Con el tiempo, cedió todos los papeles de su padre a la Fundación Francisco Franco. Más tarde, ascendió a teniente general y fue, ya tras la muerte del dictador, ayudante de campo del rey Juan Carlos.[14]


      Se retiró a la reserva en 1999, pero no dejó la primera línea pública. Desde 2010, es miembro de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas. Además, presidió la Real Hermandad de Veteranos durante cinco años. Fue desde ese cargo desde donde defendió al general Mena cuando este amenazó con una intervención del ejército si el Estatut de Catalunya, entonces en pleno debate, sobrepasaba los límites —o lo que él consideraba los límites, para ser más precisos— de la Constitución. Lo hizo a través de ABC,[15] diario en el que ejercía de columnista ocasional.


      Ese mismo espacio le sirvió para criticar varias medidas tomadas por la ministra de Defensa durante el Gobierno de Zapatero, Carme Chacón, como las condecoraciones otorgadas a los miembros de la Unión Militar Democrática, la escisión militar clandestina creada al final de la dictadura para intentar sumar adeptos a sus filas y derrocar la dictadura, y cuyos participantes fueron condenados a cárcel y expulsados del ejército durante el último año de franquismo. Pero si hay algo que ponía nervioso a Muñoz-Grandes Galilea eran las reformas legislativas que impulsó el Gobierno socialista:


      «La Ley de la Memoria Histórica está lejos de alcanzar los objetivos que señala su artículo 1º. Dudo que esté consiguiendo la reparación moral de los descendientes de los que militaron en el bando republicano y, desde luego, no está fomentando la cohesión y solidaridad entre las diversas generaciones de españoles. La obsesión por criminalizar una etapa de nuestra Historia, que no se borra por mucho que se supriman nombres, signos y escudos, se derriben estatuas o se dificulte la entrada en alguna basílica o museo, está reabriendo heridas ya cicatrizadas», señalaba en un artículo,[16] titulado «Inquietudes», en el que criticaba la retirada de los símbolos franquistas.


      En el barrio de Carabanchel de Madrid hay un paseo llamado Muñoz Grandes en homenaje a su padre.


      Muñoz-Grandes hijo no es el único heredero de alto cargo militar durante el franquismo que estudió en el Pilar ni el único que, siguiendo la tradición familiar, dejó los estudios un poco antes para emprender la carrera militar. Eduardo González-Gallarza Morales era de la promoción del 56, pero se marchó en quinto de Bachillerato para intentar emular la brillante carrera de su padre, Eduardo González-Gallarza Iragorri, ministro del Aire y consejero de Estado de la dictadura, además de jefe del Estado Mayor del Aire. Su hijo siguió sus pasos al milímetro, tanto que acabó siendo también jefe del Estado Mayor del Aire. Además, ambos tienen la Gran Cruz del Mérito Aeronáutico, una medalla a la que González-Gallarza hijo suma la Gran Cruz del Mérito Naval, la Gran Cruz del Mérito Militar y la Gran Cruz de San Hermenegildo. En 2008 fue nombrado presidente de la Real Hermandad de Veteranos de las Fuerzas Armadas.[17]


      Cuando Luis Solana recuerda sus años de colegio alaba las bondades de un centro «religioso pero no oscurantista». Y reflexiona: «Si hubiera seguido siendo alumno de La Concepción [otro colegio religioso] hoy sería partidario de IU. Pero gracias al Pilar he descubierto el socialismo como traducción de lo que me enseñaron allí». Eso sí, cada alumno lo tradujo a su manera. Aunque Solana asegura rotundo que de esas aulas «no han salido ni fachas, ni golpistas», lo cierto es que sí podemos contar algunos, como Agustín de Foxá, uno de los autores del «Cara al sol» y amigo de José Antonio Primo de Rivera. El escritor y diplomático fue, en sus años de colegio, autor de unos sentidos versos para su compañero de clase Carlos de Borbón y Orleans, tío de Juan Carlos I:


      


      Dios quiere que Carlitos


      amable compañero


      de nuestro colegio


      se tenga que marchar;


      como ha sido amigo


      simpático y sincero


      no nos ha de olvidar...


      


      También pilarista fue Alberto Ullastres, ministro de Comercio de Franco, los hijos de Carrero Blanco y José Antonio Vaca de Osma, gobernador civil de Ávila y jefe provincial de Falange. Fallecido en 2012, fue enterrado con la bandera de España y un encendedor con el lema «La verdad os hará libres», el mismo que preside la majestuosa entrada del centro escolar en Madrid y que se ha convertido en uno de los recuerdos grabados en piedra en la memoria de los pilaristas: «Si os mantenéis en mi palabra, seréis verdaderamente mis discípulos, y conoceréis la verdad y la verdad os hará libres» (Juan 8, 31-32).


      Y es que la religión ha sido y es uno de los pilares de la escuela, que forma parte del capítulo español de la Compañía de María o Sociedad de María, una congregación religiosa fundada en 1817 por Guillermo José Chaminade y que se distingue de otras populares ramas del catolicismo, como los jesuitas (Compañía de Jesús), por su inclusión de los religiosos laicos en las decisiones y el trabajo diario que suelen llevar a cabo los sacerdotes. Sociedad de María es además el nombre de una de las editoriales de literatura infantil y juvenil más importantes de Iberoamérica, SM. Los marianistas arrancaron este proyecto editorial a raíz de sus notas de clase y se acabó convirtiendo en el gigante que ahora edita éxitos juveniles, en algunos casos de obligada lectura en los colegios, como los que incluye la colección Barco de Vapor.


      Marianistas es igual a devoción a la Virgen María; y así lo destaca su himno, creado en 1915, con música de José Moreno Ballesteros y letra de Pedro Martínez Saralegui:


      


      Españoles, hidalgos, valientes


      con la edad nos queremos mostrar


      y este voto ofrendamos fervientes,


      a María ante el Santo Pilar.


      Él será nuestro apoyo constante,


      en las lides de diaria labor,


      santo faro, fanal vigilante


      que nos guíe por sendas de honor.


      Ante todo sinceros cristianos


      confesemos el nombre de Dios;


      nuestra vida se entrega en sus manos,


      de sus leyes iremos en pos.


      


      De esa educación, combinada con la «modernidad» que supuso ver curas en pantalones durante su educación, es de lo que Luis Solana extrajo el socialismo.


      


      


      MIRA A VER SI COLOCAMOS AL CHIQUILLO


      


      Mucho VIP en un solo patio. ¿Razones? Como en todas las explicaciones de fenómenos medianamente complejos, seguramente será una suma de muchas causas, cada una de ellas aplicable en mayor o menor grado. El éxito de los pilaristas es una consecuencia de su paso por la escuela (se posicionan después de haber pasado por allí) o es inherente a ellos (los mejor posicionados acuden a ese colegio y siguen siendo los mejor posicionados a su salida). O, lo que es lo mismo, ¿es el Pilar un creador (vía 1) o un simple aglutinador (vía 2) de personajes poderosos?


      Vía 1. Una educación excelente, encaminada al éxito profesional, puede ayudar a forjar futuros altos cargos. Sin olvidar que la lista de contactos establecidos en el colegio —que en este caso son de peso— puede allanar el camino a muchos de esos pilaristas a lo largo de su vida. Si el chiquillo no se hace ministro, que al menos vaya a clase con uno que lo vaya a ser, a ver si eso le ayuda a pegar el empujón.


      Vía 2. Las mejores familias, ya posicionadas, llevan allí a sus niños, que llegan a su primer día de clase, de fábrica, con mayores probabilidades de prosperar —por posibilidades económicas, de contactos familiares, de herencias—. Puede ser que lo hagan, simplemente, porque les pilla cerca: el centro está situado en el distrito con mayor renta bruta per cápita de Madrid (27.483 euros, cuando la media de toda la capital es de 22.279)[18] y tiene una tasa de paro del 9,84%,[19] muy inferior al 15,07% de toda la ciudad. O porque sus amigos y familiares, todos ellos bien posicionados, también llevan ahí a sus hijos. Y ellos a los hijos de sus hijos.


      Así pasó con la completa familia de Pío García-Escudero, llena de pilaristas, o con la del también popular Luis Peral, que matriculó allí a sus hijos. Carlos Granados, fiscal general del Estado del 92 al 94, llegó al Pilar de Madrid desde su equivalente en Valencia. Sus padres tenían tan claro que tenía que ir a ese y no a otro colegio que, como en su curso no quedaban plazas, le matricularon en uno inferior. Por eso, en clase, le llamaban «el abuelo». La convicción de sus padres es hereditaria, y el propio Granados matriculó a dos de sus cuatro hijos en el centro de la calle Castelló. Su hija se casó en la capilla gótica que protagoniza el conjunto arquitectónico.


      Vayamos por el camino que vayamos, la popularidad del colegio ha ido creciendo con los años y, con ella, el número de familias que han querido matricular allí a sus pequeños. Cada año quedan alumnos fuera. El número de solicitudes creció como creció el colegio, que pasó del solar inicial de 5.375 metros cuadrados a la parcela actual, de 13.000. Pero no era suficiente. En la década de los cincuenta, con 2.000 escolares de forma simultánea, el colegio no podía dar respuesta a todas las peticiones de ingreso. La comunidad marianista quería crecer en paralelo a las expectativas educativas que había creado. Y se multiplicó por dos. Así nació el Colegio Santa María del Pilar, en el barrio del Niño Jesús de Madrid, con menos caché que la versión original pero que también cuenta con lista de VIP, como los ministros de Rajoy José Ignacio Wert y Luis de Guindos.[20] Pese a tratarse, en ambos casos, de centros religiosos, las dos escuelas marianistas de Madrid son centros concertados en Primaria y Secundaria. Mixtos desde la década de 1980, el Bachillerato sigue siendo privado.


      Aunque algunas universidades privadas españolas han acogido a decenas de ilustres alumnos, en ningún centro de educación superior se da esta densidad de apellidos ilustres por aula. No tenemos un Harvard (más allá del «harvacete» que se inventó[21] Juan Roig cuando hablaba de lo espabilados que eran los fruteros que se colocaban cerca de un Mercadona). Las relaciones de poder en España son más básicas, familiares, ancladas en las raíces. Los vínculos de la infancia son inescrutables: nunca sabes qué tipo de persona será tu aliado estrella en el patio. Excepto en algunos colegios, como Nuestra Señora del Pilar de Madrid.


      Solo en la comodidad más absoluta, aquella que otorga estar en familia, entre amigos, en la burbuja de una reunión con excompañeros de colegio, el exgobernador del Banco de España, Miguel Ángel Fernández Ordóñez, se habría atrevido a soltar, como un viejo verde cualquiera sin escaparate de cara a la opinión pública, que le hubiera encantado contar con Jennifer López como vicegobernadora. Y, sin pudor, añadir: «por eso de los activos» [sic]. Lo comenta el cronista del reencuentro de antiguos alumnos de su clase en el número 137 de la revista Siempre Pilaristas.


      Nuestra Señora del Pilar no es un colegio cualquiera. Y su revista de antiguos alumnos tampoco. Reúne los básicos de cualquier publicación escolar: concursos literarios, antiguas fotografías, relatos de los encuentros de viejos pilaristas, crónicas de las obras teatrales estrenadas en el centro y anuncios de comercios del barrio, como jugueterías y tiendas de deporte. Pero les añade contenidos que marcan la diferencia, empezando por la publicidad. La Caixa es uno de sus anunciantes más fieles, siempre a página completa, ya sea anunciando planes de pensiones,[22] tarjetas de crédito[23] o su obra social.[24] En un solo número[25] podemos encontrar anuncios de la web de noticias Periodista Digital, la marca de colchones Flex, el Ayuntamiento de Madrid promoviendo la fallida candidatura olímpica de Madrid 2016 y Cosmocaixa, con oferta especial incluida para los antiguos alumnos del Pilar. En el número de octubre de 2011,[26] además de la contraportada pagada por el Ayuntamiento de Madrid, aparece un anuncio de Audi a toda página. La marca de coches repitió en numerosas ocasiones.[27] Una publicidad que nada tiene que envidiar a la de cualquier periódico generalista.


      En Siempre Pilaristas la sección de noticias sobre sus alumnos y exalumnos, llamada Mundo pilarista, tampoco tiene nada que envidiar a las páginas de Vida social de ABC. Bodas, bautizos y otros eventos de alta alcurnia aparecen retratados en esas páginas. Todos los libros reseñados han sido escritos por antiguos alumnos. En las fotografías de antiguos compañeros de clase reencontrándose, podemos ver juntos a todas esas generaciones de VIP y las entrevistas interrogan a personajes de muy alto nivel. En ellas es donde Fernando Sánchez-Dragó culpó a su primera novia de no haber obtenido el Premio Extraordinario de Bachillerato y aseguró que, aunque «decían que tenía la mejor pluma», no acabó en la revista escolar porque, como le ha pasado siempre, «no acababa de encajar».


      El fútbol en el patio del colegio aparece en todas las entrevistas y entre los pilaristas es tradición ubicarse en el marco temporal según si se pertenece a las generaciones anteriores o posteriores a la del futbolista Ramón Marsal, que en 1951 consiguió que el equipo del colegio quedara Campeón de España en los campeonatos nacionales escolares antes de arrancar su carrera en el fútbol profesional y convertirse en una leyenda en el Real Madrid. Otros míticos futbolistas, como Javier Barroso o Zamora II, también dieron sus primeros pases en ese patio. Eso sí, no todos recuerdan el partido de la misma manera. Fernando Savater cuenta que su llegada al colegio, con 12 años y el resto de los grupos ya consolidados, fue complicada: «... era un bicho raro. Para empezar, tenía por lo visto un fuerte acento vasco, conseguido en mi larga y feliz infancia donostiarra. Además hacía gestos extraños con la cabeza, bizqueaba y no me gustaba el fútbol ni ningún otro deporte [...] sufrí con cierta intensidad eso que luego ha venido a llamarse “acoso escolar” [...] De modo que lo pasé bastante mal; sin dramatismos, pero mal. Afortunadamente el peor de mis hostigadores además de bruto era un imbécil rematado, de modo que al año y medio lo expulsaron del colegio, con indisimulada alegría por mi parte. A partir de entonces, las cosas fueron mucho mejor». El filósofo, premio Planeta y fundador de UPyD estrenó en el colegio su primera obra: Don Quijote y la espada de madera.


      Para otros, como el escritor Luis Antonio de Villena, no hay lugar para las bromas en sus memorias. En Mi colegio (Península, 2006) evoca años de humillaciones e insultos y deja entrever una tenue acusación de pedofilia. «Aquello era una tortura. Era el resultado de la España en que se vivía entonces. El horror de la educación nacional-católica se ensañaba con lo diferente y el machismo era el eje de todo aquello», recuerda en una entrevista.[28] Que Aznar se le acercara en una comida para coleguear sobre su infancia común le horrorizó: «Aquello me pareció muy típico. Era volver a la idea de que los antiguos alumnos formamos una hermandad y yo, desde que me fui del colegio, ni he sabido nada, ni lo quiero saber».


      Esa historia choca de pleno con los ingredientes de lo que Juan Miguel Villar Mir llama la «levadura pilarista»: compañerismo y disciplina. El presidente del Grupo OHL iba al B, pero la clase era tan «alborotadora y ruidosa» que la dirección del centro acabó por trocearla. Aun así, los vínculos quedaron intactos. Aún ahora mantienen la cena anual en vísperas de Navidad en un restaurante de la calle Cava Baja de Madrid. Cuando en la entrevista en la revista escolar le preguntan qué diferencia a la saga pilarista del resto de los mortales, Villar Mir responde: «Somos ciudadanos de verdad». De la suya, claro.
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      LOS JUGADORES


      


      


      —Cualquier pueblo que venda armas y licor va a ser un pueblo rico.


      —El pueblo, no. Solo aquellos que compren y vendan.[*]


      


      Por un puñado de dólares,


      Sergio Leone, 1964


      


      


      Sostiene Juan Miguel Villar Mir que respondió con un «no» las dos veces que Franco le propuso ser ministro. Y que solo cuando el dictador ya había fallecido, con la confianza depositada en el recién nombrado rey Juan Carlos, al que conocía desde que era príncipe, se atrevió a dar el «sí, quiero» y tomar la cartera de Hacienda. En la misma entrevista, recogida en la revista de antiguos alumnos del Pilar, cuenta otras cosas, como que jugaba al tenis con Anson y que se considera a sí mismo el «artífice de la economía de mercado» en España, la persona que prefirió evitar el modelo de tercera vía que habían elegido países como Alemania o Francia.


      Esta es la parte de la historia que cuenta Villar Mir, pero vamos a completarla. Es cierto que no fue ministro hasta diciembre de 1975, con el dictador ya fallecido, pero también lo es que, durante el franquismo, ya había ocupado varios altos cargos: fue subdirector general de Puertos del 62 al 64 y director general de Empleo del 64 al 67.[1] De hecho, fue Francisco Franco quien inauguró el medallero particular del constructor el 18 de julio de 1966, cuando le concedió la Gran Cruz del Mérito Civil.[2] Dos años después, y en las mismas fechas (nótese que coinciden con el aniversario del alzamiento militar), recibía la Gran Cruz de la Orden del Mérito Militar.[3]


      El medallero siguió creciendo con el cambio de régimen. Tras su paso por el ministerio recibió, como todos los que ocupan alguna cartera, la Gran Cruz de Carlos III. Años más tarde, en diciembre de 2011, el Gobierno de Zapatero en funciones le concedió la Gran Cruz de Isabel la Católica.[4] Aquí no acaba la cosa. En noviembre de 2013 recibió, en Nueva York y de la mano de Esperanza Aguirre, el premio a empresario del año de la Cámara de Comercio España-Estados Unidos. Pero el mayor reconocimiento de todos los que ha tenido a lo largo de su carrera político-empresarial le llegó en 2011, de la mano de un viejo amigo, el rey Juan Carlos I, que creó un marquesado a su medida, el de Villar Mir.[5]


      Juan Miguel y Juan Carlos han coincidido, de forma pública, en numerosas ocasiones. Ambos son habituales en la casilla de las fundaciones. El rey en la reserva es presidente de honor de Cotec, una fundación empresarial para el fomento de la innovación tecnológica de la que forman parte todos los grandes nombres del país, incluyendo a Villar Mir, que durante un tiempo fue su presidente. La constructora OHL, la joya de la corona del Grupo Villar Mir y una de las más importantes del país, fue una de las empresas que se llevó el contrato del AVE a La Meca, un negociado internacional en el que intervinieron varios ministros y el propio Juan Carlos I.


      Condecoraciones, contratos internacionales y reuniones al más alto nivel, pero todo alrededor de lo que con orgullo muchos grandes jugadores del país denominan una empresa familiar, aunque suene a frutería de barrio heredada. La del Grupo Villar Mir cumple todos los requisitos de los clásicos del género y tiene muchas reminiscencias de sangre azul: el primogénito y llamado a la sucesión, Juan Villar-Mir de Fuentes, es vicepresidente del grupo familiar y, a la vez, de OHL. Álvaro y Silvia, sus dos hermanos, son consejeros de ambas compañías. El grupo empresarial de la saga cuenta con una decena de empresas destinadas a sectores clave en la economía española como la construcción, las infraestructuras y sus materiales, la energía y... la venta al por menor de ropa para niños (Mothercare).[6] La estrella del equipo es OHL (Obrascón Huarte Laín), una de las constructoras más importantes del país y de Hispanoamérica, especialista en hospitales y ferrocarriles y socio de referencia del gigante Abertis en las concesiones de autopistas españolas.


      A Villar Mir le podemos ver en todos los saraos. Viajó a Buenos Aires en septiembre de 2013, junto a otros ilustres empresarios como Arturo Fernández, para mostrar su apoyo —simbólico, el económico ya lo había mostrado convirtiendo al Grupo Villar Mir en una de las empresas patrocinadoras—[7] a la candidatura olímpica de Madrid 2020. El deporte y la ciudad de Madrid se aliaron también durante su carrera profesional en unos meses de 1995, en los que fue vicepresidente del Real Madrid. Es patrono del Real Instituto Elcano, la fundación privada plagada de tótems que analiza las relaciones internacionales, además de miembro de dos reales academias, la de Ciencias Morales y Políticas y la de Ciencias Empresariales y Financieras. Su buena sintonía con los Borbones es hereditaria: es patrono de las dos fundaciones vinculadas al heredero (ya sea el entonces príncipe Felipe, en sus inicios, como la princesa Leonor): Príncep de Girona y Príncipe de Asturias.


      Y ahí no acaba la cosa. A sus enlaces con la Corona, la política y el deporte (o una parte concreta de él, claro), se suma su relación con quien fue uno de los hombres más importantes del país, Emilio Botín. Villar Mir es, desde mayo de 2013, consejero del Banco Santander.[8] En septiembre de 1990, cuando casó a su única hija, Botín fue elegido como testigo del enlace.[9] El novio, Javier López Madrid, un experto financiero, pasó a formar parte de la saga familiar. Como dote, se convirtió en consejero delegado del Grupo Villar Mir y consejero, en ese caso raso, de OHL. Además, como el resto de los hijos del marqués, es vocal en su fundación. En paralelo, preside una sociedad de capital riesgo, STH Capital, de la que su mujer es vicepresidenta.[10] Javier López Madrid fue uno de los miembros del consejo de administración de Bankia cuando se descubrió el agujero de la entidad, justo antes del rescate.


      Botín no fue el único testigo de la boda de la hija de Villar Mir. También firmaron el acta Bruno Entrecanales Domecq (hermano de José Manuel Entrecanales, presidente de Acciona) y Pelayo Primo de Rivera y Oriol (sí, su abuelo era hermano de José Antonio Primo de Rivera). Aún no lo sabían, pero esta no sería la primera vez que Bruno y Pelayo coincidirían en una boda.


      


      


      CUESTIÓN DE APELLIDOS


      


      Seis años y ocho meses después, en el monasterio de San Juan de los Reyes, levantado en Toledo por los Reyes Católicos, otra boda de alta alcurnia reunía a dos ministros (Serra, de Defensa; y Tocino, de Medio Ambiente), dos príncipes (Felipe y Cristina de Borbón) y, de nuevo, a Bruno Entrecanales y Pelayo Primo de Rivera. El primero era el primo de la novia, Inés Isabel Entrecanales. El segundo era el novio.[11] La unión matrimonial no solo se tradujo en el vínculo entre dos de los apellidos más sonoros de nuestra historia económica (la saga de constructores de los Entrecanales) y política (la saga de dictadores y afines de los Primo de Rivera), sino también en una SICAV que ella preside y en la que él ejerce como consejero (o Managing Director, como prefiere autodenominarse en su perfil de Linkedin). Kefren, que así se llama la sociedad de inversión, pasó de contar con algo menos de 40 millones de euros en 2010 a 57,5 en 2013. Suma 104 accionistas, pero uno solo de ellos tiene el 99,79%[12] de las acciones, como es habitual en este tipo de sociedades. ¿Adivinan quién?


      Por separado, Pelayo Primo de Rivera preside una empresa textil y el Club Wharton en España, una asociación vinculada a la Universidad de Pensilvania con unos 200 miembros,[13] que consiguió tener audiencia con el entonces príncipe Felipe para celebrar su aniversario. Y luego está el apellido. Su abuelo, Fernando Primo de Rivera y Sáenz de Heredia, era hijo del dictador español Miguel Primo de Rivera, que gobernó España entre 1923 y 1930, y hermano de José Antonio Primo de Rivera, fundador de Falange, y de Pilar Primo de Rivera, una de las mujeres clave del franquismo. Delegada nacional de la Sección Femenina, su apego a la causa fue premiado por el dictador con un condado, el del Castillo de la Mota, en homenaje al principal centro de «formación» de la «Obra».[14] Pelayo Primo de Rivera heredó el título directamente de su tía abuela. Desde el 16 de marzo de 1992,[15] es conde del Castillo de la Mota.


      Por separado, a Inés Entrecanales Franco le tocó, en el reparto de cuotas del poder familiar, la vicepresidencia del Grupo Entrecanales, que acabó engullendo el gigante Acciona. La historia familiar arranca con José Entrecanales Ibarra, fundador de lo que acabaría siendo la gran constructora. Sus dos hijos heredaron la firma, José Manuel (presidente) y Juan (vicepresidente). El segundo relevo generacional llegó en 2004, cuando los hijos de José Manuel y Juan se hicieron con el timón de la compañía y la reenfocaron hacia negocios energéticos. La rama de José María, los Entrecanales Domecq, mantuvo la presidencia. José Manuel Entrecanales dirige la firma desde entonces. Su hermano Daniel es consejero de la compañía y Bruno, como hemos visto, un testigo de excepción en las bodas más ilustres. En la otra rama, la de los hijos de Juan, los Entrecanales Franco, encontramos a Juan Ignacio, que heredó la vicepresidencia de Acciona de su padre; Javier, que también es consejero; e Inés Isabel, casada con un Primo de Rivera.


      Esta empresa familiar, valorada en más de 3.600 millones de euros en el mercado bursátil a mediados de 2014, es una de las compañías que nutre el IBEX 35. Su negocio está basado en tres pilares: infraestructuras (el original), energía y agua (añadidos en los últimos años). ¿Y la política? En el comité de dirección se encuentra, desde 2007 y tras su paso como ministro portavoz del Gobierno de Aznar (2000-2002), Pío Cabanillas, hijo de ministro franquista, que antes de recaer en la política pura había sido director general de RTVE y de Sogecable.


      De saga en saga y tiro porque me toca, vamos de los Entrecanales a los Abelló. Cabanillas es, en paralelo a su cargo en Acciona, consejero de la compañía de inversión de la familia, Grupo Torreal.[16]


      Miembro de la Real Academia de Farmacia, Juan Abelló debe buena parte de su fortuna —o, al menos, el germen de esta— a la herencia de su padre: Laboratorios Abelló. Pero para estar en la lista de la revista Forbes de los más ricos del mundo (con una fortuna valorada en 2.200 millones de dólares) eso no es suficiente, así que emprendió una carrera de inversiones que le ha llevado a sentarse en los puestos directivos de las empresas más importantes del país.


      Tras vender la empresa familiar y comprar otra firma de medicamentos, entró en Banesto como vicepresidente junto a Mario Conde, su socio inseparable por aquel entonces. Con los años, la relación empresarial y personal de ambos se fue al traste y dejaron de jugar esta partida juntos, pero el banquero siempre recuerda a Abelló en sus varias biografías. Entre el 96 y el 2000, además, Abelló fue presidente de Airtel, de 2002 a 2004 consejero del Banco Santander y, durante un año, vicepresidente de Repsol.


      Pero la mayoría de sus inversiones se han vehiculado a través de Torreal, la sociedad de inversión familiar creada en 1990 y a través de la que, entre otras cosas, consiguió situarse en la vicepresidencia de la constructora Sacyr. En la actualidad, la firma es accionista mayoritaria de la empresa de estupefacientes Alcaliber y de Pepe Jeans. También cuenta con acciones en aparcamientos Saba, Imagina (una de las productoras accionista de Atresmedia), la multinacional de entretenimiento móvil Zed, Talgo y muchas otras compañías.


      La sociedad de inversión propiedad de la saga es, claro, una empresa familiar. Y repite el esquema clásico. Con Juan como presidente, la vicepresidencia es para la mujer de Abelló, Ana Gamazo Hohenlohe. Además, sus cuatro hijos son consejeros. Uno de ellos, Juan Claudio, heredero de la presidencia de la SICAV del padre (Naira), está casado con Marta Álvarez, hija del fallecido propietario de El Corte Inglés.[17]


      


      


      LOS MARCH, LEYENDA Y OBRA


      


      Aunque en los consejos de administración de otros bancos también se comparten, en ocasiones, apellidos, solo en un caso podemos hablar de empresa familiar aplicada al sector. En Banca March presumen de dos cosas: la primera, su solvencia pese a los envites de la crisis, ya que en 2010 y 2011 sacaron las mejores notas en los tests de estrés que realizó la Comisión Europea; la segunda, que es la única banca 100% de propiedad familiar.[*]


      Los orígenes de la saga se remontan a un personaje mítico en Baleares, Juan March Ordinas, protagonista de una leyenda —con partes nunca probadas, como debe ser— que tiene de todo: contrabando, imperio del tabaco, política (fue diputado de Izquierda Liberal en 1923), cárcel (en 1931), fuga de la cárcel (con soborno incluido al carcelero), financiación del golpe de Estado (con pago del avión que trasladó a Franco de Canarias a Marruecos incluido)... Y, en medio de todo esto, la fundación, en 1926, del buque insignia de la herencia familiar: Banca March.


      Tras la muerte del patriarca —aunque la versión oficial habla de un accidente de tráfico, las historias que se crearon a su alrededor están a la altura del mito—, sus dos hijos, Juan y Bartolomé, heredaron el creciente imperio familiar. Del segundo, Bartolomé March Servera, alejado del núcleo duro del negocio y centrado en su afición al arte y el coleccionismo, conservamos su fundación, creada en 1975 y ubicada en el espectacular Palau March, cerca de la catedral y el Parlament balear, y que fue la residencia familiar en Palma de Mallorca. Aunque incluye importantes obras pictóricas y escultóricas, tres de sus colecciones se han alzado con el reconocimiento de bien de interés cultural: la cartográfica, la biblioteca privada y sus belenes.[18] De esa rama de la familia proviene Leonor March Cencillo, su hija, condesa de Pernia por herencia de madre.


      Pero fue Juan March Servera el que siguió el camino empresarial de su padre, el depositario directo del núcleo duro de la herencia. Tuvo cuatro hijos y son ellos, y sus descendientes, quienes dirigen el patrimonio familiar en escrupulosa sucesión sálica. Uno de ellos, Carlos March Delgado, es el presidente de Banca March. El otro varón, Juan, es consejero de la entidad y presidente de la Fundación Juan March, herencia del primer patriarca. Entre los consejeros independientes, más allá del importantísimo núcleo familiar, encontramos a personajes clave del mundo empresarial y financiero español como Fernando Abril Martorell, consejero delegado de PRISA hasta octubre de 2014.[19]


      La herencia no solo incluye una banca familiar, sino también Inversis, un banco de inversión del que son propietarios desde 2013, tras la salida de Bankia; y una sociedad de inversión: Corporación Financiera Alba, presidida a medias por los dos hermanos March Delgado, Juan y Carlos. Es ahí desde donde se expanden los tentáculos familiares a grandes empresas de las que son máximos accionistas como la constructora ACS, por encima del propio Florentino Pérez; Indra, detrás de la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI); o Acerinox. En paralelo, invierten en otras compañías como la Clínica Oftalmológica Baviera, Ebro Foods (arroces SOS, La Fallera y otros productos en estanterías de medio mundo), o su enorme patrimonio inmobiliario, que incluye unos 82.000 metros cuadrados de oficinas de alto standing en alquiler.[20]


      Si Carlos se quedó con la presidencia de la banca, Juan hizo lo propio con la tarjeta de propiedad de la fundación que lleva el nombre del patriarca, una de las grandes entidades culturales y sociales del país, Medalla de Oro de las Bellas Artes. El legado incluye una sede en el barrio de Salamanca de Madrid (en la misma calle, Castelló, que el colegio del Pilar) que acoge exposiciones, conciertos y conferencias; y dos museos, uno en Cuenca y otro en Palma de Mallorca, ubicado en otra de las propiedades familiares, una antigua casa señorial en el centro histórico. Una de las patas de la fundación, el Instituto Juan March de Estudios e Investigación, creado en 1986, está destinado a promover el apoyo a la ciencia mediante becas y ayudas. Para que el legado del abuelo no sea solo la leyenda del contrabando y el apoyo a Franco.


      A esta herencia se suman otras propiedades de la familia, muchas de ellas en la costa balear, como muestra un paseo por la zona o las autorizaciones de obra y ocupación del dominio público publicadas en el BOE a lo largo de los años.[21]


      Pero si hay una saga que tornó a rosa las páginas salmón de la prensa económica fue la de las Koplowitz, Esther y Alicia, herederas del empresario alemán Ernst Koplowitz. Ya con el legado de Construcciones y Contratas en sus manos, se casaron con dos primos, los Albertos. Alicia contrajo matrimonio con Alberto Cortina, hijo de ministro. Esther, con Alberto Alcocer. Con las arras llegó el cambio de manos de la compañía: las dos hermanas dieron un paso atrás y cedieron a sus maridos las riendas. Pero en 1990, con acusaciones de infidelidades en portadas de papel cuché incluidas, llegaron sendos divorcios. Y con ellos, de nuevo, cambio de manos en el gigante de la construcción, que recuperaron las hermanas. Tras la fusión, se convirtió en FCC (Fomento de Construcciones y Contratas), una de las empresas más importantes del país. En 1998 hubo un nuevo divorcio, esta vez entre ellas. Alicia vendió su parte y fundó Omega Capital, su fondo de inversión. Pero esto no supuso el fin de la saga familiar. La hija de Esther y Alberto Alcocer, Esther Alcocer Koplowitz, acabó siendo nombrada en 2013 presidenta del consejo de administración de una FCC que se enfrentaba a grandes dificultades económicas. Pese a los distintos caminos emprendidos, ambas hermanas tienen aún muchas cosas en común: varios títulos nobiliarios, una fundación —por cabeza— a su nombre y su posición en el Olimpo de los españoles más poderosos.


      


      


      LOS PATRIARCAS


      


      Pero ¿quién más está en esa lista? Existen multitud de clasificaciones de diferentes tipos (los más ricos, los más influyentes...) que intentan responder a la pregunta de ¿quién manda?[*] Empecemos por la respuesta básica o, como recuerda el dicho catalán, «qui paga, mana» («quien paga, manda»). En ese caso, la respuesta es clara, manda Amancio Ortega, propietario de Inditex y cuarto en la lista Forbes de los más ricos del mundo.[22] Y aquí también hay familia al mando: Marta Ortega, dedicada a la equitación y a los negocios familiares, apunta a heredera. Pero quien se ha posicionado como segunda persona más rica de España es Sandra, hija de su primer matrimonio con Rosalía Mera, cofundadora del imperio textil y fallecida en agosto de 2013. Otros que tienen posibles para pagar a lo grande, en cuantías milmillonarias, y que les siguen en la lista Forbes, son Isak Andic (tercero de España y número 293 del mundo), señor de Mango; Juan Roig (cuarto de España y número 405 del mundo), señor de Mercadona; y Rafael del Pino (quinto de España y 487 del mundo), señor de Ferrovial.


      Aunque están muy relacionados, la influencia de los jugadores sobre el tablero no siempre viene dada por el peso económico o, como mínimo, no solo por eso. No podemos dejar de lado a los líderes de determinados sectores, como la banca, y nombrar al fallecido Emilio Botín (Santander) y Francisco González (BBVA), por ejemplo. O seguir con las sagas familiares y recordar a hermanísimos, como los Solana; las Koplowitz o los Nadal. En diciembre de 2011, con la llegada al poder de Rajoy, Álvaro Nadal fue designado[23] jefe de la Oficina Económica del Presidente del Gobierno, uno de los puestos clave de la nueva ejecutiva. Un año después, Alberto era nombrado secretario de Estado de Energía.[24] Hermanos. Como los Rojos y los Baxters de San Fierro, el Sodoma y Gomorra fronterizo de Por un puñado de dólares. O los Dalton, personajes míticos de la leyenda del Oeste transformados en simpáticos y escalonados bigotudos de cómic.


      Dinero, apellido y poder. La clave está en la confluencia de estos factores, cuantos más mejor, para poder saber quiénes son los más influyentes, aquellos cuyas decisiones afectan a nuestro día a día. Pero para influir hay que estar. Por naíf que pueda parecer, una de las claves para ejercer poder es estar presente. Por eso, en un país en el que el lobby profesional es aún minoritario, los encuentros —literales, físicos— entre lo público y lo privado (reuniones, viajes, asambleas de fundaciones) son un elemento clave. Porque muestran quiénes despachan con aquellos que toman decisiones sobre lo público, ya sean ministros, el rey o el presidente del Gobierno. Aquellos con ficha para jugar en este Monopoly.


      ¿A quiénes se refieren los titulares cuando anuncian que «los empresarios defienden/critican» tal o cual medida del Gobierno? ¿Quiénes son los elegidos? ¿Dónde está el corte? ¿Por ingresos mínimos? Normalmente, excepto en algunas reuniones de pocos invitados para tratar asuntos concretos (léase las reuniones secretas de Rajoy con Godó y Fainé para discutir sobre el tema catalán en 2013), los interlocutores forman parte de una entidad que les agrupa. En un primer plano están las oficiales, como la CEOE (Confederación Española de Organizaciones Empresariales) y sus versiones territoriales, convocadas a la mesa, junto a los empresarios, a la hora de tratar asuntos como los convenios laborales o la edad de jubilación. Pero existen multitud de asociaciones empresariales, más allá de la patronal en su sentido más estricto, que ganan posiciones como interlocutores aunque su papel no esté reflejado en las leyes. Es otra de esas vías de acceso que forman parte de las reglas no escritas.


      Pensando en las sagas se creó el Instituto de la Empresa Familiar (IEF). De nuevo, olvídense de la frutería de barrio heredada, ya que se trata de una entidad que agrupa a más de un centenar de empresas con una facturación media de 1.500 millones de euros y que, según sus propios datos, suman más del 17% del PIB español.[25] El presidente es uno de los protagonistas de este capítulo, José Manuel Entrecanales. En la junta directiva también encontramos a otros viejos conocidos, como Roig (Mercadona) o Andic (Mango), que se suman a Ignacio Polanco (PRISA) y, hasta su fallecimiento, a José Manuel Lara (Planeta), entre muchos otros.


      El IEF es miembro, a su vez, de una de las organizaciones empresariales más importantes del país, el Consejo Empresarial para la Competitividad (CEC), un think tank formado por las más importantes empresas españolas con acceso a La Moncloa, en visita grupal, una vez al año. Se les pudo ver en 2013 y 2014, por ejemplo, paseando por los jardines de la residencia oficial con Mariano Rajoy.[26] Las fotos oficiales de la excursión lo dejan claro: todos son hombres. En la lista de nombres del CEC encontramos a los habituales que se van a repetir en cada una de estas asociaciones con derecho de acceso y en cada uno de estos viajes oficiales. Los invitados a la partida: Rafael del Pino (Ferrovial), Isidoro Álvarez (El Corte Inglés), Ignacio Galán (Iberdrola), Isidre Fainé (Caixabank), Francisco González (BBVA), César Alierta (Telefónica), Florentino Pérez (ACS y el Real Madrid, que debería contar por volumen de negocio), Antonio Brufau (Repsol), Emilio Botín (Santander), Ignacio Osborne (Osborne) y, directamente llegados del IEF, Lara, Andic y Roig. Y los titulares posteriores. Los de El Mundo: «“Apoyo unánime” de los grandes empresarios a Rajoy» en 2013[27] y, casi idéntico, «Alierta, Botín y otros grandes empresarios dan su visto bueno a la política económica de Rajoy»,[28] en 2014, año en el que El País tituló: «Rajoy pide a la gran empresa que no se relaje para impulsar la mejoría», con el subtítulo «El CEC eleva las previsiones de crecimiento del Gobierno, al que reclama abordar el “renacimiento industrial”».[29]


      En segundo término, pero con fuerte implantación territorial, se posicionan entidades como el Cercle d’Economia en Catalunya, con algunos de los habituales, como Lara y Josep Oliu (Banc Sabadell) o Josep Piqué (exministro del PP que forma parte del círculo en su condición de consejero delegado de OHL). O la Asociación Valenciana de Empresarios (con las sugerentes siglas AVE), en la que se encuentran jugadores de peso como Roig y su Mercadona, y cuyo presidente hasta junio de 2011, Francisco Pons Alcoy, ejerció de vicepresidente de Bankia durante los cinco meses previos a la fallida con la venia de los empresarios valencianos. O las cámaras de comercio territoriales, como la de Castellón, liderada por Carlos Fabra hasta el 31 de diciembre de 2013, por entonces ya con una sentencia en su contra que confirmaba cuatro delitos contra la hacienda pública que se traducían en cuatro años de prisión. El diputado del PP en las Cortes Valencianas había regresado a la secretaría general de la Cámara de Comercio, un puesto para el que fue nombrado en 1975 y que le esperó, tras 16 años al frente de la Diputación de Castellón, en una especie de excedencia. Y ojo que esta historia también va de sagas: su padre, su abuelo y su bisabuelo también lideraron el órgano provincial. Su hija es Andrea Fabra, primero senadora y luego diputada del PP, y famosa por su «¡Que se jodan!» exclamado desde el escaño del Congreso de los Diputados en pleno debate sobre el desempleo, a la par que esposa de Juan José Güemes, exconsejero de Empleo y Sanidad de la Comunidad de Madrid durante los gobiernos de Esperanza Aguirre, que volverá a aparecer en el juego unas páginas más adelante.
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      Foto de familia del presidente del Gobierno, Mariano Rajoy (4i), con los grandes empresarios españoles que integran el Consejo Empresarial por la Competitividad (CEC), con los que ha almorzado hoy en el Palacio de La Moncloa para analizar la evolución de la recuperación de la economía y el empleo.


      


      


      DE FUNDACIONES REALES


      


      Si el objetivo es pillar sitio cerca de la realeza, tenemos dos opciones: hacer presidente de honor de nuestra asociación/fundación/chiringuito al rey en la reserva Juan Carlos I (lo es en una veintena de entidades) o formar parte del patronato de una de las dos fundaciones vinculadas a Felipe VI en su etapa como heredero.


      En 1980, cuando el entonces príncipe solo tenía 12 años, se creó a su alrededor la Fundación Príncipe de Asturias (FPdA). Así, se relacionaba al heredero con unos premios que celebraban valores tan positivos como las artes, la investigación, la concordia, los deportes, las letras... y, a la vez, a un nutrido grupo de los empresarios más importantes del país, con los que se reunía una vez al año para aprobar las cuentas anuales y que se han ido afianzando como su círculo de confianza. Previo pago, claro. No sabemos cuánto cuesta el asiento de cada uno de los patronos, pero sí que el 64% de los ingresos[30] de la fundación, lo que se traduce en casi 3,6 millones, proviene de esas cuotas y donaciones. Un 16% (algo menos de 900.000 euros) es dinero público, en forma de subvenciones de los gobiernos estatal, autonómico y local. El resto, un 20%, llega de las rentas de su patrimonio y otros ingresos. La FPdA, además, tiene beneficios (unos 400.000 euros en 2013) y un patrimonio neto acumulado de 30,4 millones de euros.


      ¿Qué es mejor que una fundación? Dos. En el verano de 2009 se creó la Fundació Príncep de Girona (FPdGi), versión catalana (y algo más recogida, ya que su presupuesto fue de unos dos millones de euros[31] en 2014) de su homóloga asturiana. Se financia exclusivamente con las cuotas de sus patronos. Repiten en ambas fundaciones, Asturias y Girona, los tres banqueros más importantes del país: Francisco González (BBVA), Ana Patricia Botín[*] (Banco Santander) e Isidre Fainé (Caixabank).[*] También aparecen en los dos patronatos algunos de los clásicos, como Isak Andic (Mango), Antonio Brufau (Repsol), José Manuel Entrecanales (Acciona), César Alierta (Telefónica), Borja Prado (Endesa) y Juan Miguel Villar Mir (OHL). Juan Abelló es patrono de la fundación asturiana y su hijo Claudio de la de Girona.


      Pagan su cuota en Asturias, además de todos los hombres citados, Alicia Koplowitz y su sobrina, Esther Alcocer; Florentino Pérez (ACS, Real Madrid), Dimas Gimeno (El Corte Inglés) e Ignacio Sánchez Galán (Iberdrola). En Girona, José Manuel Lara (hasta su fallecimiento), Carlos de Godó (hijo del conde y consejero delegado del grupo), Salvador Alemany (Abertis) y Manuel Marín, expresidente del Congreso ahora en representación de la Fundación Iberdrola, se suman a la lista de patronos.


      En febrero de 2014, pocos meses antes de acceder al trono, el entonces príncipe Felipe se reunía, en la casa del conde de Godó, en Barcelona, con una selección de los empresarios más importantes del país. Era uno más de los tradicionales encuentros que organiza el oficioso foro Puente Aéreo, un cónclave de empresarios de Madrid y Barcelona que se reúnen cada cierto tiempo con altas autoridades públicas para tratar, a puerta cerrada, la situación del país.


      La primera de sus reuniones contó con Artur Mas y se celebró en Barcelona. El siguiente cónclave fue en Madrid, donde acogieron a Esperanza Aguirre. Otros invitados a estos encuentros fueron Luis de Guindos y Soraya Sáenz de Santamaría. Incluso Mariano Rajoy se reunió con ellos en una cena celebrada en la casa de Javier Godó en Barcelona el 15 de septiembre de 2011, antes de las elecciones que darían el Gobierno al PP, demostrando una vez más que estos empresarios tienen buen olfato para algo más que para los negocios.


      En 2012, la estrella fue el ministro de Exteriores, José Manuel García Margallo. En 2013, el grupo invitó a la ministra de Fomento, Ana Pastor. Esta vez, el anfitrión fue José Manuel Lara. No busquen página web ni nota oficial: los encuentros de los que tenemos noticia —e imagen— se los debemos en su mayoría a La Vanguardia, muy presente en estos actos a través de Javier Godó, uno de sus protagonistas.


      Son o han sido miembros de este club sin actas fundacionales, sin atender a rivalidades deportivas o territoriales, el expresidente del F. C. Barcelona, Sandro Rosell, y el presidente del Real Madrid, Florentino Pérez, junto a Salvador Alemany (Abertis), Antonio Brufau (Repsol), Joan Rosell (CEOE), Juan Miguel Villar Mir (presidente de OHL), José Manuel Lara (Planeta), Rodrigo Rato (expresidente de Bankia), Isidre Fainé (Caixabank) y José Manuel Entrecanales (Acciona), entre otros.[*]


      A estas alturas de la película ya habrá empezado a hartarse de leer los mismos nombres una y otra vez. Y no le falta razón. Pero es que el núcleo duro es ese. El mismo que se repite en los mejores palcos de fútbol del país o en los viajes oficiales, a modo de excursiones de pequeños empresarios guiados por el monarca o los ministros. Véase Brasil 2012 (Botín, Monzón, Galán, Alierta, Brufau), Moscú 2012 (Villar Mir) o Emiratos Árabes/Kuwait 2014 (Florentino Pérez, Esther Alcocer Koplowitz). Es importante estar allí, porque de esas aventuras pueden salir contratos millonarios, como el del AVE a La Meca.


      


      


      EL LADO SALVAJE (DE PACOTILLA)


      


      Y luego están los tópicos. Esos que, mira tú por dónde, se cumplen a veces. Imaginen a dos grandes gerifaltes charlando de cómo repartirse unas comisiones en un campo de golf. O inquiriendo un «¿qué hay de lo mío?» en los paseos entre tiro y tiro de una cacería. Algunos ejemplos ilustres de estas reuniones en lo salvaje (de pega) han llegado a la prensa, como la ya mítica excursión del entonces rey en el cargo Juan Carlos I a Botsuana. No era la primera vez que el monarca salía de cacería, pero sí fue la más sonada. Primero, porque se supo que había viajado a cazar elefantes al país africano gracias, y solo gracias, a que tuvo que volver a España y ser operado de urgencia de una lesión de cadera (el 14 de abril de 2012, 81 aniversario de la Segunda República, para darle swing a la cosa). Segundo, porque su afición por matar animales en peligro de extinción hizo que le arrebataran la presidencia honorífica de la organización ecologista WWF. Tercero, porque el remolino de informaciones acabó destapando que Corinna zu Sayn-Wittgenstein, divorciada de un príncipe alemán, le acompañaba en su aventura africana. Es irrelevante si era su novia, su amiga o una compañera de viaje. Totalmente irrelevante. Pero, tras el jaleo, la propia protagonista de la historia acabó afirmando en el New York Times que era «asesora estratégica del Gobierno español».[32] Y eso sí es importante, porque cualquier persona que trabaje para el sector público, con el formato que sea, debería ser conocida. ¿Cuándo se la había contratado? ¿Qué cobraba? ¿Pagaba el Gobierno o Casa Real? Llegaron las disculpas (el ya histórico «Lo siento mucho. No volverá a ocurrir», en muletas), pero nunca las respuestas. Quién acompaña al rey en sus cacerías es importante si, como en este caso, se trata de una persona que dice hacer negocios para España y que, hasta ese momento, era una desconocida para los españoles a quienes decía representar.


      No es la única cacería mítica de Juan Carlos de Borbón. Aprovechando el tirón mediático, La Celosía[33] publicó una simbólica foto en la que aparece, vestido de caza y escopeta en ristre, junto a Jaume Matas (presidente balear que acabó en prisión por tráfico de influencias), Arturo Fernández (presidente de la patronal madrileña e imputado por el caso Bankia) y Gerardo Díaz Ferrán (en prisión desde 2012 por el vaciado patrimonial de Viajes Marsans y fraude).


      Y hay más cacerías de portada. Como la que acabó con la dimisión de Mariano Fernández Bermejo, por entonces ministro de Justicia de Zapatero, tras conocerse que había pasado un fin de semana de excursión a tiros en Jaén, acompañado, entre muchos otros (el organizador aseguró después que eran unas 30 personas, entre las que se encontraban miembros del PP, pero también del PSOE e IU), del juez Baltasar Garzón, encargado por entonces del caso Gürtel, que acababa de estallar.


      Pese a la algarabía, Fernández Bermejo no es uno de los grandes cazadores españoles. De 2001 a 2005, solo consiguió una medalla de plata, muy lejos de los dos líderes del medallero en esos años: Juan Abelló,[*] el número uno, con 130 galardones, 41 de ellos oros; y Alberto Cortina Koplowitz, en segunda posición, con un total de 77 distinciones, 25 de ellas de oro. Son los Estados Unidos y China olímpicos en esta clasificación particular extraída[34] del catálogo[35] de esos cinco años que elaboró la Junta Nacional de Homologación de Trofeos de Caza, la entidad dependiente del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente encargada de homologar las piezas; esto es, de realizar la equivalencia entre animal muerto y medalla de oro, plata o bronce, dependiendo del tamaño, la belleza de la presa, el peso, su pureza genética (con prueba de ADN incluida) y otros factores establecidos en sus baremos. Además de esas estadísticas periódicas, elabora el Archivo Nacional de Trofeos de Caza, un registro de datos históricos que recoge todos los trofeos concedidos y los récords por tipo de animal (venado, jabalí, lobo, gamo, corzo, sarrio, sarrio hembra, rebeco, rebeco hembra, macho montés, muflón y arruí).


      En agosto de 2014 pedí ese documento a la Junta a través de una solicitud de información pública.[36] En noviembre de ese año, aunque con retraso, llegó la respuesta. Gracias a ella sabemos que el rey Juan Carlos es segundo en la clasificación general, gracias a un arruí (carnero de berbería) que cazó en el año 2000. O que tanto él como Juan Abelló mantuvieron durante años una pugna por alzarse con el récord en la caza de venados, uno de los más preciados. El primer puesto era, desde 2000, para el padre del actual monarca, que batió su propio récord el 6 de septiembre de 2004.[37] Solo cinco días después, Juan Abelló le adelantó y se puso en primera posición. Pero en 2010, el ganadero José Recio Lozano superó a ambos y acabó con la hegemonía Abelló-Borbón en esta especie.


      Esta afición compartida a la caza puede parecer anecdótica, pero no lo es. En un país en el que el lobby profesional es casi residual, quienes lo ejercen deben lidiar con la agenda de contactos de expolíticos recolocados y esos señores de copa y puro que se reúnen directamente con los altos cargos en cacerías, reuniones de las que no se informa en la agenda pública[38] y viajes de expansión internacional. Y es que estamos hablando de una partida a la que solo se invita a unos pocos y en la que el presidente del Gobierno respondió[39] a una pregunta en el Senado sobre su reunión secreta con Artur Mas con el siguiente argumento: «Si alguien quiere tener una reunión secreta conmigo, la tengo». Pues eso.
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      SANGRE AZUL


      para ponerse el sombrero


      


      


      


      La exposición de motivos de una de las últimas normas[1] que regula asuntos de sangre azul recuerda que «la posesión de un título nobiliario no otorga ningún estatuto de privilegio». Y es cierto, al menos sobre el papel. Las leyes que distinguían a nobles de plebeyos en lo político, lo social e incluso lo penal han perdido su vigencia. Pero las reglas de ese club que es la nobleza (¿privado?, ¿público? Veremos) se resisten a desaparecer y toman forma de protocolos que permiten, por ejemplo, que aquellos que posean títulos nobiliarios tengan acceso directo al rey y sean invitados a los actos más importantes de la Corona. Y, recordemos, estar es importante. Y también lo es el nombre heredado. En este caso, aquel que va más allá incluso que los apellidos. Porque no luce igual «Asunción Bustos» que «María de la Asunción Bustos y Marín, Excelentísima Duquesa de Estremera y Grande de España», ya sea en el encabezado de una carta o como apostilla a una tarjeta de visita.


      Una de las rémoras del pasado —vendrán unas cuantas— que han arrastrado los títulos nobiliarios hasta el siglo XXI es la manera de dirigirse a ellos. Son ilustrísimos todos ellos, son excelentísimos los nobles VIP, los Grandes de España, la élite de este club de herederos. Porque incluso entre ellos hay clases. Pero este tipo de nomenclaturas no son una exclusiva de la sangre azul: también se usan para distinguir, a la hora de dirigirse a ellos, a los miembros de la carrera diplomática (los embajadores son excelentísimos y de ministros plenipotenciarios de tercera clase para abajo se quedan en ilustrísimos) o a algunos cargos públicos. Cuando Jordi Pujol confesó[2] en julio de 2014 que tenía dinero sin declarar en el extranjero (sin especificar cuantía, por si acaso), su categoría de «Molt Honorable Senyor» resultaba, cuando menos, algo forzada. Pero ¿de dónde venía?, ¿de antiquísimas herencias de la Historia catalana? En realidad no hace falta rebuscar tanto. Pocos meses antes de acabar su última legislatura, que puso fin en diciembre de 2003 a 23 años de pujolismo, el Parlament aprobó una norma[3] que preparaba su jubilación: la ley del estatuto de los expresidentes de la Generalitat. La nueva regulación dejaba todo atado: el expresident tendría oficina a costa del erario público —con los funcionarios necesarios incluidos en el pack—, además de las pensiones habituales en este tipo de casos. Poco después, el 1 de agosto, Pujol aprobó un decreto[4] que desarrollaba esta norma y que adelantaba que no se iba a retirar sin honores: a partir de entonces, a los expresidents se les distingue como «Molt Honorable Senyor», del mismo modo que ocurre con los presidentes en el cargo. El primero en estrenar este cambio en las reglas del juego tras dejar el Palau de la Generalitat fue, claro está, el propio Pujol. Este tipo de distinciones son habituales en otras comunidades autónomas y otros poderes del Estado. De hecho, es exactamente igual en la Comunidad Valenciana, donde Francisco Camps también ostenta el título de «Molt Honorable».[*]


      Pero volvamos al otro protocolo, el de los nobles. Uno de los privilegios históricos de aquellos que llevan el título de Grande de España es algo tan simple como poder cubrirse en presencia del rey. La versión femenina de este beneficio protocolario era la de poder tomar asiento. Pero algunas distinciones iban más allá de estos actos simbólicos. Cuenta la Diputación de la Grandeza de España, el organismo oficial que los reúne y representa, que «los privilegios y honores de los Grandes, en general, eran cubrirse en presencia del rey, recibir de este el tratamiento de primos, ser invitados y notificados por escrito de los principales acontecimientos de la Corona y de la Real Familia, sentarse en un banco preferente en la Real Capilla, no ir a la guerra sino con categoría de jefes y sueldo de generales, no poder ser apresados más que por una cédula especial del rey, tener entrada libre en palacio hasta la Galería de Retratos, dos estancias antes de la Regia Cámara, recibir honores militares y disponer de pasaporte diplomático».[5]


      Suena a caduco, pero lo cierto es que el último de esos privilegios oficiales permaneció vigente hasta hace no tanto, 1984.[6] Fue entonces cuando, vía Real Decreto, se eliminó a los Grandes de España de la lista de beneficiarios del pasaporte diplomático, un título especial que por aquel entonces se distinguía del documento común por su color: el diplomático iba en rojo (atención, trata a este señor con especial cariño) y el del resto de los mortales era verde (con los años se convirtió en el granate común europeo). Desde entonces, tienen derecho a usar ese documento especial la Familia Real, los altos cargos del Estado y los embajadores y compañía. Nada de nobles, con o sin Grandeza. Aunque este privilegio tiene siglos de antigüedad, ya había desaparecido antes, durante la Segunda República. Pero Franco lo recuperó en 1940 mediante una orden ministerial[7] que declaraba que podían tener pasaporte diplomático las personalidades reguladas hasta entonces (altos cargos políticos y embajadores) y «todas aquellas que por razón de su elevada jerarquía civil o militar, o por la importancia de la misión que se les confiera, lo acuerde así el Gobierno». El análisis de texto nos dice dos cosas: la primera, que lo amplio de la coletilla permitía repartir este documento, básicamente, a quien le viniera en gana; la segunda, que la elevada jerarquía civil puede incluir a los Grandes de España. Pero tenían un problema. Y es que en 1940 los títulos nobiliarios no existían. Al menos no de forma oficial.


      Una de las cosas que la Segunda República suprimió y que quedaron en suspenso hasta la llegada del franquismo —que hizo borrón— fue la nobleza. La Constitución Española de 1931 dejaba claro, en su artículo 25, que el Estado «no reconoce distinciones y títulos nobiliarios». Y sanseacabó. Pero en 1948, Franco firmó una norma con un preámbulo revanchista: «Solamente en los periodos demagógicos, que pretenden fundar en el general rebajamiento de igualdad común de los ciudadanos, se prohibió el uso de dichos títulos, y así, el sectarismo republicano abolió...»[8] y un título bastante literal: Ley de 4 de mayo de 1948 por la que se restablece la legalidad vigente al 14 de abril de 1931 en las Grandezas y Títulos del Reino. Un decreto posterior[9] concedió la prerrogativa de conceder esas distinciones a Franco. Y sanseacabó.


      


      


      Con el poder ya adjudicado, tocaba darle uso. No era fácil elegir a los primeros agraciados entre todos los «héroes» destacados en la «cruzada», así que cuatro fueron en pack en un solo decreto,[10] el primero de otros tantos. A título póstumo, fueron declarados duques —la máxima categoría de la nobleza, que lleva aparejada la Grandeza de España— José Antonio Primo de Rivera (fundador de Falange), José Calvo Sotelo (ministro del anterior, asesinado a pocos días del alzamiento) y Emilio Mola (el general que lideró el golpe de Estado que dio paso a la Guerra Civil). Junto a ellos, José Moscardó (el militar que dirigió la resistencia en el Alcázar de Toledo de los sublevados) fue nombrado conde del Alcázar de Toledo, también con Grandeza de España. De hecho, buena parte de los más de treinta títulos nobiliarios que concedió el dictador en sus cerca de cuarenta años en el poder eran recompensas a personajes que habían participado en el alzamiento y en la Guerra Civil. Otro de los elegidos fue el general Fidel Dávila Arrondo. El marquesado que lleva de nombre su primer apellido fue un gesto de agradecimiento de Franco al militar, que fue su ministro de Defensa, por haber participado en la organización del alzamiento. Como muchos otros títulos nobiliarios surgidos durante la dictadura, este perdura en sus herederos. El 3 de diciembre de 2012[11] pasaba a manos de su bisnieto. Con Grandeza incluida.


      Otros nobles nacidos bajo la firma de Franco fueron Gonzalo Queipo de Llano, nombrado marqués como recompensa por liderar el frente andaluz; Juan de la Cierva, el inventor del autogiro, que es conde de la Cierva desde entonces; el duque de Carrero Blanco, título creado de forma póstuma como homenaje al vicepresidente y presidente del Gobierno durante la dictadura asesinado por ETA; o Joaquín Benjumea Burín, alcalde de Sevilla, ministro de varias carteras y gobernador del Banco de España durante el franquismo, que fue nombrado conde de Benjumea. Este no es el único caso en el que este apellido, vinculado al gigante energético Abengoa, va aparejado a un título nobiliario. Su hermano, Rafael, ya había sido nombrado conde de Guadalhorce por el rey Alfonso XIII antes incluso de ser ministro de Obras Públicas en el Gobierno de Primo de Rivera.


      Vuelta al presente. Su nieto y actual conde de Guadalhorce, Rafael Benjumea y Cabeza de Vaca, forma parte de la Diputación Permanente y Consejo de la Grandeza de España. Es uno de los 14 diputados[12] consejeros que conforman el núcleo duro de la entidad. Está casado con otra Benjumea, Blanca Benjumea Llorente, hija del fundador de Abengoa y hermana de Felipe —su actual presidente— y de Javier Benjumea Puigcerver, marqués de Puebla de Cazalla y también miembro de la diputación permanente. Se suman a ellos, entre otros: José Fernando de Almansa, vizconde del Castillo de Almansa, consejero de Juan Carlos I y de Telefónica —con los matices del término aplicables a cada caso—; Marcelino Oreja, marqués de Oreja, tío de Jaime Mayor Oreja, presidente de Enagás y exministro; José María de Areilza, conde de Rodas, consejero nacional del Movimiento y fundador del PP; Rafael de Atienza, marqués de Salvatierra, marido de la Defensora del Pueblo Soledad Becerril; Catalina Luca de Tena, marquesa del Valle de Tena y presidenta de ABC; o el duque de Medina-Sidonia, Leoncio Alonso González de Gregorio y Álvarez de Toledo, todo junto, sucesor de una de las casas nobiliarias más importantes y, en paralelo, más jugosas del país. Pero, como en los cuentos, la sangre azul a veces viene acompañada por culebrones paralelos. Aunque su madre le dejó el título, básicamente porque la ley obliga, poco más le cayó en herencia. Ni a él ni a sus hermanos. La Duquesa Roja, llamada así por su confrontación al franquismo, decidió hacer uso solo unas horas antes de morir de la ley, aprobada tres años antes,[13] que permitía el matrimonio entre personas del mismo sexo y se casó con Liliana Dahlmann, su pareja durante años y que se convirtió en viuda heredera y presidenta de la fundación que conserva el legado de la casa nobiliaria.


      Todos estos diputados han sido elegidos por la asamblea, en la que puede participar cualquier noble oficial, ya sea Grande de España o no, desde 1999. Fue en ese año cuando se renovaron los estatutos[14] y se abrió la puerta a participar a los poseedores de títulos sin Grandeza. Eso sí, el decano solo puede ser elegido entre los excelentísimos. Cada cuatro años, la mitad de los diputados y el decano se renuevan, aunque pueden ser reelegidos. El máximo representante de la entidad es Alfonso Martínez de Irujo, duque de Híjar (y otros seis títulos más) e hijo de la duquesa de Alba, al frente de una de las casas con más títulos por cabeza. Se casó con —y se divorció de— Su Alteza Serenísima (así toca llamar a las princesas alemanas) María de la Santísima Trinidad de Hohenlohe-Lagenburg, prima de Ana Gamazo, la ya mencionada mujer de Juan Abelló. El secretario de la Diputación de la Grandeza es Carlos Espinosa de los Monteros, marqués de Valtierra, consejero de Inditex y Acciona y nombrado[15] Alto Comisionado para la Marca España en julio de 2012. Empresa y nobleza se alían en la biografía de muchos de estos personajes.


      Pero ¿qué funciones, más allá de las internas, tiene este organismo que está representado en actos oficiales de forma destacada, como en la boda entre Felipe y Letizia en la catedral de la Almudena, y acude de forma regular a reunirse con el rey? Según sus estatutos, uno de ellos es «la propuesta de cuanto se estime mejor al servicio de España y del rey». La normativa vigente les otorga funciones públicas más concretas: deciden qué títulos extranjeros serán reconocidos en España[16] y deben ser consultados ante dudas o problemas en la sucesión noble. Así lo afirma el Real Decreto sobre concesión y rehabilitación de Títulos y Grandezas de España,[17] de 1912, el mismo que se nombra aún hoy como referencia legal cada vez que el rey aprueba la herencia de un título y que recuerda, en su preámbulo, que «los Títulos y Grandezas facilitan con arreglo a nuestra Constitución a los que los poseen, el acceso a representaciones políticas, mediantes las cuales intervienen en la gestión de los asuntos públicos»[sic]. Las cosas han cambiado desde entonces y los nobles ya no tienen acceso, por el mero hecho de serlo, a cargos políticos, pero tampoco podemos clasificarlos como un simple club privado sin vínculos con lo público. La propia Diputación de la Grandeza asegura, en su página web, que «su naturaleza es sin duda especial», por el hecho de agrupar a la nobleza legalmente regulada y, a la vez, por sus «funciones asesoras» de la Administración Pública y el rey. Entonces, ¿público o privado? Ante la duda, el Consejo de Estado emitió un dictamen en 1999 en el que tomó la vía central y la llamó «corporación mixta».


      La línea entre lo público y lo privado se vuelve a pisar cuando encontramos un departamento del Ministerio de Justicia, en el que trabajan empleados públicos, dedicado a los asuntos relacionados con la nobleza. Se trata de la División de Derechos de Gracia y otros Derechos, que se encarga, además, de aspectos relativos a las víctimas de la Guerra Civil y la dictadura (aunque la Ley de Memoria Histórica no nombra este departamento en ningún momento) y la dirección de la Cancillería de la Orden de San Raimundo de Peñafort, entidad creada en 1944 por decreto franquista[18] para agraciar a quienes destaquen por méritos vinculados a la Justicia y el Derecho y que concede cruces de distinta categoría y medallas. Además, esta división se encarga de preparar los indultos antes de llevarlos al Consejo de Ministros.


      Las funciones de este organismo público vinculadas a la sangre azul incluyen, por ejemplo, editar cada cierto tiempo la Guía Oficial de Grandezas y Títulos del Reino, el listado oficial. Y venderla. Las distintas ediciones muestran la evolución del número de noblezas y de nobles (una persona puede agrupar varios títulos). La de 1967-1969 se anunciaba en documentos oficiales por un precio de 450 pesetas y con «lujosa encuadernación en plástico y oro» y contenía la información de 2.628 títulos de 1.922 personas. En la de 2004, con el número de nobles casi inalterable, el número de títulos era de 2.833. ¿Y ahora? ¿Cuántos nobles hay en España? La última guía, que ya está en su 21.ª edición, se vende a veinte euros en el Ministerio de Justicia. Ofrece datos a 31 de mayo de 2011, cuando contaban 2.753 títulos (402 de ellos con Grandeza) para 2.205 personas.[19]
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      Y no, los nobles no cobran sueldo por serlo.[*] De hecho, pagan tasas por heredar el título (no lo hace el primero en llevarlo), en concepto de gestión de la expedición del documento. Los precios vigentes en 2015,[20] que se actualizan cada año en los Presupuestos Generales del Estado, como las pensiones, van de los 769 euros que cuesta heredar un título sin Grandeza de forma directa (de padre a hijo o entre hermanos si venía del padre común) a los más de 16.000 que cuesta la rehabilitación o el reconocimiento de un título extranjero con Grandeza de España, pasando por las sucesiones transversales (de tío a sobrino, por ejemplo), de casi 2.000 euros sin Grandeza y 6.700 con Grandeza.


      Para pedir una rehabilitación o la sucesión de un título, el destinatario debe enviar una carta al rey acompañada de un árbol genealógico y los documentos que prueben la relación de parentesco (libro de familia, partida de nacimiento, etc.). Una de las últimas reformas sobre las sucesiones se produjo en 1988[21] y puso fecha de caducidad a la hora de pedir la rehabilitación de un título: si en 40 años nadie lo ha usado, desaparece. Además, establece plazos claros y cerrados para evitar conflictos: el heredero directo tiene un año para reclamar el título; si no lo hace se abre un plazo de otro año para el siguiente y, en caso de que este tampoco lo pida, tres años más para el resto de los posibles sucesores. Más allá del método clásico de sucesión (por fallecimiento) o de la rehabilitación, se pueden recibir títulos por cesión (el que lo ostenta lo pasa al siguiente de la lista) o por distribución. Imaginemos que un noble con varios marquesados, un ducado y dos condados quiere repartirlos entre sus hijos, para que el primogénito no acapare con todo. Puede hacerlo, en vida o en el testamento, pero, eso sí, el título de más graduación irá, por ley, para el mayor de sus descendientes.


      El orden de sucesión que marca la ley es claro: descendente (de padres a hijos y no de hijos a padres); de grado más próximo (antes hijo que nieto); gana siempre el primogénito; en caso de empate, va para el pariente de más edad; y hay que tener en cuenta la representación (si el sucesor fallece antes de recibirlo, va a sus hijos, como representantes de este). Además, hasta 2006, hombre ganaba a mujer.


      


      


      LUCHA A MUERTE POR UN MARQUESADO


      


      PSOE —entonces en el Gobierno—, PP y Coalición Canaria presentaron juntos la ley sobre igualdad del hombre y la mujer en el orden de sucesión de títulos nobiliarios, que se acabó aprobando el 30 de octubre de 2006. Para justificar quizás el hecho de ponerse a regular sobre un aspecto con olor a antigualla y aplicación minoritaria (sobre todo cuando la Ley de Igualdad aún estaba atascada en la sala de máquinas de las Cortes), la exposición de motivos incluía la frase que arrancaba este capítulo: «La posesión de un título nobiliario no otorga ningún estatuto de privilegio», y sigue, «al tratarse de una distinción meramente honorífica cuyo contenido se agota en el derecho a usarlo y [ojo] a protegerlo frente a terceros». Y tanto. Las luchas por títulos nobiliarios han originado multitud de conflictos familiares y, lo que de verdad importa, judiciales, en un afán por, como sigue el preámbulo, «mantener vivo el recuerdo histórico al que se debe su otorgamiento». Eso sí, pegado a mi nombre y no al de mi tío, que así luce más.


      La redacción de la norma no engaña: a partir de entonces, hombres y mujeres tendrán el mismo derecho a suceder. Excepto en el título mayor, el de rey de España, en el que sigue sucediendo el varón y que, para cambiarlo, habría que tocar la sacrosanta —a veces— Constitución. Bueno, en realidad hombres y mujeres no tienen el mismo derecho justo a partir de entonces. Vayamos al análisis de texto del punto 3 de la disposición transitoria única de la ley: «... la presente Ley se aplicará a todos los expedientes relativos a Grandezas de España y títulos nobiliarios que el día 27 de julio de 2005 estuvieran pendientes de resolución administrativa o jurisdiccional, tanto en la instancia como en vía de recurso, así como a los expedientes que se hubieran promovido a partir de aquella fecha, en la cual se presentó la originaria proposición de ley en el Congreso de los Diputados». Conclusiones: se aplica de forma retroactiva y a partir de una fecha sin carga legal, la de la presentación de la propuesta por los tres grupos parlamentarios, algo insólito en la democracia española. Además, se aplica también a los expedientes abiertos a esa fecha, aunque la concesión del título recurrido sea anterior. La retroactividad de las normas puede provocar, como en este caso, problemas legales, partiendo de la base de que se aplica una ley a una época en la que no existía y, por lo tanto, no era de público conocimiento para los ciudadanos. Imagínese que usted ha presentado un recurso por un título porque sabe que, como es varón, va a ganar. A posteriori, se aprueba esta ley y le afecta de forma retroactiva. Pierde y le toca pagar las costas, aunque cuando presentó el recurso las leyes eran otras. Si lo llega a saber, quizás no lo habría presentado.


      Más allá de la siempre dudosa aplicación de la retroactividad en una ley, ciertos sectores de la nobleza pusieron el grito en el cielo y lo llevaron a la Diputación de la Grandeza, que prefirió no mojarse. Como respuesta, este grupo de nobles indignados, con su lista de agravios bajo el brazo, montaron su propia entidad, la Asociación Nobiliaria Española, y enviaron cartas[22] de protesta al rey Juan Carlos I, al ministro de Justicia, al presidente del Consejo de Estado y hasta al apuntador. Era 2009 y, liderados por el conde de Bilbao, sumaban unos 260 miembros (con un total de 136 títulos y 34 grandezas sobre la mesa). En esas misivas criticaban la retroactividad de la norma, pero iban más allá de la disposición adicional. Para ellos, la sucesión se abre con el fallecimiento del primer titular. A partir de ahí, cada uno de los herederos recibe el título de ese primer titular y no de su antecesor directo, con lo que la norma no podría cambiar la forma de sucesión que se creó en el momento del primer traspaso. Para ellos, el cambio que equipara a hombres y mujeres solo debe ser efectivo para los nuevos nobles. Además, criticaban duramente la aplicación de la norma para procesos abiertos desde un año antes de su aprobación, esa fecha incluida sin base legal en la disposición, una medida dirigida a, en sus propias palabras, favorecer a «unos pocos casos sobradamente conocidos». ¿A quiénes se referían?


      Para encontrar la respuesta, seguimos hurgando en documentos oficiales, esta vez en los diarios de sesiones de los días en los que se trató esta ley en las Cortes. Además de las críticas de ciertos grupos por regular sobre un aspecto que debería, según su opinión, sencillamente suprimirse; y las de otros por empezar a tratar el asunto de la igualdad de género en algo tan poco relevante, muchos se centraron en la singularidad de la extraña disposición adicional, esa que incluía el derecho de las herederas desde 2005, mucho antes de la aprobación y publicación de la norma. Aunque no dan nombres, sí pistas.


      En el pleno del Congreso:[23]


      


      Desconocemos la razón que ha llevado al Grupo Socialista a coincidir con la derecha en esta iniciativa legislativa. Es cierto que son conocidas las reclamaciones de ciertos personajes, algunos de ellos relacionados con el mundo empresarial de los medios de comunicación, que pretenden alcanzar títulos nobiliarios a través del reconocimiento de titularidades nobiliarias de sus consortes, pero nos negamos a creer que esta pudiera ser la razón, aunque en el mundo madrileño que empezamos a descubrir ya nada nos sorprende y todo parece posible. (Joan Tardà, G. P. Esquerra Republicana.)


      


      En la Comisión de Justicia del Congreso:[24]


      


      ... se nos plantea la pregunta —que creo que en mayor o menor medida nos hemos hecho todos— de a quién o quiénes, con nombres y apellidos, pretende favorecer la presente ley. (Mercè Pigem Palmés, Grupo Catalán.)


      


      La diputada añadió que esa retroactividad era una «invitación a la litigiosidad».


      En el pleno del Senado:[25]


      


      Y yo me pregunto, si como dice la disposición final segunda, esta ley entrará en vigor a los 20 días de su completa publicación en el BOE, ¿a qué viene este llamamiento, digámoslo así, para aplicar la ley respecto de los expedientes posteriores al 27 de julio de 2005, actuando la excepción y no la regla general? Señorías, la inaudita regla de retroactividad de la norma y el indisimulado interés en procurar contar con el mayor número de expedientes abiertos resultaba cuando menos incomprensible y ajeno a cualquier principio de lógica jurídica [...] ¿Y qué había detrás de todo esto? Pues parece claro, por lo menos a mí me lo parece: favorecer o beneficiar a personas concretas. (Elena Etxegoyen, G. P. Vasco en el Senado.)


      


      ... beneficiar a una o a tres damas, de nombre controvertido convertido en marca, y a las cuales, por tanto, esta ley ofrece una plataforma de publicidad gratuita (Aplausos). (Miquel Bofill, G. P. Esquerra Repulicana.)


      


      Caliente, caliente.


      La primera vez que se aplicó en un proceso judicial fue en 2008, y sentó jurisprudencia a partir de entonces. El Supremo debía decidir sobre una pugna judicial que había arrancado años antes, en 1992, por el título del conde de Humanes, con Grandeza de España. Las partes enfrentadas eran tía y sobrino. Este último, Joaquín Sáenz-Messia Giménez, ostentaba el título desde 1984, cuando lo pidió tras el fallecimiento del anterior conde. Él era su sobrino, hijo del hermano menor. Ella, que también reclamaba el título, era la hermana mayor del conde fallecido. Si aplicamos varonía, el sobrino gana (por eso tenía el título desde el 84); si no la aplicamos, la tía gana. Y el Supremo no la aplicó porque consideró, en su sentencia,[26] que la disposición de la ley de 2006 deja claro que afecta a los títulos pendientes de resolución judicial, como era este el caso, aunque la sucesión en el título o, en este caso, el fallecimiento del anterior titular, fuera muy anterior a la aprobación de la ley. El 3 de noviembre de 2008 se anuló[27] la anterior orden y María Teresa Gómez Sáez Messía fue nombrada condesa de Humanes, título que ahora ostenta su hija.[28]


      Aunque esta es la primera vez que se utilizaba la retroactividad de la ley con todas sus consecuencias, no parece encajar con las pistas que nos han ido dando diputados y senadores. Con la jurisprudencia ya asentada, seguimos adelante y encontramos una sentencia[29] de 2009 muy similar, también del Supremo, en la que se da la razón a una mujer en la disputa de los títulos con su tío teniendo en cuenta la ley de 2006. La madre de la demandante era la hermana mayor de los hermanos, pero fueron ellos quienes heredaron —primero uno y, tras su muerte, el siguiente— la nobleza. Tras años de pleitos, se reconoció la progenitura de la mujer más allá de diferencias de género y su hija se convirtió así en marquesa de Castelldosrius, con Grandeza de España, y baronesa de Santa Pau. Así lo dictaminó una orden[30] que aplicó la sentencia y que, tras revocar el título que había heredado su tío en 2005, se lo concedió a Ágatha Ruiz de la Prada. Todo encaja. Primero, por las fechas. La diseñadora presentó el recurso en primera instancia el 20 de julio de 2005. Lo que la ley dice, en su polémica disposición, es que afecta a los expedientes abiertos a 27 de julio de 2005. Por los pelos. También cuadran las pistas: «nombre convertido en marca», personajes importantes del mundo de los medios de comunicación que reclaman la nobleza para sus consortes, en referencia a Pedro J. Ramírez, entonces director de El Mundo. Y es que los cónyuges de los nobles también lo son. Por eso Esperanza Aguirre es, vía marido, condesa de Bornos y Grande de España.[31]


      De hecho, como cualquier club, la Diputación de la Grandeza reparte tarjetas de socio, a modo de títulos de propiedad de sangre azul del Monopoly, en las que aparece el nombre y el título nobiliario más destacado. Ese carné también se puede expedir a los cónyuges. La única forma de unirse al club es por herencia o vía Real Decreto firmado por el rey, ya que los títulos nobiliarios españoles —busque en internet y conviértase en un noble alemán a unos pocos clics— no se pueden comprar.[32]


      El rey decide. Lo dice la Constitución. El jefe de Estado puede, además de sancionar las leyes y otras funciones habituales, indultar y «conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes». Y entre esos honores y distinciones está la nobleza. Hasta su abdicación en julio de 2014, Juan Carlos I había concedido 47 nuevos títulos nobiliarios. Todo empezó el 26 de noviembre de 1975 con el Decreto Ley[33] con el que, para agradecer su papel en una «gloriosa etapa de nuestra patria», concedió el Señorío de Meirás a Carmen Polo, viuda de Francisco Franco. No era especial solo por ser el primero, sino también porque es la única vez que ha concedido un título mediante Decreto Ley y no Real Decreto llano, como fueron todos los siguientes. La razón no era simbólica ni histórica, era legal: un decreto de 1912[34] había eliminado el título de señor del listado de la nobleza, así que para poder saltarse esa norma era necesario una de mayor rango. Hasta su supresión, los señoríos eran el último mono de la escala nobiliaria, que sigue este orden, de mayor a menor: duque, marqués, conde, vizconde, barón y señor.


      Ese mismo día, la hija del dictador recibió el Ducado de Franco, con Grandeza pero esta vez vía decreto.[35] Les siguieron varios personajes que habían jugado un papel importante en la dictadura, empezado por Carlos Arias Navarro, presidente del Gobierno en los últimos años del franquismo, Torcuato Fernández-Miranda (presidente interino tras la muerte de Carrero Blanco), Alejandro Rodríguez de Valcárcel (ocupó varios altos cargos durante la dictadura) y hasta la esposa del ministro franquista de Justicia, Rita Gómez. Otros recibieron esta distinción por sus servicios a la Corona, como Sabino Fernández Campo, que formó parte del ejército falangista pero se recicló como jefe de la Casa del Rey, Antonio Villacieros (jefe de protocolo real) o Íñigo Moreno (primo político del rey).


      Una vez liquidados los agradecimientos al antiguo régimen, Juan Carlos I otorgó títulos nobiliarios a personajes claves de la Transición, el cambio de sistema que le consolidó como jefe de Estado: los presidentes Adolfo Suárez y Leopoldo Calvo-Sotelo, Marcelino Oreja o el primer presidente del Senado, Antonio Fontán. En 1986, hizo marqués a Josep Tarradellas, quien fuera presidente de la Generalitat en el exilio y posteriormente en Cataluña hasta que Jordi Pujol ganó sus primeras elecciones.


      Juan Carlos I quiso, en ocasiones, salirse de los clásicos militares y políticos para tocar con su varita de nobleza a personalidades científicas o culturales, como bioquímicos (Joan Oró, Margarita Salas), pintores (Tàpies, Dalí), escritores (Camilo José Cela, Mario Vargas Llosa), dibujantes (Antonio Mingote), economistas (Gonzalo Anes), músicos (Andres Segovia, Joaquín Rodrigo) y Vicente del Bosque, el seleccionador que consiguió la primera estrella de campeones del mundo de fútbol para España. También hizo marqués a Juan Antonio Samaranch, fallecido en 2010, presidente del Comité Olímpico Internacional durante más de una década y delegado nacional de Educación Física y Deportes del franquismo, época en la que recibió condecoraciones de todo tipo (al mérito policial, al mérito agrícola, al mérito aeronáutico...). Otras veces, Juan Carlos I quiso agradecer la aportación de personajes ya fallecidos haciendo nobles a sus familiares, como es el caso de Carlos Luis del Valle-Inclán (hijo del escritor), Gregorio Marañón Moya (hijo del reconocido médico) o Roser Rahola, viuda de Jaume Vicens Vives y al frente de la editorial que mantiene vivo el nombre de su esposo.


      El 14 de mayo, a tres meses de dejar la Corona, el BOE recogía, sin aviso previo (no hubo mención alguna en la rueda de prensa tras el Consejo de Ministros ni en el resumen de las decisiones tomadas que publica el Gobierno, como sí ha pasado en otros nombramientos de nobles), los últimos cuatro títulos nobiliaros concedidos por el rey Juan Carlos. Eran tres marquesados y un condado. La condesa de Gisbert, Carmen Iglesias, recibió su título por su «brillante e intensa labor académica y docente», méritos entre los que se incluye haber sido profesora del príncipe Felipe y de la infanta Cristina. Además de académica, Iglesias ha sido presidenta de Unidad Editorial, la empresa editora de El Mundo. Santiago Grisolía, desde entonces marqués de Grisolía, es premio Príncipe de Asturias por sus investigaciones en el campo de la bioquímica y presidente del Consell Valencià de la Cultura, una entidad dependiente de la Generalitat Valenciana. Valentín Fuster (ya marqués de Fuster) es uno de los cardiólogos más reputados del mundo.


      El cuarto agraciado es David Álvarez, desde ese instante marqués de Crémenes, presidente fundador del Grupo Eulen y dueño de las bodegas Vega Sicilia, que entró en la nobleza gracias a su «dilatada y fructífera trayectoria» empresarial. No era la primera vez que Juan Carlos I premiaba a un empresario con un título nobiliario. De hecho, una decena de ellos llevan, gracias al monarca, un título pegado al nombre. Es el caso de los fundadores de dos de los despachos de abogados más importantes del país, Uría Menéndez y Garrigues. Aurelio Menéndez Menéndez fue, además, ministro de Educación en el Gobierno de Suárez. Antonio Garrigues Díaz, padre de Antonio Garrigues Walker, fue embajador de España en Estados Unidos y el Vaticano durante la dictadura. También obtuvieron título juancarlista, como hemos visto, Javier Benjumea (fundador de Abengoa), la empresaria gallega Carmela Arias, el presidente de la constructora OHL, Juan Miguel Villar Mir; y Antonio Durán Tovar, que fue presidente de Dragados. Hasta el empresario portugués Vasco Manuel de Quevedo es marqués por gracia del rey español.


      Y no podían faltar los banqueros, como Alfonso Escámez (fue presidente del Banco Central) o José Ángel Sánchez Asiaín, que lideró el BBVA hasta 1990 y presidió la fundación Cotec —a cuyas reuniones acude el rey religiosamente—. ¿Y Botín no se llevó nada? No, pero su mujer, Paloma O’Shea, es marquesa por gracia real.


      Los grandes de la prensa también fueron reconocidos. José Manuel Lara, fundador de Planeta; y Guillermo Luca de Tena, presidente de honor de Vocento y que fue presidente y director de ABC, se sumaron a la lista de nobles del sector en la que les esperaba el conde de Godó, que ya tenía título pero a quien Juan Carlos I premió con la Grandeza asociada para sumar a su tarjeta del club de la sangre azul.
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      PAGA EL ESTADO


      


      Soy un periodista, no un político. ¡Los políticos son mi alimento! Yo los construyo y yo los destruyo.


      


      El hombre que mató a Liberty Valance,


      John Ford, 1962[*]


      


      


      


      Javier Godó es Grande de España por gracia real y señor de Cataluña por presencia y volumen de negocio. Primero, porque sabe rodearse: es miembro de los patronatos del Macba y la Universitat Ramon Llull, e impulsor y vicepresidente de la Fundación Conde de Barcelona, en honor a Juan Carlos I y que cuenta con este como presidente.[1] Pero su peso no es solo institucional. El conde preside uno de los grupos de comunicación más importantes de Cataluña, que pilota La Vanguardia e incluye Mundo Deportivo, 8TV, las emisoras de radio RAC1 y RAC105 (musical) y el 18% de las acciones de Prisa Radio. En paralelo, es el grupo de comunicación que más subvenciones recibe de la Generalitat de Catalunya.[2] En concreto, el equipo liderado por La Vanguardia se llevó en 2011 (a repartir en tres anualidades) 5,5 millones de euros[3] destinados a preparar su planta de impresión para acoger la edición en catalán del periódico. A esta subvención vía convenio —es decir, no pasa por concurso público, el clásico dedazo— se suma el pase de los medios del grupo a la ronda de ayudas anuales que concede el Gobierno catalán. En 2012 lideraron el ranking con una suma total de casi un millón y medio de euros. En 2013 se quedaron en el millón, cifras que en ningún caso alcanza ningún otro grupo periodístico.


      Las ayudas pueden ser de dos tipos: estructurales (por existir) y por proyectos (para ayudar a llevar a cabo una mejora concreta en el medio). Mientras las primeras tienen en cuenta baremos como la audiencia potencial y real, el porcentaje de producción propia y los trabajadores contratados, entre otros aspectos, las segundas valoran el impacto, el interés lingüístico o la modernización que supone poner en marcha la mejora concreta que se pretende ayudar a financiar. En ambos casos la radio, televisión, periódico o web subvencionada tiene que usar el catalán como lengua de comunicación, puesto que el objetivo de la inyección de dinero público es fomentar y consolidar el «espacio catalán de comunicación» frente a los grandes grupos que publican o emiten en castellano. En paralelo al ajuste general en los presupuestos y tras la llegada de CiU al poder, estas ayudas pasaron de los más de 19 millones repartidos en 2010 a unos seis millones en 2011. Todo encaja como un puzle sideral hasta que nos fijamos en los datos de 2012, aún en senda de recortes generalizados: suben hasta superar los nueve millones de euros. En ese año los más agraciados son, además de los medios del Grupo Godó (un millón y medio en total), El Periódico de Catalunya (más de un millón), ElPuntAvui (más de 800.000 euros) y Ara (unos 650.000). En los años posteriores (2013 y 2014), estas subvenciones se estabilizaron en algo más de seis millones y medio de euros.


      Algo similar ocurre en Galicia, donde, además de los convenios-dedazo que se puedan firmar de forma individual, se convocan ayudas anuales a medios de comunicación, aunque en ese caso sean algo más laxos con el uso de la lengua. Desde que Fraga las instauró tal y como funcionan ahora, en 1999, se dividen en dos patas: las ayudas a publicaciones periódicas escritas íntegramente en gallego y las más genéricas: ayudas a empresas periodísticas y de radiodifusión. Para las primeras, las condiciones para postularse son evidentes. Las segundas son algo más complejas. Están destinadas a emisoras de radio y periódicos situados en Galicia (excluyendo, de forma explícita, además de la televisión, a los medios gratuitos, el patito feo en el reparto tanto de las subvenciones como de la publicidad institucional), que cuenten con al menos cinco trabajadores y que publiquen o difundan «secciones, informaciones, artículos o reportajes orientados a alentar la defensa de la identidad gallega, a promocionar sus valores, la normalización de la lengua y la difusión de su cultura». Además, el idioma gallego deberá tener «especial protagonismo». Una expresión tan ambigua requiere, claro está, comentario de texto: no es condición sine qua non que todo el programa o sección sea en gallego, mientras el «galleguismo» se respire en el ambiente. En todo caso, se valoran variables con una alta carga subjetiva. Esta laxitud con la lengua era menor hasta 2010, cuando Feijóo firmó su primera convocatoria como presidente gallego y eliminó el requisito de la «oferta positiva», es decir, hasta entonces el gallego tenía que ser la lengua de contacto inicial de los periodistas en las entrevistas y en su relación con las fuentes. Un matiz, pero un matiz importante, sobre todo si tenemos en cuenta que esas ayudas genéricas son mucho más voluminosas que las que la Xunta destina a los periódicos escritos íntegramente en gallego.


      Ambos tipos de ayuda sufrieron un recorte considerable en ese año, 2010, justo después del cambio de Gobierno. Si la convocatoria general por galleguidad (permítanme el sobrenombre) había superado los 2,5 millones en 2009[4] (fue de casi 2,3 en 2008),[5] en el año del tijeretazo estas ayudas se quedaron en 1,6 millones, la mayoría de ellas destinadas a la prensa, aunque también incluyen partidas para radio e internet. Esa cuantía se ha ido manteniendo[6] (100.000 euros arriba, 100.000 euros abajo) hasta 2014.[7] En 2013,[8] La Voz de Galicia (más de 850.000 euros) se llevó el gordo y Faro de Vigo (más de 230.000), el segundo premio.


      Las ayudas por publicar en gallego también sufrieron un recorte importante en 2010 (de casi un millón de euros a menos de medio) pero, en su caso, han seguido perdiendo presupuesto hasta quedarse en los 200.000 euros de 2014.[9] Hasta 2010 (incluido), la máxima beneficiaria de estas ayudas en términos absolutos era la Editorial Compostela, editora de El Correo Gallego,[10] pero a partir de 2011 le tomó el relevo Galicia Proxectos de Comunicación, responsable de De Luns a Venres.[11]


      En ambos casos, Galicia y Cataluña, no se trata —al menos sobre el papel— de una ayuda a los medios como sector en sí mismo, sino de un empujón a la lengua propia (o a la cultura gallega) a través de uno de sus canales más populares: los medios. De hecho, las comunidades autónomas con idioma propio son las que han mantenido estas ayudas regulares en los últimos años. Con una excepción: Andalucía. En 2012, el Gobierno andaluz aprobó las bases reguladoras para las ayudas a proyectos o actividades que fomentaran la lectura de prensa (ya se habían repartido subvenciones idénticas en años anteriores, a razón de medio millón al año). Y lo justificaba arguyendo[12] que los índices de lectura de prensa en Andalucía están por debajo de la media. La convocatoria de ese año, de 600.000 euros, se dejó sin efecto por «razones de índole técnica y jurídica» sin especificar en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía (BOJA). Pero en 2013 regresaron, denominadas esta vez subvenciones para la «mejora de la alfabetización mediática», con un saco a repartir de 484.716 euros (una cifra muy exacta, algo que no pasa en algunos casos, como veremos en breve) y un máximo de 50.000 euros por proyecto presentado, destinado a la difusión del acceso a medios de los andaluces y el fomento de la lectura crítica. Eso sí, en esta ocasión podían presentarse no solo empresas de prensa, sino también de radio e internet y entidades sin ánimo de lucro. Así, en el reparto de 2014[13] (algo más de 460.000 euros en total) encontramos, además de grupos de comunicación, a asociaciones de la prensa y colegios de periodistas de la región.


      A las empresas que se llevaron una cuantía mayor por proyecto se les concedieron ayudas de unos 17.600 euros. Quédense con esa cifra, que vamos a jugar a las comparaciones. Como pasaba con la planta de impresión de La Vanguardia en catalán, en ocasiones los distintos gobiernos, entre ellos el andaluz, conceden subvenciones «excepcionales» (el adjetivo no es mío, así se les llama en el propio BOJA).[14] Son una especie de negociado sin publicidad de las ayudas públicas. Mientras las subvenciones ordinarias se convocan, se publican sus requisitos, se abren a la participación y se informa del resultado de la distribución, las excepcionales esquivan todos esos pasos. El Gobierno de turno elige un beneficiario, una cuantía, y las otorga. Chimpún. En el mejor de los casos (normalmente depende de que la cuantía rebase cierto umbral), se publica el resultado final. Así pasó con las ayudas que concedió la Consejería de Educación de la Junta de Andalucía en 2010. Wolters Kluwer España se llevó 287.365 euros para la difusión del periódico Escuela, una publicación sectorial sobre educación, en centros de infantil, primaria y secundaria; y la Corporación de Medios de Andalucía recibió bastante menos, exactamente 69.369 euros, para la difusión del diario Ideal en los centros educativos de la provincia de Granada. En ambos casos, el análisis minucioso del texto ofrece un detalle: son ayudas para «contribuir» a la difusión, un matiz (importante, de nuevo) que no aparece en la tercera de estas subvenciones excepcionales: 330.000 euros (una cifra mucho más redonda) para la «difusión del periódico El País en los centros públicos de secundaria y de adultos de las ocho provincias andaluzas». Todos, se entiende. El periódico de PRISA mata dos pájaros de un tiro: aumenta difusión (llegando, además, a los futuros lectores) y se lleva una ayuda económica al bolsillo. Ahora comparen estas cifras excepcionales (que por algo lo son) con los 17.600 euros como máximo de las ayudas ordinarias.


      Aunque el Estado se ha retirado de este reparto de ayudas y ha dejado paso a las Comunidades Autónomas con lengua propia (más Andalucía), hace unos años sí repartía subvenciones. Eso sí, centradas casi exclusivamente en los periódicos, tanto que las más recurrentes en los ochenta eran las ayudas por consumo de papel prensa (a tantas pesetas el kilo, sí), que en 1980, por ejemplo, eran de 900 millones de pesetas (unos 5,4 millones de euros).[15] Las publicaciones gratuitas, una vez más, estaban excluidas del reparto. Estas ayudas a peso se combinaron con convocatorias salteadas de créditos blandos, partidas extraordinarias por difusión o ayudas para la reestructuración empresarial del sector. Con Felipe González en el Gobierno, llegaba la hora de regular estas subvenciones. Lo que pasó entonces es una muestra (vendrán más) de que legislar es una profesión que se puede ejercer bien —esto es, siguiendo los tiempos, respetando las normas superiores, sin ambigüedades ni contradicciones que acaben en indefensión jurídica— o mal —errores de forma o, lo que es lo mismo, mala praxis legislativa—, independientemente de lo que cada cual opine del fondo de la medida adoptada. En los presupuestos de 1983 se incluyó una partida para ayudas a la prensa pero, ¡ay!, la ley que las tenía que regular no había sido aprobada aún. Entonces, ¿qué hacemos con el dinero? El Gobierno socialista no quiso hacer esperar a los empresarios del ramo y aprobó un Real Decreto para regular y convocar las ayudas de ese año. Esta explicación no es de cosecha propia, lo relata el propio texto cuando justifica la urgencia del Real Decreto.[16]


      Un año después llegó la ley,[17] que explica en su preámbulo (sí, a veces se usa para algo más que para hacer autobombo) que la finalidad de las ayudas es «corregir la creciente concentración de los medios informativos, protegiendo las distintas corrientes de opinión propias de una sociedad democrática». Por la evolución del sector en los años que siguieron, no parece que el objetivo se alcanzara. Y sigue justificando el texto legal las subvenciones por la concurrencia de dos factores clave: «la necesidad de adaptación a las nuevas tecnologías» y «la crisis económica de una buena parte de la prensa diaria». ¿Les suena? Era 1984.


      La norma regulaba dos tipos de ayudas, las indirectas (rebajas tributarias y en gastos postales, también aplicables a publicaciones no diarias de información general) y las directas, que suponían ingresos al medio vinculados a la difusión, el número de ejemplares que repartía en el extranjero, el consumo de papel prensa y los gastos de reconversión tecnológica (a estas últimas podían optar también las agencias de noticias). Además, establecía unos requisitos muy acotados: todo el capital social de la empresa debía ser de propiedad española, la compañía no podía tener intereses en empresas publicitarias, debían entregar a la Administración Pública los ejemplares que les requirieran y era obligatorio consultar a los trabajadores antes de pedir una ayuda para poner en marcha proyectos de reconversión tecnológica. Con esas bases, pocos grupos de comunicación del siglo XXI pasarían la criba.


      Estas ayudas estatales se fueron difuminando, por partes, en varias leyes de presupuestos, esas macro-normas en las que cabe —casi—[18] todo. En los de 1989 se eliminó la pureza española del capital social como requisito y se suprimieron las ayudas a la compra de papel y a la difusión, dejando solo las indirectas y las subvenciones para reconversión tecnológica. En 1990 estas últimas también desaparecieron y solo quedaron en pie los beneficios indirectos, que fueron finalmente suprimidos en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1991. Pero en ocasiones las transferencias de dinero público a los medios de comunicación no tienen forma de subvención, sino de compra masiva de ejemplares por parte de la Administración Pública o, la vía más habitual, mediante la inserción —y pago, claro está— de anuncios de publicidad institucional, como veremos en el capítulo 7.


      


      


      EL PLAN PIVE SE QUEDA EN CASA


      


      Hay muchos motivos para conceder una subvención: por la importancia de su labor social o sanitaria (ONG, ayudas a trasplantes), para defender la cultura (cine, teatro), por su labor en el funcionamiento democrático (partidos, sindicatos, medios de comunicación) o porque el sector en cuestión es clave en la economía del país, como el del automóvil. Esa es la razón, junto a la necesidad de renovar el parque automovilístico con vehículos más eficientes y, por lo tanto, menos contaminantes, que han argumentado todos los gobiernos que han puesto en marcha ayudas a la compra de un coche nuevo. Desde que Felipe González puso en marcha el Plan Renove en 1994, las ayudas para la adquisición de vehículos son un clásico más arraigado que las canciones del verano. Por entonces, eran 600 euros (100.000 pesetas) a descontar del precio a quienes renovaran un vehículo con más de diez años de antigüedad. En su segunda fase, las ayudas se quedaron en 480 euros (80.000 pesetas) y con que el coche tuviera siete años era más que suficiente. José María Aznar cogió el relevo en 1997[19] y creó la más longeva de estas subvenciones, el Plan Prever, que se mantuvo vigente incluso durante los primeros años del Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero. Las condiciones eran similares: reducción de 480 euros (80.000 pesetas) de la cuota de matrícula del nuevo vehículo si se abandonaba el viejo con más de diez años de antigüedad. Durante los diez años que duraron estas ayudas, el Estado gastó más de 1.745 millones de euros. Pese a que su impulsor fue el Gobierno del PP, los años en los que más presupuesto se destinó a esta partida fueron los del Gobierno socialista, con un pico en 2005 de 225,7 millones.[20] Una vez extinguido el Prever, el Gobierno socialista puso en marcha el Plan Vive,[21] destinado a ofrecer préstamos ventajosos para la compra de un vehículo pero, esta vez, sin ayudas directas. En marcha desde 2008 hasta 2010, el Ministerio de Industria destinó 1.200 millones a esta financiación.


      El siguiente plan de ayudas se llamó PIVE (Programa de Incentivos al Vehículo Eficiente) y se estrenó en septiembre de 2012, de la mano del Gobierno de Mariano Rajoy, con una aportación inicial de 75 millones de euros. En abril de 2013 se puso en marcha el PIVE 2 (150 millones), en julio de ese mismo año el PIVE 3 (70 millones), en octubre el PIVE 4 (70 millones), en enero de 2014 el PIVE 5 (175 millones de euros) y en junio otros 175 millones para el PIVE 6.[22] En este caso, la ayuda al comprador de un coche nuevo consiste en una aportación de 1.000 euros por parte del Gobierno y otros 1.000 por parte del fabricante. En el caso de vehículos de más de cinco plazas para familias numerosas, la ayuda se incrementa en 500 euros más. En total, estos cinco planes suman 715 millones de euros. Poco antes de crear estas ayudas, el Ministerio de Industria, Turismo y Energía nombró[23] secretario general de Industria y de la Pequeña y Mediana Empresa a Luis Valero, un experto en este tipo de subvenciones, pero justo desde el otro lado de la mesa, el de los empresarios del sector que las recibía. Valero fue, en los quince años previos a su llegada al Gobierno, director general de la Anfac (la Asociación Nacional de Fabricantes de Automóviles y Camiones). Poco después de repartir la penúltima tanda de esas ayudas, muy celebrada por sus excompañeros de la Anfac, fue cesado.[24] Pero no se preocupen por él, casi instantáneamente pasó a ser consejero de Enagás.[25]


      


      


      LA DEMOCRACIA TIENE UN PRECIO


      


      Más allá de estas subvenciones a sectores concretos, existen aquellas destinadas a pagar la factura de la fiesta de la democracia o, lo que es lo mismo, a mantener una parte de los gastos de los actores clave del sistema, como son los partidos políticos (hablaremos de ellos unas líneas más abajo, no sufran) o los sindicatos. Los representantes de los trabajadores reciben dos tipos de ayudas: las generales, destinadas a su mantenimiento; y las vinculadas a su participación en órganos consultivos públicos. Las primeras, que se reparten porcentualmente teniendo en cuenta la representatividad de cada sindicato, están destinadas a sufragar «cualquier tipo de actividad sindical dirigida a la promoción y defensa de los intereses económicos y sociales de los trabajadores».[26] Así, en abierto, son las ayudas genéricas, por existir. Las segundas pagan el tiempo dedicado a participar en mesas sectoriales o debates generales junto a miembros del Gobierno y la patronal. De hecho, las subvenciones por participar en estos órganos consultivos no son exclusivas de los sindicatos. En 2013, por ejemplo, de los 2,7 millones repartidos, 1,24 fueron a parar a la CEOE, 1,42 a sindicatos puros y el resto a cofradías de pescadores y otras organizaciones.[27]
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      Fuente: Elaboración propia con datos del BOE.


      


      El recorte en ambos tipos de ayudas llegó en 2012, se amplió en 2013 y, en 2014, las partidas se congelaron.[28] Así, las generales pasaron de 15,8 millones en los años anteriores a 8,88 en 2013 y las de participación de unos cinco millones a 2,7. ¿Cómo se traduce esto en las cuentas de los dos principales sindicatos? Tanto CCOO como UGT perdieron casi tres millones y medio de euros por cabeza.[29] Ante el recorte, no es extraño que pusieran toda su maquinaria legal a trabajar para frenar la pérdida de otro tipo de ayudas. Y es que, además de estas dos grandes fuentes de ingresos, los sindicatos también reciben dinero público a través de subvenciones para formación o ayudas sociales, o por representación de los trabajadores en sectores muy concretos. Es el caso, por ejemplo, de aquellas que reciben para defender a los empleados de la enseñanza concertada. En 2014, CCOO y UGT tuvieron que devolver unos 640.000 euros obtenidos bajo ese concepto, que fueron a parar a tres sindicatos menores: FSIE, USO y STES.[30] El Gobierno tuvo que recalcular la distribución tras varias sentencias judiciales que pusieron sobre la mesa dos errores: excluir a STES como beneficiario por no ser mayoritario e incluir en el cálculo de la representatividad —clave para el reparto— a los delegados pertenecientes a centros de educación especial. En este último caso, el Gobierno argumentó que no podían diferenciar unos centros de otros y, por lo tanto, unos trabajadores de otros. Pero el juez mostró al abogado del Estado las estadísticas del propio ministerio y tumbó su razonamiento. La exclusión de STES se debía a que, aunque estaba consolidado en varias provincias españolas, no se encontraba entre lo que se considera sindicatos con «mayor representatividad». Esta decisión, según la Audiencia Nacional, iba en contra de la libertad sindical. Y lo razona: el Gobierno puede limitar a los sindicatos mayoritarios el acceso a actos administrativos y de representatividad —como conferencias sectoriales o consejos escolares— pero no las subvenciones, que tienen que repartirse entre todos. Tanto CCOO como el abogado del Estado habían recurrido estas decisiones judiciales.


      En julio de 2013, cuando el Gobierno convocó las subvenciones a cargo de la recaudación de la casilla de fines sociales de la declaración de la renta, dejó fuera de la lista de posibles beneficiarios, por primera vez, a organizaciones empresariales y sindicatos. Estos últimos, que venían recibiendo considerables pellizcos en cada convocatoria, presentaron un recurso conjunto ante la Audiencia Nacional. Cuando, haciéndose los locos, registraron sus solicitudes pese al veto y fueron rechazadas (con razón, lo ponía bien clarito en la convocatoria), volvieron a recurrir al mismo tribunal, esta vez con tres recursos individuales pero idénticos. Aun así, cuando llegó el reparto de las ayudas de 2013,[31] no aparecieron en la lista.


      En total, la casilla solidaria de la renta permitió recaudar, y repartir, 206 millones de euros entre 445 entidades, que se llevaron ayudas que van desde los 4.000 euros a los más de 42 millones que sumó la entidad con mayor ingreso, Cruz Roja Española. En segunda posición se encuentra Cáritas, con casi 25 millones. Ambas aumentaron su recaudación con respecto a 2012.[32] Aunque entre las organizaciones beneficiarias encontramos muchos vínculos claros con la Iglesia, como en el caso de la propia Cáritas, el dinero que el Estado reparte a esta institución va a través de la otra casilla de la declaración de la renta. Eso sí, su reparto es bien distinto. Desde 2007, los Presupuestos Generales del Estado consignan una asignación a la Iglesia católica como adelanto de lo que se recaudará con la renta, a razón de un 0,7% de los impuestos por declaración marcada. Una vez se cierran los datos fiscales y se certifica la cuantía total que debe percibir, se liquida el gasto y se cuadran las cuentas, ya sea hacia un lado u otro. En los últimos años, el adelanto siempre se ha quedado corto y el Estado ha tenido que abonar a la Iglesia mucho más. En 2012, 2013 y 2014, esa asignación a modo de avance fue de 158,4 millones. Pero no la busquen en el apartado «gastos» de los Presupuestos Generales del Estado, porque no la encontrarán. Está ubicada en ingresos, pero en negativo.


      


      


      LOS PARTIDOS POLÍTICOS, PATRIMONIO DE TODOS


      


      En las cuentas de los partidos políticos, el peso del dinero público tumba con creces a las aportaciones privadas. En 2011, las formaciones con representación parlamentaria[33] ingresaron 52 millones de euros vía cuotas de afiliados y simpatizantes (43,2) y donaciones (8,7); mientras, las aportaciones públicas sumaron 316 millones de euros. Por muy liberal que seas, no te la juegues en lo privado. Pese a estas ayudas, este informe del Tribunal de Cuentas —ya saben, acúsenlos a ellos de estar desactualizados, no a mí— destacó que 17 de las 25 formaciones analizadas habían terminado ese año con patrimonio neto negativo. PP y PSOE no estaban entre ellas y acabaron el ejercicio con beneficios. Esos 316 millones de dinero público incluyen las ayudas para sufragar gastos electorales —se celebraron elecciones municipales—, las compensaciones institucionales (por representación en las Cortes, parlamentos autonómicos o entidades locales), las subvenciones para pagar gastos de seguridad y los subsidios para su funcionamiento ordinario, recibidos desde las comunidades autónomas o el Estado.


      El Ministerio del Interior recortó[34] en 2013 el presupuesto destinado a sufragar ese funcionamiento ordinario. De 65,8 millones pasó a 52,8: 13 millones menos a repartir de forma proporcional entre todos los partidos. Estas subvenciones se basan en dos baremos: el número de diputados en el Congreso (un tercio de la valoración) y el número de votos recibidos en las últimas elecciones generales (los otros dos tercios). Con esta aritmética, el resultado final queda así: más de 25 millones para el PP y más de 16 para el PSOE. O, lo que es lo mismo, juntos suman más de 41 millones de los 52,8 a repartir. Es lo que tiene el bipartidismo de facto. En 2014 y 2015, estas ayudas se congelaron (52,7 millones en los presupuestos). Las subvenciones para gastos de seguridad también han perdido un par de millones de euros por el camino de la crisis. En 2013, 2014 y 2015 eran de 2,7 millones. A estas cifras hay que sumar el sueldo que las Cortes y los órganos autonómicos y locales conceden a los grupos parlamentarios (ayudas institucionales). En 2011, el Parlament de Catalunya repartía 19,8 millones entre los grupos, mientras que en Andalucía la asignación era de 11,5 y en Madrid de 4,1 millones de euros.


      ¿A cuánto cotiza el escaño y el voto? En las elecciones europeas de 2014, exactamente a 32.508,74 euros por escaño y 1,08 euros por voto. Esas cifras, que se han doblado desde 1989, son las que se utilizan para, con los resultados de los comicios en la mano, calcular cuánto se reparte a cada partido en concepto de gastos electorales, que también incluyen una partida para patrocinar la propaganda que llena los buzones las semanas previas a la cita electoral. De hecho, la pérdida de votos de PP y PSOE no solo debilitaba su posición en el Parlamento Europeo, sino que les supuso un grave perjuicio económico. Aun así, se llevaron[35] 4,9 y 4,3 millones, respectivamente. La irrupción en el Parlamento Europeo del partido de Pablo Iglesias, profesor y tertuliano, le colocaba también en la fila de reparto de estas ayudas. Los cinco escaños y más de un millón de votos de Podemos se tradujeron en un millón y medio de euros. No solo habían reventado todas las encuestas, sino que les había tocado la lotería. Pero hay un pero. Y se encuentra en la Ley del Régimen Electoral Central:[36] «En ningún caso la subvención correspondiente a cada grupo político podrá sobrepasar la cifra de gastos electorales declarados». Así, el nuevo partido solo podía cobrar lo que había gastado, es decir, algo más de 100.000 euros.[37] Gracias a esa prudencia, las arcas públicas se ahorraron más de un millón de euros.


      Así funcionan estas ayudas: el partido gasta durante la campaña sin saber cuánto va a recibir, porque el reparto del dinero viene marcado por los resultados electorales. El truco de los grandes partidos es tirar la casa por la ventana: mejor pasarse de frenada que ahorrarle a las administraciones públicas unos eurillos que podrían estar en sus bolsillos. Pero claro, para eso hace falta pedir un préstamo. De esta forma, las campañas electorales son responsables de buena parte del endeudamiento de estas formaciones, que en 2011 era de más de 275 millones de euros, según el Tribunal de Cuentas, que en varias ocasiones ha intentado poner luz sobre las condonaciones de deuda de las entidades bancarias a los partidos políticos. Sin éxito. Pidió al Banco de España esa información y se la negaron. Pero siguió insistiendo. En su informe sobre las elecciones municipales de 2011,[38] además de criticar que los bocadillos se contabilizaran como gasto electoral, reclamó al Gobierno sanciones para los proveedores y las entidades financieras que trabajan con los partidos políticos y que no colaboran, esto es, que no ofrecen al organismo fiscalizador los datos necesarios para que pueda vigilar si se estaban cumpliendo las leyes. Nada más ni nada menos. De hecho, esa es la principal petición del Tribunal de Cuentas en todos sus informes: señores, cumplan la ley, remitan las cuentas a tiempo y completas. Aunque en muchas ocasiones la imparcialidad del organismo se ha puesto en duda y el considerable retraso acumulado en sus informes ha sido objeto de numerosas críticas, en este asunto hasta el ciudadano más confiado con el funcionamiento de los partidos políticos en España puede suscribir esa exigencia: pedir que se cumpla la ley, como base, no parece fuera de tono. Sobre todo en un país en el que los casos más importantes de corrupción política (léase CiU en el caso Treball, PP con los papeles de Bárcenas, PSOE con FILESA...) están vinculados justo a eso, a la financiación irregular de los partidos. No obstante, por lo que se puede leer informe tras informe, con las mismas peticiones y quejas, parece que sus sugerencias no han tenido mucho efecto. Tampoco ha sido escuchado su reclamo para que el Gobierno ampliara a las fundaciones vinculadas a partidos los límites a las donaciones que rigen a las propias formaciones.


      Excepto Nafarroa Bai y Compromís, todos los partidos con representación parlamentaria cuentan con al menos una fundación asociada. En este caso, el peso de las aportaciones privadas sobre el total del presupuesto sí es relevante: en 2011 recibieron 7,3 millones en donaciones. Aunque el PP ganó las elecciones a finales de año, el aroma a caballo ganador ayudó a FAES a que ciudadanos y empresas le donaran un millón y medio de euros. En el terreno de lo público, las fundaciones de partidos reciben dos grandes líneas de ayudas. La primera, destinada a pagar su funcionamiento (las ayudas por existir, vamos), que se reparten también por escaño y han ido perdiendo fondos durante la crisis, a razón de medio millón al año: de 2,5 millones en 2012 a 1,5 en 2014. En 2015, la ayuda quedó en 1,32 millones. Eso sí, otras partidas del mismo programa y del mismo departamento han sufrido tijeretazos muy superiores. Pero ¿de qué ministerio estamos hablando? De Cultura, estamos hablando de Cultura.[39] No se sorprendan, porque el segundo tipo de ayudas sale del presupuesto de Cooperación Internacional. Su objetivo es la «financiación de actividades de formación, consolidación y difusión del sistema democrático, y de todos sus componentes» en países en desarrollo. Una especie de exportación de los valores democráticos españoles, aunque no quede muy claro si, en realidad, tenemos suficientes excedentes. Esta partida, pese a la crisis, se ha mantenido constante, sin sufrir ni un rasguño que les hiciera perder unos eurillos, desde 2012: 900.000 euros. Y eso, pese a que el recorte en Cooperación Internacional ha sido considerable (un 23,5% en 2013, por ejemplo).


      Con ese dinero el Gobierno ayuda a llevar a cabo proyectos bajo títulos tan abiertos como el «Programa FAES para la promoción de la libertad, la democracia y los derechos humanos en los países en desarrollo» o el «Programa de promoción de la democracia de la Fundación IDEAS». El criterio para la concesión resulta de la multiplicación del número de escaños en Congreso y Senado del partido por una valoración técnica del proyecto presentado. Una valoración de la que solo conocemos el resultado, pero no las razones. Tan opaco como lo que hay detrás de las tarjetas de Suerte de este Monopoly. Con esa cifra en la mano se procede al reparto de bienes. En 2012 se produjo un extraño ejercicio de lealtad entre partidos y el Gobierno del PP otorgó a todos los proyectos presentados la misma puntuación: 95 puntos sobre 100. Bueno, no a todos, la fundación socialista IDEAS se quedó en 90.[40] Pero no se preocupen, es solo un ajuste de cuentas (cutre, si me permiten añadir) entre los dos principales partidos utilizando como arma las subvenciones. En 2011, aunque entonces las notas fueron más variadas, el Gobierno socialista también le puso una nota de 90 a FAES.[41] Punto arriba punto abajo, la fundación vinculada al Partido Popular es, en consonancia con su liderazgo electoral, la que se lleva el grueso de esos 900.000 euros en los últimos años. En 2014, por ejemplo, sumó medio millón. Por su parte, la Fundación Pablo Iglesias, que pasó al equipo titular del PSOE después de que IDEAS pereciera a causa del escándalo de Amy Martin,[*] se llevó 250.000 euros.[42]


      Entre partidos y fundaciones, la suma de dinero público tiene un peso muy importante en los balances económicos de los agentes políticos. Pero la información que los ciudadanos tenemos de sus cuentas no tiene esa misma consistencia. En octubre de 2012 se aprobó una reforma de la ley de financiación de partidos.[43] La mayor parte de las críticas que cosechó durante su debate en el hemiciclo apuntaban al recorte en las ayudas a partidos políticos y, aún más importante, al cambio de sistema para ponerle cifra: si hasta entonces era una cuantía fija, de 82 millones/año, a partir de la entrada en vigor de la norma el Gobierno de turno decidía, vía presupuestos, cuánto iba a repartir cada año. Pero, por encima de todo, y por la necesidad que imponían los titulares que aparecían en prensa día sí y día también, esta reforma se publicitó como la de la mejora de transparencia en la financiación de partidos. Veamos la letra pequeña para comprobar si este envoltorio tenía contenido o no era más que una triquiñuela publicitaria.


      La reforma mantuvo la cuantía de las sanciones a quienes incumplieran la ley (por el momento, todo sigue igual, cero mejoras), pero añadía además algunas pequeñas modificaciones léxicas. Antes, si un partido no presentaba sus cuentas o no estaban completas, el Tribunal de Cuentas podía «suspender» la subvención. A partir de entonces, puede «retenerla». Además, se creó un «periodo de audiencia» al partido investigado antes de iniciar un procedimiento sancionador. En la ley de 2008, vigente hasta entonces, este procedimiento se iniciaba si se encontraban indicios de delito y, siempre a posteriori, el partido tenía 15 días para defenderse o explicarse ante el tribunal. Matices. Pero matices importantes. Otro de los artículos más pregonados fue el que obligaba a los partidos a publicar las cuentas en su página web. Como pasa con la Ley de Transparencia, que también recoge esta obligación, no exige un nivel de detalle suficiente como para poder auditar el funcionamiento de las formaciones. Resultado: échenle un vistazo a esas cuentas publicadas y verán como, en la mayoría de los casos, no pasan de dos folios de cifras generales. Además, los partidos no están obligados a publicar, por ejemplo, la lista de donaciones, ni siquiera las más importantes, que quedan en un asunto privado entre el Tribunal de Cuentas y las formaciones políticas. Mientras sigamos sin saber quiénes son los autores de los grandes regalos (como sí ocurre en otros países como Estados Unidos), va a ser imposible vigilar si se trata de un pago de favores o de una altruista colaboración a la causa. La norma tampoco obliga a publicar las condonaciones de deuda que los bancos, siempre generosos, conceden a las formaciones políticas. Esto no es una teoría de la conspiración. Haberlas, haylas. Si no, ¿por qué iba esta reforma a ponerles límite? En concreto, el máximo que se puede condonar es de 100.000 euros al año.


      La misma norma prohíbe las donaciones de empresas que tengan un «contrato vigente» con las administraciones públicas gobernadas por el partido. Fíjense en el marco temporal e imaginen este ejemplo nacido puramente de la fantasía: empresa X dona medio millón a partido Y. Acto seguido, partido Y, en el Gobierno, concede un contrato público millonario a empresa X. Todo legal. Tiene sus fallos, pero algo es algo. Pese a las recomendaciones del Tribunal de Cuentas, esta prohibición no se aplicó a las fundaciones. Más fácil todavía: empresa X, con contrato vigente con las administraciones públicas, dona medio millón a fundación Z, vinculada al partido Y, en el Gobierno.


      Las de Cultura y Cooperación Internacional son dos líneas de subvenciones exclusivas para fundaciones de partidos, pero estas entidades en ocasiones recogen frutos (menores, eso sí) de otras convocatorias generales, abiertas a todo tipo de asociaciones sin ánimo de lucro. Es el caso de las subvenciones, también a cargo de Cultura, que se conceden para la edición de revistas culturales. Estas ayudas, el único reducto estatal de las antiguas inyecciones a la prensa y que también se vieron afectadas por los recortes,[44] repartieron, en 2014, 930.000 euros entre empresas (630.000) e instituciones sin ánimo de lucro (300.000). Entre estas últimas encontramos a FAES, que recibió 10.600 euros para editar sus Cuadernos de pensamiento político, y la Fundación Pablo Iglesias, que recibió 12.300 para Letra Internacional.[45] No era la primera vez que entraban en el rondo: en 2012 y 2013 también estuvieron en el listado de beneficiarias.


      Las subvenciones vinculadas al fomento de la cultura, como estas, son muchas veces las más comentadas pese a que sus cifras no alcanzan, en la mayoría de los casos, las magnitudes de los números dictados hasta ahora en este capítulo. Y fueron uno de los campos prioritarios en los que arar gasto público. En 2013, por ejemplo, las ayudas al teatro adelgazaron un 13%; aquellas destinadas a colaborar en la edición de libros con «alcance comercial reducido» pero gran valor cultural pasaron de dos millones a uno (de 2012 a 2013); y las subvenciones al cine también vieron reducido su presupuesto. Las más cuantiosas dentro del ámbito del séptimo arte son las ayudas a la amortización de largometrajes, que se entregan una vez las películas han pasado por la gran pantalla. Si en 2011 se repartieron unos 30 millones a 78 cintas, en 2014 fueron 20 a distribuir entre 25. Estas subvenciones tienen dos patas: la ayuda general, que consiste en un 15% de lo recaudado en taquilla; y la ayuda complementaria, que da puntos (a razón de 1.000 euros el punto) si la cinta ha ido a festivales, si se trata de un documental, si la productora es independiente o, aquí está la clave, por inversión del productor. Este último baremo puede sumar hasta 120 puntos. Al contrario de lo que pasa con las ayudas a la edición de libros, en las que la finalidad es dar un empujón a obras con poco tirón pero mucho valor, en este caso las más taquilleras y con mayores presupuestos se llevan los premios gordos. Es como repartir ayudas a bestsellers. De esta forma, el reparto que se realizó en 2014 estuvo liderado por películas como Mientras duermes (1,7 millones), XP3D (1,5), Promoción fantasma (1,48) o Copito de nieve (1,37).[46] Más a quien más tiene.


      De la cultura a la educación. En muchos casos, aunque el recorte del presupuesto es importante, también lo es el enfoque: ¿a qué y cómo destinamos el dinero para conseguir un fin concreto? En 2011, el Gobierno gastó 51 millones en becas para aprender inglés en el extranjero. En 2012, las ayudas a esos viajes de inmersión lingüística cayeron a la mitad. Pero el cambio radical llegó en 2013, cuando el ministro Wert las suprimió para centrar la estrategia de mejora del inglés de los alumnos españoles en una especie de inmersión simulada, un «pueblo inglés» en España. El presupuesto, claro, era mucho menor: dos millones, 1,8 a cargo del Estado y 200.000 euros de los propios estudiantes.[47] Este proyecto, nacido en 2011 como prueba piloto de la mano de Zapatero, se acabó convirtiendo en la única opción posible, con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, para aprender inglés practicándolo. Wert también fue responsable de la supresión total de las ayudas para la compra de libros de texto, que el Estado transfería a las comunidades dependiendo de la tasa de riesgo de pobreza y de los alumnos matriculados. Antes de eliminarlas, les dio una estocada previa hasta dejarlas en 20 millones en 2013 (12 menos que el año anterior). Llegaron a 600.000 alumnos con una media de 34,21 euros por cabeza. En los presupuestos de 2014 ya no aparecieron.


      A veces la jugada de los recortes, para beneficio de los receptores de ayudas, no acaba de salir bien. El protagonista de esta historia es el mismo, el ministro Wert, que en 2013 decidió, sin aviso previo, incluir una condición extra en la convocatoria de las becas Erasmus: solo podían acceder a ellas aquellos que hubieran disfrutado de beca de carácter general el año anterior.[48] Como el número de beneficiarios, de esta forma, se reducía considerablemente, hizo crecer las ayudas de 185 euros al mes a 233.[49] Pese a ese aumento y gracias a la nueva condición para participar, el ahorro para su ministerio era considerable: el gasto se quedaba en poco más de 14 millones. O eso creía él entonces. La decisión, tomada casi a escondidas, con el curso en marcha y sin debate previo, provocó un enorme revuelo cuando salió a la luz. Tanto que hasta las juventudes del propio PP dieron un paso al frente para criticar la decisión. Y el Gobierno tuvo que dar marcha atrás, aunque fuera de forma parcial, e incluir en el curso en vigor (2013-2014) a los alumnos sin beca de carácter general en la convocatoria y por la misma cuantía que en el curso anterior: 100 euros al mes. Así, emitió una nueva convocatoria a sumar a la anterior, que acabó repartiendo unos 22,65 millones de euros.[50] En total, el ministerio gastó casi 37 millones, una cantidad superior a los 36 del anterior, y el recorte planificado por el ministro no tuvo efecto. Eso sí, en el siguiente curso sí se hizo efectivo y los alumnos sin beca general que se fueron de Erasmus en 2014-2015 no tuvieron ayuda estatal.


      Aunque el hachazo importante a la sanidad española vino de la mano de los recortes presupuestarios en las comunidades autónomas, que tienen transferidas las competencias, algunas subvenciones dependientes directamente del Gobierno también perdieron posibles. En pleno mes de julio de 2012, el Gobierno de Rajoy aprobó un Real Decreto Ley de «medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad»[51] en el que, una vez más, cabía casi de todo. Entre el popurrí de medidas tomadas desde el Gobierno, con rango de ley pero sin pasar por las Cortes (más allá del refrendo posterior y esquivando el debate parlamentario), se encontraba un 13% de tijeretazo a las ayudas a la dependencia, creadas por el ejecutivo anterior. Junto a ese recorte puro también se coló un agravio directo a la figura de los cuidadores no profesionales, esto es, los familiares que podían cobrar una pequeña paga por hacerse cargo de las personas dependientes. Hasta entonces, el Estado se hacía cargo de su cotización a la Seguridad Social. A partir del 1 de enero de 2013, se la tenían que pagar de su bolsillo. Y es que a veces no hace falta rebajar la cuantía de ayudas directas para recortar una subvención. Los retrasos en el reconocimiento del grado de dependencia (que, en ocasiones, llegaban incluso cuando el beneficiario ya había fallecido) y el aumento de las condiciones para obtenerlo lograron el mismo objetivo que un tijeretazo directo en la cuantía: menos beneficiarios, menos gasto. Las cuentas de 2012[52] del Instituto de Mayores y Servicios Sociales, además del recorte directo, muestran que hubo menos beneficiarios (751.364) de las ayudas de nivel mínimo a la dependencia de los esperados (790.000). La causa: el «descenso en los nuevos reconocimientos» por parte de las comunidades autónomas.


      Más recortes sanitarios. Los programas de prevención y control del sida cayeron a poco más de un millón de euros en 2013, cifra que los colocaba en niveles de 2004 y muy lejana de los más de cuatro millones de 2007 y 2008. Incluso en áreas en las que España podía fardar ante la comunidad internacional de su liderazgo (no son tantas, hay que aprovecharlas), llegó el tijeretazo. Las ayudas a trasplantes, destinadas a apoyar a los centros hospitalarios que los realicen (a tanto por cada uno de ellos) y a fomentar la investigación, la mejora del proceso y la formación de los profesionales sobre el tema, perdieron un 20% en 2013. No todas las subvenciones que reciben los distintos jugadores recibieron el mismo trato.
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      PUERTAS GIRATORIAS


      


      


      


      Las subvenciones para fomentar el trasplante de órganos forman parte del gasto del Gobierno en sanidad, que ha ido recortándose en los últimos años, de los más de 5.000 millones de euros en 2010 hasta llegar de forma progresiva a 3.900 en el presupuesto de 2015.[1] ¡Ajá! ¡Los famosos recortes! Pues no. O al menos no los más importantes. De hecho, esta partida abarca los servicios médicos del Ejército, la seguridad alimentaria o los gastos del ministerio, pero ahí no está la chicha de la sanidad pública (léase hospitales y nóminas de médicos). Si fuera así, el gasto sería de poco más de 80 euros por español. Una birria, vamos. Si queremos analizar los recortes con más peso toca escarbar en los presupuestos de las comunidades autónomas, que son quienes tienen transferidas las competencias en sanidad y educación. Parece básico —y lo es—, pero muchas veces —demasiadas— se olvida a la hora de hacer cuentas y aparecen titulares alarmistas que juegan a lo loco a las comparativas: «El gasto en Defensa es superior al de Sanidad y Educación juntos»;[2] «Hemos gastado más en Calatrava que en Educación».[3]


      Toca analizar, pues, la suma del gasto en sanidad de todas las comunidades autónomas. Desde las cuentas de 2010 (más de 59.000 millones de euros), la cifra ha ido cayendo hasta los 53.000 millones de 2013, lo que las deja en un coste presupuestado por cabeza de 1.128 euros (esta cifra encaja mejor, ¿verdad?). Pero eso es solo una media. De hecho, la disparidad entre ellas es considerable. Una de las que siempre se mueve por debajo de ese umbral es la Comunidad de Madrid, que en 2013 presupuestó un gasto sanitario de 1.088 euros por madrileño (diez euros menos per cápita que en el año anterior). Entre recortes, copagos extra, el fallido euro por receta, los profesionales sanitarios en pie de guerra y las privatizaciones (aquí queríamos llegar), la Consejería de Sanidad de Madrid se ha convertido en protagonista polémica de manifestaciones y portadas.


      Manuel Lamela es un animal adaptativo y a estas alturas ya sabemos que tenemos mucho que aprender de él si queremos llegar a ser alguien en este juego. Cuando Esperanza Aguirre le llamó para ser su consejero de Sanidad, ya había ocupado altos cargos en la AEAT, el Ministerio de Agricultura y el de Economía y Hacienda,[4] en este último caso como jefe de gabinete de Rato. Ejerció el cargo de 2003 a 2007 y, tras una breve estancia en la Consejería de Transportes e Infraestructuras, salió por la puerta (giratoria, en este caso) y saltó al sector privado. Pero nunca cortó del todo el cordón umbilical con lo público.


      En un mismo domicilio y tras un mismo teléfono de contacto están registradas tres empresas (BAPP, Farmapartners y Madrid Medical Destination) y una fundación (LAFER). Lamela preside todas ellas.[5] Su primer pinito fuera del abrigo público fue la Fundación LAFER, una institución sin ánimo de lucro dedicada a la formación en asuntos sanitarios y agroalimentarios que ha realizado, entre otros, proyectos subvencionados por el Plan Avanza.[6] Entre los consejeros de la fundación abundan expolíticos de varias administraciones públicas, como Josep Piqué y Eduardo Zaplana. En 2009 fundó una empresa-empresa, esta sí con ánimo de lucro y también con vínculos sanitarios: Business Assessment Projects and Plans (BAPP). Bajo ese título tan abierto a interpretaciones como, permítanme la licencia, lleno de humo, se esconde la empresa que ha recibido, por ejemplo, un contrato público para definir el modelo de gestión privada del hospital comarcal de Melilla.[7] Desde el exterior, aunque ya no tuviera sobre el papel poder de decisión directo, seguía promoviendo la privatización de la sanidad pública.


      El negocio crecía y Lamela iba sumando a su cartera particular tarjetas de propiedad del Monopoly. En 2011, creó Madrid Medical Destination. El objetivo de la sociedad consiste en atraer a la sanidad privada madrileña a enfermos con altos recursos y facilitarles, tanto a ellos como a sus familiares, la estancia en la capital. En 2013 fundó Farmapartners (una asesoría para oficinas de farmacia). Todas estas sociedades tienen en común, además de múltiples consejeros que se repiten y que Lamela se llevó consigo tras su paso por ministerios y consejerías, su vinculación con el sector sanitario y, en menor medida, agroalimentario, los dos ámbitos a los que se dedicó, y de los que aprendió y donde atesoró una gruesa agenda de contactos durante su etapa en la Administración Pública. Su formación anterior no tiene nada que ver: es abogado del Estado.[8]


      En paralelo a la creación de todo este entramado empresarial, Lamela llevaba a rastras un recuerdo de su paso por la Consejería de Madrid: estuvo imputado por cohecho y prevaricación después de que el juzgado admitiera a trámite[9] una querella contra él de la Asociación de Facultativos Especialistas de Madrid (AFEM) por irregularidades en el proceso de privatización de varios hospitales de Madrid. Tal y como narra el auto, durante su época como consejero de Sanidad adjudicó por 270 millones de euros la gestión del Hospital del Tajo (situado en Aranjuez) a una empresa, Assignia Infraestructuras, de la que luego pasó a ser consejero. De hecho, mantuvo el cargo —imputación mediante— hasta octubre de 2013.


      En esa querella no está solo. Le acompaña Juan José Güemes, su sucesor en la Consejería de Sanidad, marido de Andrea «Que se jodan» Fabra y yerno de Carlos Fabra, dueño y señor de la provincia de Castellón durante casi dos décadas, que ingresó en prisión en diciembre de 2014 por estafa a Hacienda (aunque está imputado en otros casos por varios delitos). Güemes estuvo en el cargo hasta 2010. Dos años después fichó[10] por Unilabs (United Laboratories España, S.A.) como consejero, una empresa vinculada, claro está, al ámbito sanitario. Güemes es licenciado en Económicas. Poco después del desembarco del exconsejero, la firma compró[11] buena parte de la UTE encargada de los análisis clínicos de seis hospitales madrileños y desde entonces se encarga de ese contrato público. ¿Adivinan quién privatizó esos análisis y firmó el contrato, de unos 124 millones de euros? Exacto, el propio Güemes.[12] En abril de 2013 dejó el cargo en Unilabs.[13]


      En este caso, al contrario que Lamela, el exconsejero ha preferido diversificar sus líneas de negocio y saltar de casilla en casilla. Además de ser administrador mancomunado de Orvault Investment,[14] una sociedad limitada destinada al «comercio al por mayor, menor, importación, exportación y fabricación de todo tipo de artículos de regalo, artículos electrónicos y eléctricos», es dueño de una consultoría llamada Colomera Ventures.[15] Para completar la macedonia, fue consejero de Zinka Entertaintment, la empresa de animación creadora de Pocoyó. El 11 de octubre de 2013, Güemes saltó del barco en pleno naufragio.[16] Solo 20 días después, la empresa presentó[17] concurso de acreedores, pese a haber recibido varias subvenciones públicas, la última solo unos meses antes (en enero), de 2,4 millones de euros.[18]


      


      


      LAS PUERTAS DEL SALOON, DE ENTRADA Y DE SALIDA


      


      Sí, estamos hablando de las famosas puertas giratorias (herencia de la expresión inglesa revolving doors) o, lo que es lo mismo, del flujo profesional entre lo público y lo privado de determinados altos cargos que a veces, solo a veces, puede resultar conflictivo. Imaginemos (por imaginar que no quede) que un médico acaba siendo ministro de Sanidad. ¿Qué problema hay si cuando acaba su mandato vuelve a ejercer en un hospital, por ejemplo? Ninguno. ¿Y si del hospital vuelve a otro cargo público? De nuevo, ninguno. Pero si deja el ministerio para montar una clínica privada que se acaba haciendo cargo de contratos públicos otorgados por su mismo partido la cosa se pone, como mínimo, sospechosa. En ocasiones, como pasó con los dos exconsejeros de Sanidad madrileños, el giro de las puertas se queda en el mismo sector, aunque no tuvieran conocimientos previos sobre la materia: llegan sin experiencia a lo público[*] pero salen con ella hacia lo privado y lo hacen en empresas a las que previamente han concedido contratos. En otros casos, no importa de dónde vengas o qué cargos hayas tenido, siempre que hayan sido de peso y tu red de influencia —muy valorada por las grandes empresas— bien valga un buen sueldo de consejero. Así, vengas del sector que vengas, siempre puedes acabar en una eléctrica.


      Es razonable pensar que, por el volumen y la expansión internacional de las empresas vinculadas con la energía, los contactos de primer nivel en todo el mundo de expresidentes y exministros les vienen de perlas. Queda a valoración del lector cómo de lícito es usar esos contactos para esos menesteres, un asunto cargado de subjetividad. Pero también es razonable —y esto pasa al terreno de lo objetivo— que la estrecha vinculación con lo público de estas compañías (decisiones políticas como la regulación del déficit de tarifa o las primas a las renovables tienen un impacto de miles de millones en sus balances y cuentas de resultados anuales) obliga a vigilar con lupa cada uno de esos nombramientos. Y sus tiempos.


      En la cúspide de estos fichajes están, claro, los expresidentes. A finales de 2010, Gas Natural anunciaba el nombramiento de Felipe González como consejero.[19] En enero de 2014, el socialista adelantó, durante la presentación de uno de sus libros, que iba a dejar el cargo por aburrimiento,[20] pero a fecha de cierre de este libro aún sigue ahí. ¿La razón? La primera junta general de accionistas tras sus declaraciones se celebró el 11 de abril, tres días antes de que acabara de forma oficial su mandato. Y Felipe González no tenía intención de dimitir, sino de esperar a que expirara por sí solo, así que se quedó en la silla hasta, al menos, la siguiente junta. José María Aznar, por su parte, estaría contratado en Endesa como asesor externo desde más o menos las mismas fechas. Sí, estaría. El condicional no debería ser un tiempo verbal del periodismo, pero el hecho de que no exista un documento oficial que avale ese nombramiento más allá de las declaraciones de la empresa que recogen los medios de comunicación, sin fuentes con nombre ni apellidos, me obliga a ponerlo en cuarentena. No por desconfianza (¡Dios me libre!), sino por una malsana devoción por el rigor. Sin documentos oficiales, no sabemos cuándo fichó y cuándo cesó. Y los tiempos, veremos, son esenciales.


      En las eléctricas no hay trincheras políticas que valgan. Todas las grandes firmas del sector cuentan con consejeros de alto nivel llegados directamente de las filas de ambos partidos, PP y PSOE. Al menos, uno de cada, y todos contentos. Incluso, en algunas ocasiones, cuentan con destacados dirigentes de otros partidos, como es el caso de Miquel Roca Junyent, histórico de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC) y que es, desde 2009, consejero de Endesa.[21]


      Así, en Iberdrola encontramos a Ángel Acebes (PP; exministro y exsecretario general del partido) como consejero desde 2009[22] y a Manuel Marín (PSOE; presidente del Congreso durante la primera legislatura de Zapatero) como presidente[23] de la fundación asociada a la eléctrica. En Endesa, por su parte, tuvimos a Luis de Guindos (PP; ministro de Economía de Rajoy, que presentó su dimisión en la eléctrica el mismo día que tomó posesión).[24] No era el único consejo de administración en el que estaba sentado cuando fue llamado a ser ministro, ya que desde mayo de 2009 era consejero de Unidad Editorial, la empresa editora de El Mundo. De hecho, no dimitió de ese cargo hasta finales de abril de 2012[25] y durante cuatro meses compaginó la silla con el ministerio. Y tenemos a Pedro Solbes (PSOE; ministro de Felipe González y Zapatero), que es consejero de Enel desde mayo de 2011,[26] la compañía italiana propietaria del 92,06% de Endesa.


      Las fechas son importantes. La ley que regula los conflictos de intereses[27] prohíbe, en su artículo octavo, que, durante dos años, los ex altos cargos y exmiembros del Gobierno presten sus servicios en empresas «relacionadas directamente con las competencias del cargo desempeñado». ¿Y eso qué significa exactamente? ¿Cómo distingue la ley a las empresas que considera relacionadas con su función pública anterior? Son aquellas a las que les afectaran las resoluciones dictadas por el ex alto cargo de forma directa (si un ministro ha tenido competencias en energía, casi seguro que en cuatro años ha firmado alguna); o, y ahí está la clave, tomadas en «sesiones de órganos colegiados» en las que hubiera intervenido ese alto cargo. Si sumamos la cantidad de decisiones políticas vinculadas a la energía que se toman en cada legislatura al hecho de que el Consejo de Ministros es un órgano colegiado, ya tenemos una conclusión: todos los ministros españoles tienen que respetar ese periodo de enfriamiento antes de pasar a nómina de una compañía eléctrica. Las fechas de Solbes cuadran a la perfección. Dejó de ser ministro en abril de 2009 y fichó por Enel en mayo de 2011: dos años y unos días de margen, por si las moscas.


      Quien no tuvo en cuenta el calendario con tanta precisión fue su compañera en el Gobierno de Zapatero Elena Salgado, que fichó por Chilectra[28] (la filial de Endesa en Chile) solo unos pocos meses después de dejar el Gobierno.[*] El hecho de que no trabajara directamente para la empresa española creó una de esas situaciones limítrofes con la legislación en la mano: ¿incumplía la ley de incompatibilidades? En estos casos dudosos, el organismo encargado de decidir si aprobar o no la actividad es la Oficina de Conflicto de Intereses, dependiente del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, que finalmente dio el visto bueno a Salgado. El portal de transparencia inaugurado en diciembre de 2014, en paralelo a la entrada en vigor de la ley del mismo ámbito, incluye la lista de autorizaciones concedidas a ex altos cargos durante ese año: 16[29] (cinco de ellas a una sola persona, Borja Adsuara, exdirector de Red.es). Se hace difícil de entender que solo 11 personas pidieran o recibieran ese visto bueno. Por desgracia, este escueto listado no incluye información imprescindible para entender este fenómeno: a quiénes se les denegó la autorización y qué argumentan los informes que tomaron la decisión en uno o en otro sentido. Así, seguimos sin saber las razones que llevaron a este organismo a permitir casos como el de Salgado en Chilectra.


      En Abengoa, encontramos a Josep Borrell[30] (PSOE; exministro y expresidente del Parlamento Europeo), que fichó por la empresa en julio de 2009; y a Ricardo Martínez Rico, que no fue ministro pero sí secretario de Estado durante el Gobierno de Aznar.


      En la mayoría de estos casos, las puertas de lo público se abrieron para recibir, ya en el terreno de lo privado, a todos estos exconsejeros, exministros, expresidentes... y su mochila adquirida (cargada de experiencia pero, sobre todo, de contactos de gran valor). Pero las puertas giratorias son de doble dirección, lo mismo se sale que se entra; o se entra, se sale y se vuelve a entrar, en movimientos sincronizados al hecho de que tu partido esté gobernando o en la oposición, como pasó con el ya mencionado Luis de Guindos o con Cristóbal Montoro.


      Pero para contar la historia de Montoro necesitamos recuperar, de unas líneas más arriba, el nombre de su compañero inseparable durante estos últimos años, Ricardo Martínez Rico. La primera vez que el ministro tomó posesión de la cartera de Hacienda, en el año 2000, nombró a Martínez Rico[31] director de su gabinete. En tres años se ganó su aprecio y le ascendió a secretario de Estado.[32] Pero llegó 2004 y con él las elecciones generales y el cambio de color en el Gobierno, y ambos cerraron esa etapa. Que lo que lo público ha unido no lo separe lo privado. Un par de años después, cuando Montoro era aún eurodiputado, montaron una asesoría: Montoro y Asociados. Su carrera como socios duró poco, ya que en solo unos meses el exministro dejó la empresa[33] para regresar a la primera línea política. La asesoría, que pasó a llamarse Equipo Económico, perdía así el apellido del logo pero no del equipo: Ricardo Montoro,[*] hermano del ministro, pasaba a ocupar su lugar en el consejo.


      En 2011 el PP recupera el poder y Cristóbal Montoro el Ministerio de Hacienda. De nuevo, tiene que decidir qué persona de su confianza se va a convertir en su jefe de gabinete. Por aquel entonces, Ricardo Martínez Rico dirigía la asesoría y era, a su vez, consejero de Abengoa. ¿Restauraría Montoro a su socio en el cargo? No lo hizo, pero siguió jugando a Las Familias y fichó a Felipe,[34] de apellidos Martínez Rico, hermano de su socio.


      ¿Y qué tiene que ver todo esto con las puertas giratorias y los conflictos de interés? Por el lado de los Martínez Rico, el hecho de que un consejero de Abengoa sea hermano del jefe de gabinete del ministro de Hacienda tiene una implicación directa: Felipe Martínez Rico tiene obligación legal de abstenerse en la toma de decisiones que afecten a asuntos vinculados con la energía. Lo dice la ley: «Quienes desempeñen un alto cargo vienen obligados a inhibirse del conocimiento de los asuntos en cuyo despacho hubieran intervenido o que interesen a empresas o sociedades en cuya dirección, asesoramiento o administración hubieran tenido alguna parte ellos, su cónyuge o persona con quien conviva en análoga relación de afectividad, o familiar dentro del segundo grado [ahí entran los hermanos] y en los dos años anteriores a su toma de posesión como cargo público» (artículo 7).


      Por el lado de los Montoro, el asunto es algo más complejo. En pleno debate sobre la reforma del mercado eléctrico y entre los clásicos rumores de la prensa política que colocaban en dos esquinas del ring a Montoro (Hacienda) y a Soria (Industria, Energía y Turismo) con opiniones opuestas sobre el asunto, el medio económico Bloomberg publicaba un artículo[35] en el que insinuaba que Cristóbal Montoro tendría vínculos con empresas energéticas —en concreto, con Abengoa— y que, por tanto, la ley le obligaría a abstenerse de participar en la decisión, como acabamos de ver. Y sí, por desgracia, volvemos a los condicionales. El periodista citaba entonces a fuentes internas y anónimas de Equipo Económico que aseguraban que la empresa energética era uno de sus clientes. Con su hermano, Ricardo Montoro, como consejero de la asesoría, el conflicto de intereses estaría (condicionales, condicionales) servido. Pero ¿es Abengoa cliente de Equipo Económico? Imposible saberlo. La firma no publica quiénes son sus clientes y lo cierto es que no está obligada a hacerlo. De hecho, si el hermano de Montoro, o su exsocio, se reunieran con él en el despacho del ministerio para intentar influir sobre alguna norma que estuviera debatiendo el Gobierno, tampoco tendríamos derecho a saberlo.


      En España, al contrario que en democracias más transparentes como Reino Unido o Estados Unidos, el lobby no está regulado y no existe un registro público de grupos de interés que muestre a qué empresas representan y con qué altos cargos se reúnen. De hecho, una buena parte de las agendas de trabajo de altos cargos y miembros del Gobierno, más allá de los actos públicos o institucionales y de ciertas reuniones que sí conviene publicitar, es secreta. Y todo apunta a que seguirá siendo así: con la Ley de Transparencia y Buen Gobierno, aprobada en diciembre de 2013 y que excluyó de su articulado la regulación de los lobbies,[*] se perdió esa oportunidad. Además, teniendo en cuenta las palabras con las que Mariano Rajoy habló de sus «reuniones discretas», como algo positivo, no parece que entre nuestros gobernantes haya interés real por eliminar la opacidad que rodea el proceso de toma de decisiones.


      Aunque no sepamos quiénes son los clientes de Equipo Económico, la respuesta que dio Cristóbal Montoro al periodista de Bloomberg, además de aceptar implícitamente el vínculo entre ambas empresas, es muy relevante: «No existe conflicto de intereses porque no hemos cambiado ninguna norma que afecte a la fiscalidad de la energía». Y, en ese momento, era cierto. Pero solo un mes después el Gobierno remitía a las Cortes un Proyecto de Ley de medidas fiscales para la sostenibilidad energética, que se convirtió en ley el 27 de diciembre de ese mismo año.[36] Justo un día antes, el 26, Ricardo Montoro, su hermano, dejaba de ser consejero de Equipo Económico.[37]


      


      


      CAÑETE EN ESPAÑA, CAÑETE EN EUROPA


      


      La historia de Miguel Arias Cañete, ministro de Agricultura en dos legislaturas (la segunda de Aznar y la primera de Rajoy) y comisario europeo de Acción Climática y Energía desde 2014, se escribe a través de sus registros de actividades, ese documento que, para evitar conflictos de intereses, recoge las ocupaciones pasadas y presentes de diputados, senadores y altos cargos. Las buscamos en la página web del Congreso (fue diputado en tres legislaturas distintas). Nada. Probamos en la del Senado (también fue senador). Nada. Han desaparecido, como las de todos los diputados y senadores que ya no ocupan escaño. Ambas cámaras publican las declaraciones de actividades y de bienes exclusivamente mientras dura el mandato. Cuando se dan de baja, sus intereses desaparecen del escrutinio público. Así, es imposible comparar, por ejemplo, declaraciones de bienes de un diputado en activo con la de una legislatura anterior para saber si se han enriquecido durante su paso por lo público y cómo. También es imposible recuperar esos documentos cuando un exsenador, como pasó con Luis Bárcenas,[38] pasa a ocupar portadas y portadas precisamente por las dudas sobre la procedencia de sus bienes. La memoria de la transparencia es de corto plazo.


      La norma que avala este borrado es un acuerdo[39] que firmaron las mesas de Congreso y Senado en 2009: una vez finalizado el mandato, los registros de actividades de diputados y senadores dejan de ser públicos. La única vía oficial para acceder a ellos es un proceso lleno de trabas burocráticas que culmina en lo que se conoce como un «procedimiento de exhibición personal»: el interesado debe razonar su interés por los datos[*] y, si la Mesa lo autoriza, podrá ver el documento ante la presencia de un funcionario y tomar notas, pero nunca realizar fotocopias o fotografías.[*] Facilísimo.


      Menos mal que en ocasiones encontramos atajos por los que recorrer un camino vetado de forma oficial. En 2011, cuando se hicieron públicas por primera vez, el diario El País descargó y publicó los bienes y actividades que senadores y diputados[40] habían declarado en 2008, a principio de legislatura. Por entonces el valor de esos datos era bastante limitado, ya que la misma información estaba disponible en las webs de Congreso y Senado. Pero, con el tiempo, desaparecida la fuente oficial, se han convertido en un documento que cotiza al alza. Y gracias a ellos podemos arrancar esta historia con la declaración de actividades de Arias Cañete de 2008.


      Además de declarar que era, de forma simultánea al escaño, consejero de una inmobiliaria (Bami Newco) y miembro del Consejo Asesor de una firma de cazatalentos donde no ejercía,[*] comunicó que presidía Petrolífera Ducar, una empresa dedicada al almacenamiento, compraventa y distribución de combustibles líquidos y sus derivados en Ceuta y Melilla. Y añadía: «Dicha compañía no tiene ninguna relación con el sector público ni directa ni indirectamente». El BOE, como un detector administrativo de mentiras, le corrige:[41] la Autoridad Portuaria de Ceuta había prorrogado poco antes el plazo de una concesión administrativa para el almacenamiento y suministro de combustibles a buques en el dominio público a la empresa de Arias Cañete. Hasta 2020, Ducar podía seguir trabajando ahí a cambio del pago de tasas por el uso de ese espacio. Esa relación con lo público puede no tener ninguna influencia sobre la labor de Cañete como diputado, pero existe.


      Cambiamos de legislatura (finales de 2011) y contamos con una nueva declaración de actividades para poder seguir narrando esta historia.[42] Ahora ya no es un diputado raso, sino ministro de Agricultura, Alimentación y, ¡ojo!, Medio Ambiente, así que las exigencias son más estrictas. La ley de conflictos de intereses establece que los ministros están obligados a mantener dedicación exclusiva al cargo, con algunas excepciones muy concretas,[43] y que, en todo caso, no pueden cobrar más nóminas que la que firma el Gobierno. Así las cosas, Cañete tuvo que abandonar su carrera como tertuliano (en Intereconomía y la Cadena Cope), dimitir como consejero de la inmobiliaria y, lo que es más importante, como presidente de Ducar y Petrologis, una escisión de la primera ubicada en Canarias. Le sustituyó al frente de ambas empresas Miguel Domecq Solís,[44] su cuñado.


      Aun así, la ley (artículo 7) le obliga a abstenerse, durante dos años, en asuntos que puedan tener alguna relación con esas empresas en las que participó. Ese periodo de cautela no finalizó a los dos años, puesto que la normativa también incluye en el veto a firmas en las que participen familiares de hasta segundo grado. Su hijo, Miguel Arias Domecq, fue nombrado consejero en ambas compañías a finales de 2013.[45] Como el proceso de inhibición queda resguardado en los procesos internos de lo público, no podemos saber si el entonces ministro cumplió la norma a rajatabla.


      En esa declaración de actividades volvió a insistir en que Ducar no tenía ninguna relación, ni directa ni indirecta, con el sector público, pero se abstuvo de añadir esa coletilla a Petrologis Canarias. E hizo bien, porque otro boletín oficial, esta vez el de la provincia de Las Palmas, le habría desmentido de nuevo: la empresa recibió, cuando él aún era presidente, una adjudicación[46] para suministrar gasóleo a las instalaciones del instituto insular de deportes de Gran Canaria por 41.000 euros.


      En 2014, Arias Cañete llegó a Europa[*] y la cosa se puso seria. Tras las elecciones, presentó su primera declaración de intereses económicos como eurodiputado.[47] El periodo reflejado es algo superior al español, ya que el Parlamento Europeo exige dar cuenta de las actividades de los últimos tres años. Además, reclama datos que la legislación española no considera necesarios. Estábamos en el mes de junio y el ya exministro declaró haber cobrado entre 500 y 1.000 euros al mes durante su etapa como presidente de Ducar y Petrologis y que, en el momento de tomar posesión de su escaño, poseía el 2,5% de las acciones de cada una de esas empresas. Además, afirmaba que, «durante el ejercicio de su mandato», planeaba continuar con la abogacía, que le reportaba entre 5.000 y 10.000 euros brutos mensuales.


      En septiembre, su nombre ya estaba en la lista de Juncker para ser uno de los nuevos comisarios europeos. Y, por lo tanto, tenía que pasar por un examen aún más exigente (los tres años sobre los que deben rendir cuentas los eurodiputados se convierten en diez). El día 19 de ese mes presentó su declaración de intereses como comisario,[48] en la que informaba que solo un día antes había vendido sus acciones en las dos empresas vinculadas al petróleo (valoradas en más de 400.000 euros) y que poseía participaciones poco significativas en BBVA, Banco Santander y Mapfre. Nótese que, hasta ahora, había sido ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y mantenido esas participaciones en ambas empresas dedicadas al petróleo sin problema. Además, incluye en el documento la actividad de su esposa, vinculada al sector agrícola, tal y como marca el Código de Conducta para los Comisarios,[49] que además aclara que «no deben tratar asuntos en los que tengan intereses financieros o familiares».


      Con estos nuevos datos sobre la mesa, tuvo que modificar su declaración inicial como eurodiputado. Y lo hizo poco después, el 30 de septiembre. Ya no aparecían[50] sus acciones de las petroleras ni su participación en el patronato de FAES. Además, añadía un cargo anterior que se le había escapado en el documento oficial: el cobro de entre 1.000 y 5.000 euros mensuales brutos como presidente del Comité Electoral Nacional del PP.


      Pese a los esfuerzos por desligarse de su pasado empresarial, su relación con empresas dedicadas al petróleo, vinculado al hecho de que iba a ser nombrado comisario de Acción Climática y Energía, sembró dudas entre varios eurodiputados. En su primera intervención para pasar el examen de la Cámara y convertirse en comisario, quiso despejarlas: «Ni yo ni mi familia directa tenemos vínculo alguno con estas empresas. En este sentido, he ido más allá de lo que exige la normativa vigente».[51] Su cuñado no es un familiar directo en el sentido estricto del término, es cierto, pero ¿y su hijo? Según fuentes del partido, que los medios replicaron entonces, había dimitido como consejero de ambas empresas. ¿Era así? Vistos los antecedentes, necesitaba un documento oficial para darlo por cierto, así que lo reclamé al Parlamento Europeo. En noviembre, después de insistir en varias ocasiones, el organismo respondió a una solicitud de información[52] y envió los certificados presentados por el exministro, en los que las empresas aseguran que su hijo presentó la dimisión el 1 de septiembre. Hasta entonces había ejercido, pese al cargo de su padre como ministro. Pero eso era en España. En Europa las cosas se pusieron serias.


      


      


      EL ESCARNIO PÚBLICO COMO SANCIÓN


      


      Pero volvamos a España y a la norma que debe poner coto a las injerencias de lo privado en lo público vía puertas giratorias: la ley de conflictos de intereses. ¿Qué pasa si alguien la incumple? En el caso de que el Gobierno, encargado de dirimir estas cuestiones, considere que se trata de una infracción muy grave —presentación de declaraciones de actividad con datos o documentos falsos, incumplimiento de las normas de incompatibilidad...—, la sanción a aplicar pasa por su publicación en el BOE, la destitución (si sigue en el cargo), devolver el dinero percibido indebidamente (si lo hubiera) y la prohibición de ser nombrado alto cargo por un periodo de entre cinco y diez años. Esa fue la multa que recibió Olga García Frey, directora del Instituto de Crédito Oficial (ICO) durante los últimos años del Gobierno de Zapatero. En febrero de 2013, el boletín publicaba su sanción,[53] pero no especificaba cuál de las prohibiciones de incompatibilidad se había saltado.


      Entre las muy graves, como esta, se incluyen dos tipos, las que se infringen durante el ejercicio del cargo y las que se pueden incumplir después. Entre las primeras se encuentra presentar datos o documentos falsos en sus declaraciones de actividades o bienes, no inhibirse en decisiones que estén vinculadas a una empresa en la que participó, incumplir la dedicación exclusiva y tener participaciones de más del 10% en firmas que tengan conciertos, contratos o subvenciones con la Administración General del Estado. Justo antes de dirigir el ICO, García Frey era consultora senior en PriceWaterhouseCoopers (PwC). Cuando no llevaba ni dos meses en el cargo, la consultora fue la adjudicataria del primero de los muchos contratos que le llegarían desde el ICO, valorado en más de 600.000 euros y por adjudicación directa.[54]


      Las infracciones muy graves que se pueden cometer tras el paso por lo público, por su parte, incluyen saltarse la prohibición, durante los dos años siguientes al cese, de trabajar en empresas privadas directamente relacionadas con sus responsabilidades en lo público.[*] La multa a la exdirectora del ICO suponía un barbecho de siete años para ser nombrada alto cargo, un veto que solo aplica a la Administración General del Estado. De hecho, pocas semanas después de su cese fue nombrada directora de la delegación en Madrid de ACCIÓ,[55] una agencia de apoyo empresarial adscrita a la Generalitat de Catalunya.


      La misma sanción, también muy grave, también sin especificar y también de siete años de veto, fue la que se impuso unos meses después a José Enrique Gómez Espinar,[56] que había sido consejero delegado de la Empresa Nacional de Innovación (ENISA), entre diciembre de 2009 y marzo de 2012. Algunas pistas (no concluyentes en absoluto): antes de ser nombrado, Gómez era director de Banca Corporativa en Caixa Geral. Tras el cese, ejerce de inversor privado y promotor de startups.[57]


      Entre las sanciones inmediatamente inferiores, las graves, la ley contempla la no declaración de bienes y actividades —pese a haber recibido avisos para su presentación— y la omisión deliberada de datos y documentos obligatorios. Nótese que sale mucho más barato esquivar la obligación de presentar la declaración de actividades (falta grave) que presentarla con datos falsos (falta muy grave). Así que si ha seguido hasta aquí los pasos de esta guía con éxito, es nombrado alto cargo y tiene dudas sobre la legalidad de ciertas de sus actividades privadas, mejor no presente su declaración. Lo peor que le puede pasar es que su nombre, en una especie de escarnio público, aparezca publicado en el BOE. Esa es la única sanción correspondiente a las faltas graves. Y es la que asumió María Cruz Llamazares Calzadilla, consejera de RTVE desde 2007 hasta junio de 2012, a propuesta del PSOE, cuando la resolución sobre su infracción (sin especificar las razones, como en los otros casos) se publicó en el Boletín Oficial del Estado.[58]


      Estos tres casos no son aleatorios. Ni ejemplos escogidos de un listado mayor. Son las únicas tres sanciones publicadas en todo 2013 y hasta octubre de 2014. Las infracciones leves (no presentar la declaración de actividades dentro del plazo establecido) se resuelven con una amonestación.
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      EL BAILE DE LA SILLA


      


      


      


      En ocasiones, el movimiento de puertas es inverso al descrito hasta ahora y las empresas se colocan en las casillas de lo público, a veces para vigilar de cerca su inversión. Es lo que pasa, por ejemplo, en los museos. Justo antes de finalizar su segunda legislatura y con las elecciones que acabaron expulsando al PSOE de La Moncloa a la vuelta de la esquina, el Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero aprobó un decreto que abría las puertas del Museo del Prado a los mecenas. Y no solo para acoger sus generosas donaciones en una época de recortes en la que la inversión privada era cada vez más bienvenida, sino para, a cambio, concederles una silla en el patronato, el organismo encargado de marcar el camino que han de seguir las pinacotecas.[*]


      Hasta entonces, los miembros de esta corte de sabios (además de los vocales natos, como el director del museo o los representantes del ministerio) eran eso: sabios, expertos en el mundo del arte y la gestión cultural, hasta un máximo de diez. El decreto de noviembre de 2011[1] sumaba la posibilidad de incluir otros 15 vocales, nombrados también por el ministro, pero en este caso entre personas «que realicen contribuciones de cualquier naturaleza al museo [...] incluidas las donaciones o aportaciones».


      El Gobierno socialista no tuvo tiempo de hacer uso de esta prerrogativa, así que pasó el relevo al PP, que en enero de 2012 hizo patronos[2] a Francisco González (presidente del BBVA), César Alierta (presidente de Telefónica), José Manuel Entrecanales (presidente de Acciona), José Ignacio Sánchez Galán (presidente de Iberdrola), Isidre Fainé (presidente de La Caixa) y Jean-Laurent Granier (CEO de Axa en el Mediterráneo y Latinoamérica). Tras su llegada al ministerio, Wert también designó como patronos a algunos expolíticos (como Pilar del Castillo, que se unió a Javier Solana,[3] nombrado en época del PSOE), hasta el punto de que el presidente del patronato, José Pedro Pérez-Llorca, ponente de la Constitución sin experiencia ni estudios conocidos vinculados al arte, defendió su nombramiento con «todo el amor» que siente por el Museo del Prado, que ha visitado «unas 800 veces».[4]


      El caso del Museo Reina Sofía es muy similar. Desde 1996,[5] tienen cabida en su patronato (con funciones análogas al del Prado) aquellas personas «que se hayan distinguido por sus servicios o ayudas al museo». Lo que incluye, claro, las ayudas económicas. Por si quedaban dudas, en 2013 se modificaron los estatutos[6] y se añadió una coletilla casi idéntica a la del Prado para dejar claro que los mecenas eran más que bienvenidos. Y así se hizo. Ese mismo año, el Banco Santander donó 350.000 euros al museo; Mutua Madrileña, 300.000; e Inditex, otros 300.000 euros.[7] Emilio Botín, sustituido por su hija tras su muerte, en representación del Santander, Ignacio Garralda de Mutua Madrileña y Pablo Isla de Inditex fueron nombrados patronos también en 2013, junto a otros tótems de la cultura —empresarial, eso sí— española.[8] No en vano el presidente del patronato del Reina Sofía es Guillermo de la Dehesa, a su vez vicepresidente del Santander.


      Hay veces en las que el tráfico de nombres se queda en lo público, pero discurre de una casilla a otra, de un organismo a otro, desde el escaño a la Dirección General de Loquetoque. Porque, si el sheriff ha servido bien al alcalde, ¿por qué no puede ser banquero, aunque no sepa ni sumar? Lo público está repleto de organismos independientes sobre el papel pero pintados con los colores de PP y PSOE, que llevan varias décadas jugando a los cromos. En la mayoría de los casos, las leyes establecen mayorías simples, o de tres quintos, para nombrar a esos representantes de lo independiente. Ante esa situación, se plantean dos escenarios posibles. El primero: que los elegidos surjan del consenso y el debate entre todos los partidos. El segundo: que los dos grandes negocien entre ellos a cuántos tocan por cabeza y apoyen mutuamente a los elegidos de cada bando.


      


      


      LA TELEVISIÓN DE TODOS


      


      En 2013, ante el cierre de una Radio Televisió Valenciana (RTVV) moribunda cuya deuda no paraba de crecer y la calidad y la audiencia caían casi al mismo ritmo, un análisis algo más profundo permitía poner el foco en el camino recorrido hasta entonces: ¿cómo hemos llegado hasta aquí? La historia de sus directores generales cuenta con pocos expertos en la materia y mucho sabio en la gestión de empresas públicas —sean del área que sean— y en la vida de partido. La materia a tratar puede variar, pero lo que siempre se mantiene inmutable es la formación política que les nombra. Prueba de ello es el tradicional, pero no por ello menos sonrojante, baile de sillas en la televisión pública que ha acompañado cada cambio de Gobierno en la Generalitat Valenciana.


      De hecho, el primer director de RTVV fue el periodista y escritor Amadeu Fabregat,[9] que se mantuvo en el cargo hasta que, en las elecciones autonómicas de 1995, el color de la comunidad autónoma en los mapas electorales pasó del rojo al azul. De esa época los valencianos heredaron El show de Joan Monleón, un concurso muy de la terra, en el que el premio final se escondía detrás de los ingredientes de una paella y donde unas azafatas al más puro estilo mamachichos se contoneaban por el plató paseando cada una de ellas dos huchas a la altura de los pechos, en una sutil imagen de lo que los valencianos llaman mamelles. Años después, ya como columnista, Fabregat defendía ese legado: «Como responsable de la cadena, a mí me tocó soportar el alud de improperios y descalificaciones que provocó el show entre la necia progresía lugareña. Pero yo tenía muy claro que dirigía una televisión para la mayoría, no la Revista de Occidente para unos pocos, así que me pasé alegremente los ataques por el forro».[10]


      Cuando el PP llegó al poder, eligió a uno de los suyos para dirigir la televisión pública: Juan José Bayona de Perogordo. Catedrático de Derecho Financiero y Tributario, fue eurodiputado del partido y director de tesis del ministro de Asuntos Exteriores y Cooperación José Manuel García Margallo.[11] El trabajo para el doctorado fue leído en la Universidad Miguel Hernández de Elche, la misma en la que se doctoró Francisco Camps. Su sucesor fue un licenciado en Historia, José Vicente Villaescusa, al que le debemos la apuesta visionaria por Tómbola, programa precursor de la telebasura que vendría después.


      A veces, los cambios en la dirección de los entes públicos se producen incluso cuando el cambio de Gobierno no implica cambio de partido. Así pasó con Francisco Camps, que poco después de ser elegido president colocó al frente de Canal 9 al que había sido jefe de prensa de Zaplana durante siete años, como si la dirección de la cadena fuera también uno de los denominados puestos de confianza. Era Pedro García Gimeno, imputado después en el caso Gürtel y acusado de llevarse más de medio millón de euros a costa de la visita del Papa a Valencia. Con esa experiencia en grandes acontecimientos, en 2010 puso en marcha una empresa dedicada a la gestión de eventos, West Entertainment.[12]


      Recién llegado del diario ABC, su sucesor, José López Jaraba, puso en marcha el ERE que con los años fue tumbado por el Tribunal Supremo. Pero el encargado de ejecutarlo fue Alejandro Reig de la Rocha, que aterrizó en RTVV después de dirigir la extinguida Fundación de las Artes y la Ciencia y otras empresas públicas de diferentes ámbitos. Un currículo de lo más heterogéneo. Rosa Vidal, abogada del Estado que dimitió tras conocerse los planes de cierre, y Ernesto Moreno fueron los últimos directores generales de la televisión pública valenciana.


      Canal 9 no es un caso único de politización de la televisión pública. De las 18 personas que han estado al mando de Radio Televisión Española (RTVE) tras el franquismo, más de la mitad están vinculadas con el partido del Gobierno de turno.[13] UCD, PSOE y PP, en mayor o menor medida, han colocado en el puesto a un elegido del saco de los suyos. Es la televisión de todos (los que gobiernen). No esperen conspiraciones: no vamos a hablar del cuñado de un secretario de Estado, los amigos del ministro o simpatizantes del partido. Estamos hablando de vínculos mucho más tangibles, de exministros como Carlos Robles (UCD);[*] o de Pío Cabanillas, ministro portavoz de Aznar tras su paso por RTVE. Es el caso también de diputados como Fernando Castedo (UCD), Eugenio Nasarre (UCD, reconvertido al PP como diputado y patrono de FAES con los años), Luis Solana (PSOE), Fernando López-Amor (PP), Mónica Ridruejo (tras dirigir RTVE pasó a ser eurodiputada del PP) o el camaleónico Alberto Oliart, diputado y ministro de UCD que fue elegido presidente[*] en época socialista. Tras su dimisión, en julio de 2011, el puesto quedó vacante casi un año. Y es que las elecciones, que se acabaron convocando en diciembre de ese año, estaban a la vuelta de la esquina. ¿Para qué discutir la elección de un nuevo presidente si las fuerzas del reparto de cromos iban a cambiar en solo unos meses?


      Así, cuando Rajoy llegó al poder, RTVE llevaba más de cinco meses sin presidente.[*] Antes de proponer un nombre ante el Congreso, el nuevo Gobierno decidió cambiar las reglas del juego y modificar, por la vía rápida (Real Decreto Ley),[14] los estatutos de RTVE. Hasta entonces, era necesaria una mayoría de dos tercios para elegir al presidente de la radio y la televisión públicas; a partir de entonces, si ningún candidato lograba el consenso necesario, podían repetir la votación en 24 horas y dar el visto bueno al elegido por mayoría absoluta, mitad más 1 de los votos. Con esa reforma y los resultados de las últimas elecciones en la mano (de los 350 diputados, 186 eran del PP), el Gobierno podía nombrar a quien quisiera sin necesitar el voto favorable de ningún otro partido.


      Leopoldo González-Echenique fue elegido por el Congreso un par de meses después y, gracias a los votos de CiU, no fue necesario recurrir a esa segunda vuelta recién aprobada. Abogado del Estado de la promoción del 96 (como su mujer, consejera de Abertis, el marido de Soraya Sáenz de Santamaría y otros tótems de lo público y lo privado), ya había ocupado un cargo público con anterioridad: fue el director general para el Desarrollo de la Sociedad de la Información de Aznar. También con el PP.
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      Fuente: Fundación Civio. Elaboración propia con datos del BOE.


      


      Para el siguiente candidato, el Gobierno sí necesitó echar mano de la reforma legislativa que ellos mismos habían cocinado. José Antonio Sánchez fue elegido presidente en octubre de 2014 solo con los votos del PP y en segunda vuelta. Era su regreso a RTVE, que ya había dirigido entre 2002 y 2004 (sí, sus cálculos son correctos, con otro Gobierno del PP). Ahora llegaba de dirigir Telemadrid y, como él mismo reconoció en sede parlamentaria, había trabajado para el partido. Sobre el papel, RTVE es una corporación de titularidad estatal pero independiente. Pero ninguno de sus dirigentes ha sobrevivido a un cambio de Gobierno.


      


      


      BANKIA, UN LUGAR COMÚN


      


      El 25 de mayo de 2012 dimitieron, en bloque, 16 de los 18 consejeros de Bankia. Descubierto el agujero en la entidad, tocaba ponerse firmes. El Estado iba a inyectar miles de millones de dinero público para salvar el barco y había llegado el momento de «profesionalizarlo». Este concepto, en boca de todos durante esos días, decía más por lo que negaba: hasta entonces, muchos de los encargados de tomar decisiones en la caja no eran profesionales. Los consejos de administración de Bankia previos a la nacionalización son la madre del cordero del reparto de la tarta en las cajas de ahorros. Cada una de las entidades que se fusionaron llevaba en la mochila sillas destinadas a políticos, sindicatos y asociaciones empresariales. Y el resultado final fue un conglomerado de todos esos intereses en una sola mesa de juego. El reparto de la gran tarta.


      El que reparte, en este caso, es el partido del Gobierno. Rodrigo Rato, exministro de Aznar, fue nombrado presidente. Su número dos fue José Manuel Fernández Norniella, un hombre con un currículo lleno de ex: exdiputado del PP, ex secretario de Estado, expresidente de Ebro Foods y exconsejero de la consultoría del ministro Montoro, Equipo Económico.[15]


      José Manuel Serra Peris también fue secretario de Estado de Aznar y también fue uno de esos 16 consejeros que, con su dimisión, dieron paso a la imprescindible profesionalización de la entidad. ¿Qué fue de este abogado valenciano tras su paso por Bankia? Fue nombrado vicepresidente del Canal de Isabel II, la entidad que gestiona el agua de los madrileños. Este es un buen momento para recordar una de las lecciones clave sobre el poder en España: una vez dentro del círculo, saltarás de una casilla a otra convertido en un todólogo de lo público. No seas remilgado.


      El PSOE, claro, también colocó a los suyos. Su trozo de tarta incluía al exalcalde de Castellón Antonio Tirado y a Virgilio Zapatero, secretario de Estado de Felipe González y patrono de la Fundación Pablo Iglesias. Y, como el pastel daba para alimentar a un regimiento, IU también sacó su cuota vía el nombramiento de José Antonio Moral Santín, otro experto de lo público —así, en abstracto— que había llegado a presidir Telemadrid.


      De las familias políticas a la familia sin adjetivos. En ese último consejo de administración previo a que la insostenible situación patrimonial de la entidad saliera a la superficie, había cuñados (Carmen Cavero lo era de Ignacio González), yernos (Javier López Madrid lo es de Villar Mir) y primos (Claudio Aguirre lo es de Esperanza Aguirre, aunque su caso es bastante especial: él sí contaba con experiencia en el sector).


      La cuota valenciana de Bankia, herencia de la fusión con Bancaja, trajo al consejo de administración a los representantes de las asociaciones empresariales de la zona (Francisco Ros García por la Asociación para el Progreso de la Dirección en Levante y Francisco Pons Alcoy por la Asociación Valenciana de Empresarios). Pero entre los representantes empresariales destacaba Arturo Fernández, presidente de la patronal madrileña y vicepresidente de la CEOE. En su declaración ante el juez a cuenta de las querellas presentadas por UPyD y la asociación 15MpaRato,[16] donde compareció en calidad de imputado por delitos de estafa, apropiación indebida y falsificación de cuentas, entre otros, lo dejó claro: «No soy experto en banca, soy experto en empresas».[17] Su papel en el consejo de administración y su experiencia en la materia queda patente en otras afirmaciones como «sobre el tema fiscal no me pregunte usted porque no entiendo nada» o «si Deloitte dice que están bien las cuentas, y la comisión de auditoría interna también, yo no voy a leerlas». La ley vigente por entonces[18] afirmaba que el consejo de administración es el órgano que «tiene encomendada la administración y gestión financiera de la caja». No aclara que haya que leerse las cuentas para eso, claro.


      Arturo Fernández no fue el único que alegó ante el juez su ignorancia en la materia. Esa estrategia de defensa también fue argüida por, entre otros, la exconsejera Mercedes Rojo-Izquierdo, que admitió que carecía de conocimientos financieros y de contabilidad y que, de hecho, no había llegado a terminar la licenciatura de Farmacia. Formaba parte de la Comisión de Auditoría de Bankia.


      Ambos, junto a otros 34 consejeros de Caja Madrid y Bankia, fueron los afortunados poseedores de una tarjeta Black, esos sobresueldos no declarados y «fuera del circuito normal de tarjetas de empresa», según la investigación de la Fiscalía Anticorrupción. El gasto en restaurantes, bares, joyas, taxis y miles de extractos en efectivo sin justificar asciende a más de quince millones de euros.[*]


      Sobresueldos sin declarar, amiguismo en la elección de sus miembros pero, sobre todo, un consejo de administración sin conocimientos para ejercer sus funciones. Las cajas han sido, durante años, un erial en el sistema financiero donde el nivel de exigencia era muy inferior al de los bancos y el reparto de sillas entre los estamentos más importantes del país era la tónica habitual. Las consecuencias las vamos a estar pagando, todos, durante muchos años. No lo digo yo, lo dice Luis de Guindos:[19] «Se exige, y esto también es importante, que todos los consejeros de las cajas de ahorros tengan conocimientos financieros suficientes, a efectos de ejercer su actividad, lo que hubiera llevado a que muchas de las circunstancias que hemos vivido en los últimos años se hubieran evitado». El ministro pronunciaba estas palabras en la presentación de la Ley de Cajas de Ahorros y Fundaciones Bancarias que, tras el reguero de quiebras, se acabó aprobando en diciembre de 2013.[20] El preámbulo de la norma ya anuncia una obligación que puede parecer simplona, naíf o hasta obvia, pero que tiene mucho sentido vistos los antecedentes: los miembros de los órganos de gobierno de las cajas tienen que saber de lo que hablan. Hasta entonces, la ley solo exigía que al menos la mayoría de los vocales del consejo de administración poseyeran «los conocimientos y experiencia específicos para el ejercicio de sus funciones». A partir de esa norma, es necesario que todos los miembros del organismo de la entidad, y no solo la mayoría, cuenten con conocimientos y experiencia específicos para el ejercicio de sus funciones. Así, el artículo 3 de la ley extiende a estas entidades los requisitos de honorabilidad, experiencia y buen gobierno que se aplican a los bancos pero, además, veta el reparto de sillas: el cargo «es incompatible con un cargo político, cargo ejecutivo en partido político, asociación empresarial o sindicato, o un alto cargo en las administraciones públicas».


      La cúspide de todo el entramado de intereses que se formó en Bankia era Rodrigo Rato, su presidente, que, tras la explosión, fue rescatado por el Banco Santander como asesor —un cargo que ya había ocupado tras su paso por el Ministerio de Economía—, y por Servihabitat, la inmobiliaria de Caixabank, como consejero.[21]
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      El ex director gerente del Fondo Monetario Internacional (FMI) Rodrigo Rato, saluda a la presidenta de la Comunidad de Madrid, Esperanza Aguirre, durante el acto de su investidura como doctor honoris causa por la Universidad Rey Juan Carlos de Madrid.


      


      


      LA DIVISIÓN DE PODERES ESTÁ PASADA DE MODA


      


      Mucho antes de que Bankia se convirtiera en un caso judicial, la Universidad Rey Juan Carlos de Madrid acogió un acto solemne. Era el 28 de enero de 2009 y, entre el público, los líderes del PP esperaban a que diera comienzo. Allí estaban Mariano Rajoy, Javier Arenas, Soraya Sáenz de Santamaría y Fátima Bañez, entre otros. Llegó la hora y por los pasillos de la gran sala apareció, con toga naranja, Rodrigo Rato. Le nombraban doctor honoris causa.[22] Participaron en el acto de imposición de birrete Esperanza Aguirre y el rector de la universidad, Pedro José González-Trevijano. El mismo que, cuatro años después, fue nombrado magistrado del Tribunal Constitucional (TC) por el Gobierno de ese mismo partido.


      González-Trevijano es un viejo conocido en el PP. Amigo[23] de Javier Zarzalejos (secretario general de FAES) y de Ignacio Astarloa (histórico diputado del PP), es un habitual en las jornadas y estudios auspiciados por la fundación de los populares, como también lo es su excompañero en el TC Enrique López y López,[*] el más asiduo a este tipo de eventos. Ambos fueron nombrados en junio de 2013 por el Gobierno, que puede elegir a dos de los doce magistrados directamente. El resto son designados por el Congreso (cuatro), el Senado (cuatro) y el Consejo General del Poder Judicial (dos). Todos ellos por un periodo de nueve años.


      Francisco Pérez de los Cobos era uno de los magistrados que había sido elegido por el Senado. Poco después de su nombramiento como presidente del Alto Tribunal, en 2013, los denominados papeles de Bárcenas revelaron que había sido militante del PP entre 2008 y 2011. En medio de la polvareda, respondió que la ley no le impedía compatibilizar su militancia con su puesto como magistrado (lo era desde 2010). Y tenía razón. La Ley Orgánica del Tribunal Constitucional afirma que el cargo es incompatible con, entre otros, «el desempeño de funciones directivas en los partidos políticos, sindicatos, asociaciones, fundaciones y colegios profesionales»,[24] no con militancias. No es ilegal, pero sí una muestra de la politización de los órganos judiciales más importantes del país. Un caso muy similar es el de Andrés Ollero, elegido en julio de 2012 por el Congreso, que había sido diputado del PP de 1986 a 2003.


      La aritmética electoral había dejado al PSOE en desventaja, y eso se tradujo en el número de afines en el pleno del Tribunal Constitucional. Tres de los magistrados, Luis Ignacio Ortega Álvarez, Juan Antonio Xiol Ríos y Fernando Valdés Dal-Ré, habían ocupado altos cargos durante gobiernos socialistas.[25]


      Durante el verano de 2012, ante la obligación de elegir cuatro nuevos magistrados, PP y PSOE llegaron a un pacto de caballeros, según se informó en la prensa. El reparto de cromos también incluía, en un mismo pack, a los miembros de otros organismos constitucionales, como el Tribunal de Cuentas, el Defensor del Pueblo y la Junta Electoral Central. Y se contaba y leía con la normalidad de lo cotidiano.


      


      


      MERITOCRACIA


      


      En organismos cuya función no sea vigilar y supervisar al poder político, como sí pasa con los anteriores, que sus miembros tengan carné de partido no debería importar: más allá de amiguismos y familias políticas, la clave de todos estos nombramientos debería ser la cualificación del elegido. Si se trata del candidato más preparado para el cargo, en términos lo más objetivos posibles, no debería importar si es hermano del ministro o diputado del partido. Sería una simple casualidad. Sobre todo cuando hablamos de entidades especializadísimas y muy técnicas, porque un cirujano no está capacitado para diseñar la construcción de un edificio y un arquitecto no puede operarte a corazón abierto. De nuevo, estamos hablando de obviedades. Pero incluso las obviedades son ignoradas a veces. Es el caso del Consejo de Seguridad Nuclear (CSN), el organismo encargado de «vigilar y controlar las instalaciones nucleares»[26] existentes en España, lo que significa conceder autorizaciones para su construcción y funcionamiento, inspeccionarlas de forma periódica y vigilar que cumplan los requisitos básicos de seguridad, que no es poco.


      La cúpula de la entidad está formada por un presidente y cuatro consejeros, elegidos por al menos tres quintas partes de la Comisión de Industria del Congreso por un periodo de seis años. La ley[27] impone requisitos para su selección, por supuesto: «El presidente y consejeros del Consejo de Seguridad Nuclear serán designados entre personas de conocida solvencia dentro de las especialidades de seguridad nuclear, tecnología, protección radiológica y del medio ambiente, medicina, legislación o cualquier otra conexa con las anteriores, así como en energía en general o seguridad industrial, valorándose especialmente su independencia y objetividad de criterio». Volvamos al comentario de texto: aunque arranca destacando la importancia de tener conocimientos en el campo a tratar, el final de la frase deja la puerta abierta a casi cualquier persona. ¿O alguien va a negar que cualquier diputado o exministro tiene experiencia en legislación? Mírense al espejo por unos minutos: ¿a que se les está poniendo cara de consejero del CSN?


      En la composición, tras los nombramientos de 2013, contamos con licenciados en Ciencias Políticas (el popular diputado,[28] concejal y conseller en la Comunitat Valenciana Fernando Castelló), licenciados en Medicina (Rosario Velasco,[29] que fue diputada del PSOE en León) y doctorados en Ciencias Económicas (Cristina Narbona,[30] ministra de Medio Ambiente de Zapatero). Estos tres nombramientos se ajustan a la ley, ya que la manoseada expresión «de conocida solvencia» es subjetiva. A ellos se suma Antonio Gurguí, un alto cargo de los gobiernos de Jordi Pujol en diferentes departamentos pero, y el pero es importante, ingeniero industrial especializado en técnicas energéticas. También es importante el pero cuando hablamos del presidente de la institución, Fernando Martí, que fue secretario de Estado de Energía del PP, pero también vicepresidente de la Comisión Nacional de la Energía durante más de 12 años. Es ingeniero de minas. Además, buena parte de su carrera la desarrolló en Repsol.[*] No sabemos si son los mejores para el cargo o si su pasado político ha pesado más en la decisión, pero al menos podemos tener claro que estos dos últimos consejeros tienen experiencia en la materia de forma directa, no en actividades «conexas».


      Sí, han hecho bien las cuentas. El reparto de cromos acaba con dos para el PP, dos para el PSOE y uno para CiU. Esta distribución se ha mantenido, casi inamovible, durante los últimos años. El bipartidismo manda. Eso sí, el presidente, siempre que hay nombramientos, pasa a ser del color del partido del Gobierno.


      La clave, insisto, está en las capacidades. ¿Qué importa que el director de Red.es, el organismo encargado del desarrollo de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) en toda España y de la gestión de cientos de millones de fondos europeos, esté vinculado al ministro que le nombró y al partido del Gobierno? Solo importa si, además, su currículo no se ajusta a las necesidades del cargo.


      En una de las primeras entrevistas[31] que concedió César Miralles cuando fue nombrado director general de Red.es en agosto de 2013 con 34 años, el canario respondía sobre las razones del cambio de líder en la entidad:[*] «Solo sé que sí es verdad que soy persona de confianza del propio ministro. He trabajado junto a él en su etapa como vicepresidente y consejero del Gobierno canario y entiendo que parte de eso habrá». Y es que la carrera política de Miralles se ha desarrollado a las faldas de José Manuel Soria, ministro de Industria, Energía y Turismo desde 2011 y padrino político del entrevistado. Fue él quien, desde su cargo de consejero de Economía y vicepresidente, le propuso[32] como director general de Estudios Económicos del Gobierno de Canarias en 2008 y, un año después, le nombró director general del Tesoro y Políticas Financieras.[33] Por entonces, Miralles, licenciado en Economía, tenía 28 años y solo dos de experiencia laboral.[34] Su relación con el PP va más allá: su tío, Francisco Cabrera, es diputado del partido en el Congreso.[35] Además, el propio Miralles fue anunciado por Soria como número dos en las elecciones al Parlamento canario de 2011, aunque finalmente se cayó de la lista.


      Estas son sus relaciones personales y políticas, pero ¿cuál es su relación con la tecnología? La usa, por ejemplo, para mostrar de forma pública su admiración por Soria: alaba los vídeos del ahora ministro saliendo a correr desde su cuenta de YouTube y arrancó su andadura en Twitter siguiendo a su mentor. Su presencia en redes se completa con un blog sin contenido.[36] En la misma entrevista, habla de sus conocimientos sobre la materia: «Me considero economista y consultor, pero ya llevo un año y medio en este mundo y soy un apasionado en el mundo de las tecnologías de la información» [sic]. La pasión es importante. Esa experiencia de la que habla la adquirió en la misma Red.es, cuando fue designado[37] (¿adivinan por quién?) director económico financiero de la entidad pública, como paso previo a convertirse en su director general. Con el ascenso, le sustituyó en el cargo Octavio Falcón[38] (¿adivinan de qué comunidad autónoma procedía?).


      No hay dos sin tres y aquí no acaba el listado de canarios vinculados al ministro en Red.es. En septiembre, Soria destituyó al frente del ONTSI (Observatorio Nacional de Telecomunicaciones y Sociedad de la Información) a Pedro Martín Jurado, con más de 30 años de experiencia en el sector, para nombrar[39] a Carmelo Javier Muñoz, ingeniero industrial especialista en mecánica nacido en Las Palmas de Gran Canaria. Gracias a su perfil en páginas web de búsqueda de empleo,[40] podemos saber que en abril de 2012, solo un año antes, daba clases de apoyo escolar. Y también que trabajó en la Consejería de Industria del Gobierno canario. Sí, pero lo hizo como becario.


      El equipo canario que Soria se trajo de las islas se ha convertido, así, en la cúpula de la entidad. A la pregunta «¿Qué va a hacer Red.es para continuar llevando las TIC a las pymes?», Miralles responde con la mirada puesta en su tierra: «Va a haber planes de formación de TIC para profesionales con una inversión de unos 50 millones de euros. También vamos a crear centros de innovación para propiciar el encuentro entre oferta y demanda. Por ejemplo, se va a crear un centro en Canarias en el ámbito turístico para que pequeñas empresas hoteleras y turísticas que requieren servicios encuentren a los proveedores, que esperamos que esté a finales de 2014. En estos centros se mezcla la financiación de distintas instituciones, innovación, emprendimiento y capital riesgo. También me gustaría que en Canarias se establecieran empresas, ya que cuenta con un régimen tributario y fiscal propio, un clima espectacular y por la cercanía del mar».


      Este baile de sillas y de amiguismos al que juegan los principales partidos cuando toman el poder se perpetúa en organismos asesores como el Comité de Bioética, una entidad creada para aconsejar al Gobierno sobre asuntos como el aborto o la investigación con células madre. En este caso, los elegidos no llevan el sello del partido en la frente, pero su composición se moldea a gusto del líder del momento. Cuando Rajoy llegó al poder a finales de 2011, su Gobierno prometió una reforma de la ley del aborto. Y le puso fecha, octubre de 2012. La norma se fue retrasando y, gracias a ello, cuando llegó el momento de renovar a los miembros del Comité de Bioética aún no se había presentado. Solo rondaba, en forma de suposiciones y augurios, en algunos titulares de prensa. En diciembre, cuando se cumplían los cuatro años marcados, se renovó a los vocales. Seis fueron nombrados por el Gobierno y otros seis por las comunidades autónomas. Había que elegirlos bien, pues serían los responsables de emitir un informe sobre la nueva ley. Permanecieron en su silla solo tres. Uno de ellos, César Nombela, había votado en contra[41] de la anterior reforma, la del Gobierno de Zapatero, y había firmado un manifiesto público para mostrar su oposición.[42] Además, es asesor del Museo de la Vida de Barcelona, una especie de exposición permanente contra los males del aborto. A él se sumaron[43] otros vocales posicionados de forma tajante con las tesis que defendía el entonces ministro de Justicia, Alberto Ruiz-Gallardón: miembros de la Academia Pontificia por la Vida, una entidad creada por Juan Pablo II;[44] y miembros como Nicolás Jouve, contrario a la investigación con células madre y que además considera que la homosexualidad es «irregular y desordenada»,[45] entre otros.


      Gracias al nuevo equipo asesor, con siete de sus doce miembros como antiabortistas militantes, el Gobierno podía poner en marcha la reforma. No hubo sorpresas: el informe respaldó el anteproyecto.[46] Eso sí, algunos vocales mostraron su discrepancia con la resolución final a través de votos particulares.[47] ¿Adivinan cuántos? Hagan la resta. Fueron cinco. Al final, aun con el apoyo de este grupo de asesores independientes, los malos augurios electorales obligaron al PP a guardar la reforma en un cajón y a Gallardón a presentar su dimisión como ministro.

    

  


  
    
      [image: pag145.jpeg]

    

  


  
    
      7


      


      REPARTO DE LA CAJA PÚBLICA


      


      


      


      El paso de Gallardón por la casilla del Ministerio de Justicia se recordará, además de por la fallida reforma de la ley del aborto, por la implantación de las tasas judiciales. Fue el responsable de extender a los ciudadanos la obligación de pagar por acceder a la justicia, que hasta entonces solo se aplicaba a las empresas con ingresos superiores a ocho millones. Para presentar una demanda o un recurso, desde entonces, es imprescindible pasar por caja y pagar de 150 a 1.200 euros, según el caso. Una reforma polémica basada en este argumento: «el derecho a la tutela judicial efectiva no debe ser confundido con el derecho a la justicia gratuita».[1] De este modo, se modificó la vía de entrada a la Caja de Comunidad que son las cuentas públicas, los ingresos. Pero ¿y la de salida? ¿Cómo se gasta lo que todos los ciudadanos ponemos en el centro del tablero? La respuesta sencilla pasa por los Presupuestos Generales del Estado. Pero en las administraciones públicas nada es sencillo y esa respuesta no es del todo cierta.


      La aprobación de los presupuestos acapara mucha más atención mediática que el gasto efectivo, la ejecución, que se publica en la página web del Ministerio de Hacienda y en el BOE, mes a mes, casi sin pena ni gloria. Pero si queremos saber cómo y en qué gasta una Administración Pública, es ahí donde hay que fijar la vista. Porque del dicho (los presupuestos) al hecho (la ejecución), hay un trecho que en algunos casos, como el de Defensa, supera los mil millones de diferencia año tras año.[2] Estas grandes distancias entre las previsiones y los gastos llegan a desmentir titulares que se dan por buenos a lo largo de los años. Cuando se presentaron los presupuestos de 2015, la gran mayoría de los medios de comunicación contaron que el gasto del Ministerio de Defensa crecía —aunque fuera en un 0,4%— tras seis años de recortes.[3] Pero ¿de verdad se ha recortado su coste durante todos los años de la crisis? Si somos precisos —y de eso se trata—, no. De hecho, creció en 2012, cuando se pasó de 8.300 millones de gasto ejecutado a 9.066. El presupuesto era menor que el año anterior (unos 6.000 millones frente a unos 7.000 en 2011), pero se acabó gastando más.
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      Es normal que los presupuestos no cuadren del todo cuando se hace balance a final de año. ¿Cómo va a prever el Gobierno, por ejemplo, una emergencia como la crisis del ébola de 2014? Además, es imposible calcular con total precisión partidas tan variables como el gasto en prestaciones por desempleo. Si el gasto es imprevisible, la ejecución se desvía. Pero ¿podemos achacar el tradicional engorde de Defensa al campo de lo imprevisible? Hay dos motivos que nos llevan a argumentar justo lo contrario. El primero, la reincidencia. Se hace difícil pensar que cada año, en el mismo departamento, surjan imprevistos que no se puedan reflejar, desde el minuto uno, en los presupuestos. El segundo es que, en buena parte, se trata de «pago de armamento ya comprometido»[*] que se planifica en el presupuesto, siempre, a la baja. Así se justifica en los reales decretos ley que, verano sí, verano también,[4] explican una parte de ese desvío. ¿Y el resto? ¿Lo que no se amplía vía créditos extraordinarios que pasan por el visto bueno del Congreso? No lo sabemos. Y vuelta a la casilla de la opacidad. Del mismo modo que los medios prestan menos atención a la ejecución, el Gobierno le pone menos mimo. El nivel de desglose es muy inferior al de los presupuestos, así que es imposible saber, con detalle, dónde se recortó y dónde se amplió el gasto a última hora, cuando la opinión pública ya no miraba y las partidas menos populares pueden crecer sin minar la imagen pública de quien gobierna. Porque, en esto del poder, los hechos valen mucho menos que la imagen que se transmite de ellos. Si es difícil conocer detalles desglosados de los presupuestos, más aún lo es saber qué contratos específicos dispararon su precio: los famosos sobrecostes.


      


      


      AVE PARA TODOS


      


      El problema, una vez más, es que buena parte del tablero de juego está oculto a los ciudadanos. Si un contrato público se amplía o se modifica, el Tribunal de Cuentas debe ser informado,[5] pero esta información no tiene por qué hacerse pública. Puede que sea imposible encontrarla o que, en el mejor de los casos, haga falta realizar un ejercicio de arqueología administrativa para saber cuánto ha acabado costando uno de los famosos elefantes blancos de la construcción española, por ejemplo, y cuál de los afortunados jugadores ha sido agraciado con ese bonus extra. De hecho, la Ley de Contratos del Sector Público permite al director de una obra pública ampliar el coste del contrato hasta un 10% por encima de su valor inicial sin tener, siquiera, que obtener el consentimiento del órgano de contratación.[6]


      Pero a veces suena la flauta y un informe crítico del Tribunal de Cuentas ayuda a poner los datos sobre la mesa. Así pasó con la fiscalización de la construcción del AVE Madrid-Barcelona. El organismo no solo criticó una «deficiente» planificación y ejecución de las obras, sino que aportó los números del desaguisado.[7] Si el total adjudicado de todos los contratos fue de 6.823 millones de euros, las empresas acabaron cobrando 8.967 millones, un 31,4% más. O, visto de otra manera, que las grandes cifras son difíciles de asumir: cada uno de los 621 kilómetros de vía iba a costar once millones y acabó costando 14,4. Sobrecostes y retrasos. Estas modificaciones se aprobaron, como narra el documento, para evitar la paralización de las obras y así cumplir los plazos de ejecución previstos. Pero tampoco se cumplieron. Lo que acabó ocurriendo es que «en todos los contratos se superó ampliamente el plazo establecido». Se aprobaron 366 prórrogas y ampliaciones de plazo, lo que se tradujo en un retraso medio de más de un año. Pese a todos esos problemas, las empresas adjudicatarias salieron indemnes.


      Como marca la Ley de Contratos del Sector Público y recuerda el órgano fiscalizador, las modificaciones solo se permiten en el caso de que existan causas imprevistas o nuevas necesidades. Pero, en muchas ocasiones, esas modificaciones fueron consecuencia de «deficiencias del proyecto constructivo» o de «una ejecución defectuosa». El peor tramo fue el que discurre entre L’Hospitalet de Llobregat y el barrio de La Torrassa. La «mala ejecución», según el mismo informe, fue la causa de la realización de cinco obras de emergencia en esa zona, lo que supuso una desviación del presupuesto del 229,6%. Además, Adif no ha presentado ante el organismo los documentos acreditativos del pago de sobrecostes a ciertos contratistas y no ha exigido ninguna indemnización a la UTE encargada de las obras.


      Tras este demoledor informe, el órgano encargado de recibir estas conclusiones y tomar cartas en el asunto, la Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, decidió pedir al organismo «un diagnóstico de las causas que han podido conducir a una estimación tan deficiente de la demanda de transporte y a la inadecuada planificación, en general, de las inversiones públicas». Además, le reclamó un análisis del resto de las líneas de alta velocidad del país. Tiene trabajo por delante. El boom de la alta velocidad llegó a multitud de ciudades españolas. Todas querían tener su AVE, aunque en ocasiones fuera a costa de otros trenes (regionales, talgos...), que fueron desapareciendo paulatinamente con la llegada del nuevo servicio, lo que eliminó la posibilidad de elegir realizar el trayecto de forma más económica. Así, a las líneas de Sevilla y Barcelona se unieron Málaga, Valladolid, Cuenca y Albacete, Valencia, Alicante y Huesca. Esta última tiene el honor de parar durante su recorrido (un tren diario de ida y uno de vuelta) en Tardienta, una localidad de Los Monegros situada a 25 kilómetros de Huesca y con unos mil habitantes. El viaje entre Tardienta y Huesca dura 14 minutos.


      Las obras faraónicas no se limitaron a la alta velocidad. Los aeropuertos sin aviones (léase Castellón, por ejemplo) acabaron de dibujar el paisaje burbujil que habían levantado enormes y vistosos edificios fantasma (¿quién dijo Calatrava?). La obra pública ha sido la protagonista más visible de esa época que se ha venido a llamar de vacas gordas, aunque solo algunos las ordeñaran, pero también de múltiples casos de corrupción —caso Púnica, los vínculos del caso Bárcenas con las constructoras, el tres per cent que insinuó Maragall en el Parlament de Catalunya... y así, ad infinítum.


      En otras ocasiones, la construcción de una obra pública no es más que un paso previo a la privatización de un servicio. Estamos hablando de las concesiones de obra pública, un tipo muy particular de contrato que implica que la empresa construye el edificio y lo explota, previo pago de un canon anual por parte de la Administración Pública correspondiente, durante un periodo que no puede exceder los 40 años. La clave de estos servicios está, como en otras muchas ocasiones, en la letra pequeña, los pliegos, que marcan cuál es el pago anual que reciben los adjudicatarios y cuáles son las sanciones si estos no cumplen con sus obligaciones, entre las cuales figura mantener la calidad del servicio público. Por otro lado, entre sus derechos está, según la ley, «mantener el equilibrio económico» de la concesión, esto es, no perder dinero. Así que la regla de este capítulo está clara: para mantener o sumar poder en forma de contrato público, asegúrate de que los pliegos están de tu parte. En aras de ese equilibrio económico, la Comunidad de Madrid aprobó en 2010[8] un incremento de dos millones de euros anuales del canon que pagaba a seis hospitales gestionados bajo este sistema.


      Pero ¿ese modelo es más eficiente que construir un hospital, por ejemplo, con fondos propios? Es difícil saberlo porque, una vez más, parte del tablero está oculto y no tenemos apenas información comparable sobre ambos sistemas de gestión. Sin embargo, sí que podemos saber lo que pasó, por ejemplo, en Escocia. Allí cuentan con un modelo de gestión mixta denominado Private Finance Iniciative (PFI), muy similar a nuestra concesión de obra pública. Tras años trabajando bajo este sistema de colaboración público-privada, muchos ciudadanos empezaron a ponerla en duda. Hace unos años, trabajadores de la sanidad y sindicatos reclamaron el contrato de construcción y mantenimiento del nuevo hospital de Edimburgo. La petición fue denegada alegando intereses comerciales, pero el organismo independiente[*] que defiende el acceso a la información de los ciudadanos les dio la razón y decidió que esos acuerdos debían ser, a partir de entonces, publicados automáticamente. Así, el Sunday Herald[9] estudió decenas de páginas de información detallada sobre esta modalidad de gestión que fueron reclamadas a las administraciones gracias a la existencia de la ley escocesa de acceso a la información. Con los datos en la mano, calcularon que las entidades públicas pagaron más del doble de lo necesario por unos 700 proyectos públicos planificados o construidos. Aunque han dejado de utilizar este sistema, los escoceses siguen pagando cánones por escuelas y hospitales construidos bajo ese paraguas.


      Tampoco podemos saber, ya de vuelta en España, si la privatización total es más eficiente. Es fácil encontrar estudios que avalan tanto esa postura como la contraria. Cuando, en septiembre de 2013, el juez de instrucción acordó la suspensión cautelar de la privatización total (funcionaban vía concesión) de esos seis hospitales madrileños, lo hizo porque puso en tela de juicio las afirmaciones del Gobierno regional,[10] que defendía que privatización es igual a ahorro: «Resulta una incógnita en el momento actual (existen datos sobre países en los que la gestión privada de su sistema sanitario no ha supuesto un ahorro por, entre otros factores, la interposición de operadores)». Además de criticar que las administraciones públicas «asuman sin más su incapacidad» para mejorar la gestión de la sanidad pública, el juez decidió paralizar el contrato por su magnitud: afectaba a miles de pacientes y no era cuestión de tomar decisiones de ese calado sin tener claro si de verdad iba a suponer una mejora considerable para los ciudadanos o solo para las empresas que se hicieran con el jugoso contrato. En enero de 2014 la suspensión se volvió firme e Ignacio González, entonces presidente de la Comunidad de Madrid, tuvo que desistir.


      Estos y otros tipos de contratos públicos (servicios, suministros...) están regulados por una única ley, la misma que afirma que «las adjudicaciones, ordinariamente, tienen que llevarse a cabo por procedimiento abierto o restringido» y pone cotos muy claros al uso del negociado, un sistema en el que se elige directamente a la empresa que se lleva el contrato tras consultar con diversos candidatos (un mínimo de tres, siempre que sea posible). Se trata, así, de un juego para de 1 a 3 jugadores, sí, pero elegidos directamente por la Administración y que está vetado para el resto. Veamos si de verdad se usa como un procedimiento extraordinario. Durante el año 2013, el Ministerio de Defensa adjudicó 2.334 contratos públicos.[11] 1.581 se licitaron por procedimiento negociado (un 68%), la mayoría sin publicidad, frente a 749 por concurso abierto. En este caso, cualquier lector avispado puede pensar que tiene sentido, puesto que en ocasiones tratan con materias reservadas, como la compra de determinados tipos de armamento o de sistemas informáticos ultrasecretos, como en las películas de espías. Y tiene razón. De hecho, la ley permite que contratos vinculados a asuntos secretos o reservados o vinculados a la seguridad y el comercio de armas puedan adjudicarse mediante este proceso. Pero en esta clasificación no entraría, por ejemplo, el contrato para el mantenimiento de los ascensores,[12] por mucho que quien lo licite sea el Ministerio de Defensa. También lo permite en otros casos (atentos, que luego hay examen): si falla el concurso abierto porque no se presenta nadie o los empresarios no están capacitados; en casos excepcionales en los que las características no permitan establecer el precio final; por razones técnicas o artísticas o de protección de derechos en exclusiva; o por imperiosa urgencia (ojo, que no sea imputable al organismo). Fuera de esa lista de excepciones, se pueden adjudicar vía negociado contratos de obras inferiores a un millón de euros y de otras modalidades cuando su valor sea inferior a 100.000 euros. Que se pueda hacer así no significa que tenga que hacerse así, claro está. Pero, en este caso, la excepción supera a la norma.


      En el Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación, los porcentajes de negociados frente a concursos abiertos son aún mayores: del 79%. Puede que sigamos tratando con materias reservadas, pero ¿qué pasa con Educación, Cultura y Deporte (69,5%) y Justicia (67%)? De hecho, de todos los contratos adjudicados directamente por los ministerios en 2013 y publicados en Contratación del Estado, el 60% lo fue por procedimiento negociado. Y la gran mayoría de ellos, sin publicidad. El problema de este tipo de procedimientos es doble: esconde mucha información sobre los contratos de la mirada de los ciudadanos y, lo más importante, solo deja participar a unos pocos jugadores. Frente al concurso, en el que cualquiera se puede postular, sea o no conocido por el encargado del proceso, en este sistema solo están invitados a jugar las empresas o agentes conocidos por el convocante, quien además elige entre ellos al ganador sin tener que atender a criterios objetivos y públicos. Las conexiones, como hemos visto a lo largo de este libro, son importantes.


      La empresa Falken S.A., que se dedica a la fabricación de productos de seguridad y artículos pirotécnicos en general, es el proveedor único y exclusivo de gases lacrimógenos y otro tipo de accesorios para las fuerzas de seguridad del Estado desde hace años. De hecho, de 2000 a 2013, suma al menos 7,68 millones de euros en contratos publicados en el BOE solo con el Ministerio del Interior. Si añadimos las adjudicaciones menores, que no aparecen en el boletín, y los contratos con otros ministerios como el de Defensa y organismos autonómicos, esa cifra es aún mayor. La firma se encarga de suministrar en exclusiva a Interior artificios triples fumígenos (ATF) y artificios triples lacrimógenos (ATL) y, en ocasiones más puntuales, espráis de defensa personal y hasta grilletes para la Policía Nacional y la Guardia Civil, entre otros cuerpos. Solo el último de esos contratos asciende a más de un millón de euros.[13] En este caso, además, se adjudicó mediante el procedimiento negociado sin publicidad, así que si queremos encontrar más detalles sobre el mismo nos toparemos con un enorme cartel rojo que advierte: «No se publican los pliegos». En los casos en los que se convoca concurso público suele ser la única firma que se presenta, lo que plantea un nuevo interrogante: ¿en qué medida el abuso del procedimiento negociado a favor de una empresa fomenta una posición dominante de mercado, que expulsa de él a otros posibles competidores a lo largo del tiempo?


      Pero, además, están las conexiones. De nuevo. El presidente y los consejeros principales de Falken S.A. son miembros de una misma familia, los hermanos Bardisa Jordá: José, Juan y Jorge. El cuarto hermano, Fernando, también había sido consejero de la empresa. El quinto hermano de la saga es Ismael Bardisa Jordá,[14] que fue diputado del PP en el Congreso en la sexta, séptima y octava legislaturas (hasta 2008) y hasta 2014 consejero electivo del Consejo Consultivo de la Comunidad de Madrid, una jugosa posición con una retribución económica considerable: cobró lo mismo[15] que un consejero del Gobierno regional, más de 87.000 euros anuales, pese a que su trabajo no incluye una actividad, digamos, diaria. En 2013, la comisión se reunió un total de 67 veces.[16]


      


      


      AYUDAS POR LA PUERTA TRASERA: LA PUBLICIDAD INSTITUCIONAL


      


      Caso práctico: el BOE recogía, en octubre de 2014, la adjudicación de la creación y el plan de medios de la campaña para dar a conocer el dividendo digital, la reasignación de frecuencias de TDT para dejar espacio a la red 4G. Ogilvy & Mather se encargó de la creatividad por 228.000 euros y la central de medios Inteligencia y Media repartió los anuncios por otros 4,3 millones de euros. En total, Red.es gastó más de 4,5 millones en la campaña. Los dos contratos se adjudicaron por el procedimiento negociado urgente sin publicidad,[17] lo que significa que no podemos tener acceso a los detalles (no se publican los pliegos ni los nombres de los participantes) y, lo más importante, las empresas seleccionadas no han pasado por concurso público, sino que fueron elegidas tras unas negociaciones secretas en las que participaron solo las firmas designadas por Red.es (al menos tres, si se cumplió la norma).


      Atención, pregunta: ¿este contrato se ajustaría a las excepciones que permite la ley para el procedimiento negociado sin publicidad? A priori, con la información —escasa— que tenemos, no parece que encaje en ninguno de esos supuestos. Pero no podemos saberlo con certeza. En 2013, un año antes, Red.es también adjudicó el plan de comunicación para dar a conocer el dividendo digital vía negociado urgente sin publicidad.[18]


      Pese a la liposucción que han sufrido los presupuestos a todos los niveles, no es difícil encontrar ejemplos de administraciones públicas que han cebado la caja de caudales destinada a pagar anuncios públicos en medios de comunicación. Es el caso del Ayuntamiento de Madrid, por ejemplo, que contrató a dos empresas (Inteligencia y Media, e Irismedia) para que se encargaran de la inserción de la publicidad institucional centralizada (determinadas áreas del consistorio encargan estos servicios por su cuenta) durante 2013 por unos diez millones de euros. En 2011, el mismo ayuntamiento contrató[19] un servicio idéntico por mucho menos, seis millones y medio de euros. Un engorde muy similar fue el que vivió la Comunidad Valenciana. En 2013 encargó a una central de medios que se ocupara de la difusión de sus campañas durante un año por dos millones de euros. Un año después, mismo contrato, misma duración, mismas condiciones, pero distinto coste,[20] que esta vez sube hasta los tres millones y medio de euros.


      Del este al noroeste, nos plantamos en Galicia. En 2014, el coste de la campaña anual de la Xunta para fomentar la confianza en la economía gallega casi se triplicó, pasando del medio millón destinado a «Galicia emprende» en 2013 a los 1,4 millones de 2014. También hubo campaña antes, en 2012,[21] en ese caso se le llamó «Galicia competitiva» y costó un millón de euros. El objetivo de estos anuncios era celebrar la cultura del trabajo y el «saber hacer» de los gallegos y publicitar a Galicia como «una tierra sólida, una tierra en la que confiar, tanto por la calidad de sus gentes, como por la calidad de sus empresas y de sus productos». El Gobierno de Alberto Núñez Feijóo también es el padre de una curiosa campaña de publicidad institucional destinada, así en crudo, a que los gallegos tengan más hijos. La meta era pasar de 1,08 niños por mujer a 1,59 y para eso encargaron anuncios, destinados a personas de entre 18 y 45 años, que recalcaran la «responsabilidad»[22] del ciudadano en el problema demográfico, y que estuvieran vinculados a la Marca Galicia. En 2013 se gastaron 640.000 euros para este menester y en 2014[23] más de 300.000.


      El gasto en publicidad institucional de la Administración General del Estado ha descendido de manera considerable desde los 268 millones presupuestados en 2007 a los 33 establecidos en el plan para 2013. El informe que publica el Gobierno para hacer balance del año muestra, además, que de esos 33 millones se acabaron gastando algo menos de 20, debido principalmente a que el Ministerio de Industria, Energía y Turismo gastó solo medio millón de los ocho que tenía asignados. Pero en 2014 el gráfico se invierte e inicia un camino ascendente, con 41 millones[24] en la previsión anual, que llega hasta los 49 millones para 2015.[*]


      La ley[25] que la regula prohíbe explícitamente aquello en lo que el lector, quizás, esté pensando desde que arrancó este apartado unas líneas más arriba: «No se podrán promover o contratar campañas institucionales de publicidad y de comunicación que tengan como finalidad destacar los logros de gestión o los objetivos alcanzados» por los integrantes del sector público. No hace falta ni análisis de texto, lo dice bien clarito: nada de autobombo. Pero ¿dónde se dibuja la línea entre comunicar que se ha puesto en marcha una nueva medida y vender la moto? Veamos un ejemplo. A finales de 2013, el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE) licitó[26] la creación y difusión de una campaña para «dar a conocer las medidas de fomento y apoyo al empleo» emprendidas por el Gobierno, justo después de llevar a cabo una importante reforma laboral. En total, el coste previsto era de dos millones y medio (más de dos destinados directamente a la compra de espacios en medios). Los mensajes a comunicar en la campaña, marcados por el Gobierno, eran tres:[27] se han impulsado grandes reformas que comprenden una nueva regulación del mercado de trabajo; estas reformas pretenden «conseguir facilidades para la contratación estable y de calidad, en especial de los más jóvenes»; y los ciudadanos tienen que ser sensibles al desempleo.


      Otro ejemplo. En octubre de 2014, la Comunidad de Madrid (CAM) licitó una campaña de publicidad institucional para presumir de política fiscal justo antes de las elecciones de 2015. El anuncio de la misma incluía dos objetivos: por un lado, «fomentar el cumplimiento voluntario de las obligaciones tributarias» de los madrileños (hasta ahí, bien); por el otro, y ahí está la clave, poner en valor «la política fiscal llevada a cabo que ha hecho que los madrileños sean los ciudadanos que menos impuestos pagan en toda España». Esta declaración de intenciones se reforzaba en los pliegos, que destacaban la importancia de que la campaña reflejara que existe «una política fiscal de impuestos reducidos para incentivar la economía y prestar mejores servicios a los ciudadanos». Tras la denuncia de estos hechos, el Gobierno madrileño tuvo que rectificar[28] y eliminar de los objetivos de la campaña la vertiente de autobombo.[29]


      Pero no seamos cenizos: el grueso del presupuesto no se dedica a este tipo de campañas, aunque ocupen una parte nada desdeñable, sino a promover el uso de las nuevas tecnologías o a la tradicional campaña anual de fomento de la seguridad vial emprendida por la Dirección General de Tráfico (DGT).[30] Gracias a su volumen y a que las inserciones, en el caso de la DGT, se contratan directamente con las emisoras de radio que difunden las cuñas publicitarias, sabemos por ejemplo que en 2012[31] la Cadena Ser cobró 1,4 millones por ellas; Onda Cero, 865.000; la Cope, 835.000; y Kiss FM, 220.000 euros. Pero esta transparencia en el reparto es una excepción.


      Este es el procedimiento habitual: se licita la difusión de la campaña y en los pliegos se especifica el porcentaje de anuncios, por ejemplo, a repartir entre radio, prensa, televisión e internet. Nada más. Se contrata a una central de medios, que es la que se encarga de repartir los anuncios entre las diferentes cabeceras bajo la dirección del organismo que realiza la campaña. Esta distribución casi nunca se hace pública. La ley dice que la difusión de la publicidad institucional tiene que efectuarse «teniendo siempre criterios objetivos tales como el coste económico y la eficacia prevista del plan de medios». Si se respeta ese criterio, los anuncios siempre se deberían colocar, al menos porcentualmente, en los medios con mayor audiencia o con un target más ajustado al objetivo. En ese caso, se estará pagando por algo que resultará eficiente y que no tendrá nada que ver con dar dinero a los medios amigos por la puerta de atrás, de repartir poder desde la caja del erario público. De hecho, si es así ni siquiera tendríamos que estar hablando de publicidad institucional en este libro. ¿Y lo es? De nuevo: imposible saberlo. Sin conocer el reparto final no podemos valorar si los anuncios se colocaron donde era más efectivo hacerlo o se usó esta herramienta como método de premio o castigo a según qué medios. Ante la opacidad, nos ponemos en lo peor. Pero es que, además, en este caso contamos con ejemplos que muestran que la eficiencia no era la prioridad número uno en determinadas campañas.


      En septiembre de 2013, gracias a una pregunta parlamentaria del PSOE,[32] se hizo público el reparto de anuncios en medios de comunicación de la campaña contra la violencia de género de 2012. Así, pudimos descubrir que medios con mucha menos difusión como La Gaceta recibieron más inserciones que otros con más lectores, como 20 Minutos. Poco después se publicó la adjudicación[33] del contrato de la misma campaña, pero para 2013. El ministerio pagó a la empresa Media Planning (una de las más habituales en este tipo de contratos) 1,3 millones para la difusión de spots, cuñas y anuncios. Aunque la empresa, como especialista en la materia, es la encargada de establecer un plan de medios para conseguir la mejor difusión y alcance de la campaña, el ministerio es el responsable último de la aprobación de esa estrategia, como dejan claro los pliegos: el ministerio podrá tomar su propia decisión sobre el reparto de anuncios entre los distintos medios «en función de los objetivos marcados, los recursos disponibles o —esta es la parte más interesante— cualquier otra variable estimada por el MSSSI».[*] Análisis de texto: voy a repartir como me venga en gana. Por si no queda claro, esta afirmación queda confirmada en otro fragmento de los mismos pliegos: «El MSSSI mantiene la potestad de seleccionar y planificar aquellos medios en que las ofertas hayan resultado más ventajosas para la Administración, independientemente de las recomendaciones cualitativas y cuantitativas que pudiera proponer dicha empresa adjudicataria relacionadas con la posición natural que ese medio tiene dentro del mercado publicitario», esto es, independientemente de su tirada o audiencia. Pese a la polémica suscitada por la anterior campaña, Ana Mato no iba a dejar que criterios tan fútiles como la audiencia decidieran por ella.


      En otras ocasiones no es que se esquive la audiencia (y la eficiencia) como criterio para repartir esos anuncios, es que directamente se ignora para ejercer de papá Estado equitativo con todos sus hijos. En 2014 el Ministerio de Defensa presupuestó en 760.000 euros la inserción en medios de su campaña de promoción de las Fuerzas Armadas, destinada a aumentar el prestigio de la institución y conseguir más reclutas, durante seis días. A la hora de publicar en prensa los anuncios, decidieron[34] colocar el mismo formato —media página a color— y la misma cantidad de inserciones en todos los diarios de tirada nacional. Ese mismo año, en la promoción del día de la Fiesta Nacional, repitieron jugada.


      Ni las centrales de medios contratadas —por acuerdo de confidencialidad, que suele estar incluido en los mismos pliegos— ni las administraciones públicas competentes —sin dar razones más allá de una opacidad endémica— ofrecen datos sobre ese reparto. Con excepciones. En una de las muchas preguntas sobre este asunto planteadas a las administraciones públicas, sí hubo respuesta. En diciembre de 2013, tras descubrir en El Periódico de Catalunya un suplemento de siete páginas describiendo las bondades del nuevo portal de transparencia de Cataluña, un ciudadano preguntó[35] cuánto había costado esa campaña y en qué medios se había difundido. La Generalitat aclaró que la suma total era de 620.849,77 euros más IVA y que casi 455.000 se habían dedicado a publicar anuncios en medios impresos. Además, ofreció la lista de los elegidos. Gracias a esta respuesta podemos saber que solo se contrataron espacios en cabeceras catalanas y que periódicos como 20 Minutos o El País, tercero y cuarto en difusión en la comunidad autónoma, respectivamente, habían sido descartados. Eso sí, la respuesta fue parcial y el Gobierno catalán no explicó ni cuántos anuncios había publicado en cada medio ni qué porcentaje del gasto se destinó a cada uno de ellos. Eso sí, toda esta información tiene que salir a la luz, por obligación legal, a partir del verano de 2015. Pero solo en Cataluña. La ley de transparencia[36] de la comunidad autónoma incluye, entre la información de obligada publicación, el reparto de la publicidad institucional.


      Y la opacidad fue a peor. Una de las medidas propuestas en el informe de reformas de la CORA (Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas) fue la contratación centralizada de ciertos productos y servicios. A la seguridad privada, limpieza, servicios postales, climatización, vehículos y combustibles, las áreas en las que arrancó este sistema, se añadió la publicidad institucional. El Gobierno afirmó, alegando con contundencia una relación causa-efecto, que este agrupamiento ayudaría a adelgazar el gasto público. Si la compra en bloque abarata el producto, algo que no tiene por qué ser así en todos los ámbitos,[*] esa afirmación es correcta. Existen dos afirmaciones que, estas sí, sin condicionales de por medio, podemos extraer del cambio de modelo de contratación individual a centralizada en la publicidad institucional. La primera, que limita la contratación de este servicio a un máximo de cinco compañías, a las que además se exige un tamaño mínimo de 600.000 euros de volumen de negocio en uno de los tres últimos años, lo que deja fuera a las empresas más pequeñas. La segunda consecuencia es que favorece la opacidad. Si hasta ahora la información que los ciudadanos podían obtener de este tipo de contratos era escasa (objetivos, target, reparto por tipo de medio, cuantía total...), gracias al nuevo modelo lo es aún más. Las administraciones públicas que deseen publicar una campaña en medios podrán enviar su propuesta a las empresas elegidas en el acuerdo marco[37] y seleccionar la oferta de una de ellas. Solo «si lo estiman oportuno»[38] publicarán la adjudicación del contrato, así como sus características detalladas. Una vez más, como los anuncios de Ana Mato, se traduce en «como me venga en gana». Más allá del bajo nivel de transparencia, estas compras en bloque fomentan la concentración de los contratos públicos de un determinado sector en un pequeño número de empresas, en oligopolios apuntalados desde lo público.


      La opacidad caracteriza la contratación pública y la pone al servicio de unos pocos, ya sea por el abuso masivo del negociado sin publicidad como por el diseño de pliegos a medida para que las administraciones puedan otorgar contratos sin tener que justificar razones que beneficien a los ciudadanos. Las proposiciones son secretas. Siempre. Incluso en la adjudicación de los asuntos más banales. Una vez finalizado el proceso, solo las empresas que han participado reciben una notificación en la que se les informa de quién ha ganado, cuál era la propuesta vencedora y por qué la suya no se ha hecho con el contrato. Esa notificación no es pública. En la mayoría de los casos, nos tenemos que conformar con una justificación que aporta poco o nada: «Ventajas de la oferta adjudicataria: Ser la más ventajosa para la Administración».[39]
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      QUEDA LIBRE DE CÁRCEL


      


      


      


      Miguel Ángel Ramírez Alonso nunca ha estado en una portada de diario nacional, pero también pertenece a ese grupo de jugadores que recibe el BOE como un alegre folleto trufado de buenas noticias. En febrero de 2013, descubrió entre sus páginas una lustrosa oportunidad de negocio: un contrato[1] de 192 millones de euros por la seguridad del metro de Madrid durante cuatro años. Que su empresa (Seguridad Integral Canaria) estuviera radicada en las islas no le amilanó, que por algo Ramírez es el presidente de la Unión Deportiva Las Palmas, y se lanzó a por la ocasión peninsular. Con éxito: se llevó[2] tres de los ocho lotes, un total de 71 millones de euros.


      Meses después, ya en racha, Seguridad Integral Canaria se hacía con dos contratos[3] para proteger edificios del Ministerio de Defensa —una tarea que paulatinamente han ido abandonando los propios soldados— por más de 700.000 euros.[*] Y, entre contrato y contrato, indulto. Llegó en el Consejo de Ministros del 31 de octubre de 2013, pero hasta el 21 de noviembre no se sumó a la lista de alegrías que el BOE comunica a este empresario canario. El Gobierno de Rajoy transformó su pena de tres años y un día por un delito contra la ordenación del territorio —realizó construcciones sin licencia en una zona de especial protección medioambiental— por otra de dos años para que, al carecer de antecedentes penales, pudiera evitar la cárcel. Es el modus operandi clásico que se repite en la gran mayoría de los indultos concedidos en España: reducción de pena para intentar esquivar la entrada en prisión.


      Los indultos son un clásico de la literatura oficial. La gracia mayor. Los dos contratos millonarios de Ramírez no son más que los calcetines navideños que envía una tía segunda comparados con el premio gordo: la varita de la libertad con la que el Ejecutivo toca la frente de cientos de personas al año a su antojo y sin tener la obligación legal —ni moral, por lo visto hasta ahora— de dar explicaciones. El caso de este empresario es paradigmático por la suma de buenas nuevas en solo unos meses. Sin embargo, ni su delito ni su estatus hacen sombra a los grandes nombres —y cargos— rotulados en la historia del perdón gubernamental español: Alfredo Sáenz, Rafael Vera, José Barrionuevo, Javier Gómez de Liaño, alcaldes malversadores, policías torturadores, altos cargos del Gobierno de Jordi Pujol...


      La lista de personajes célebres que han recibido la tarjeta del Españopoly para salir de la cárcel es la muestra más clara de que la cuestión no es solo que perro no coma perro, sino también cómo se alimentan unos a otros. Resortes de periodos de indignación popular y de portadas, los indultos de titular son solo la punta del iceberg de un mecanismo que detona la división de poderes y que tiene de todo menos carácter excepcional. Este uso cotidiano del poder, una vez más, no es cuestión de rojo o azul: desde 1996 a 2014, con gobiernos socialistas y populares, se han concedido más de 10.000 indultos.[4] Uno y medio al día. Y eso que se trata de una medida excepcional, avalada por una ley[5] firmada en 1870 que en su título se autodenominaba —atentos— «provisional». Estas reglas del juego han perdurado hasta nuestros días con una única tregua durante la Segunda República, cuando este poder fue trasladado al Tribunal Supremo y el presidente solo podía firmar indultos en caso de extrema gravedad, una alusión velada a los casos de pena de muerte.


      Herencia de las monarquías absolutas de rey con pendón morado, la medida de gracia plantea dos conflictos básicos a un Estado de derecho: el asalto del poder ejecutivo a un área de trabajo del judicial y la falta absoluta de transparencia en el proceso y la decisión final. ¿Qué sabemos sobre cada indulto que se concede? Prácticamente nada. El proceso arranca cuando el condenado, un familiar, su abogado o cualquier persona interesada, incluso el propio Gobierno, presenta una petición de indulto. Se baja el telón, como en los chistes malos, y el Gobierno toma una decisión al respecto. La tramoya sigue funcionando, llegan más peticiones al Ministerio de Justicia, pero el telón no se levanta y los ciudadanos no sabemos qué ocurre en escena: cuántas peticiones se reciben, cuál fue la opinión del juez que les sentenció y del fiscal que los acusó, qué razones movieron a los ministros a votar a favor o en contra de otorgar la medida de gracia. Nada. Solo en el caso de que haya un sí final, el desenlace de la historia se publica en el BOE, pero sin desvelar los actos intermedios. Ni los argumentos ni las valoraciones que han llevado a tomar tal decisión. Todo queda en la opacidad más absoluta. Y lo que es peor, incluso durante la dictadura franquista se proporcionaba más información.


      La única modificación que ha recibido la ley del indulto durante la democracia llegó en 1988,[6] cuando el Gobierno socialista adaptó términos anacrónicos de la norma, que hacían referencia a organismos que ni existían, y cambió la obligación de publicar un decreto motivado por un real decreto sin más. Pero los cambios sustanciales no han venido de la mano de reformas legislativas, sino de alteraciones, sutiles pero relevantes, en el redactado de los reales decretos.


      Un análisis de texto de cualquier decreto de indulto nos permite identificar tres partes: sujeto pasivo (nombre del indultado y cuál fue su condena), verbo (tipo de indulto) y predicado (en qué queda la pena). Hasta el BOE del 7 de agosto de 1991, incluidos todos aquellos indultos aprobados durante la dictadura franquista, el texto comprendía una información importante: cuál había sido el parecer del juez y el fiscal. Si rezaba «de conformidad con el tribunal» sabías que estaba de acuerdo. Si, en cambio, la frase era «oído el tribunal» (o el fiscal, o ambos),[7] todo apuntaba a una oposición a la medida.


      A primera vista puede parecer que no es mucho, que es solo cuestión de ponerse tiquismiquis con el lenguaje. Pero esa información se oculta a los ciudadanos desde el 21 de septiembre de 1991,[8] cuando aparecieron en el BOE los primeros decretos con la redacción que ha permanecido hasta nuestros días: «con los informes de...» o «en el que se han considerado los informes...». Es decir: los informes existieron y se miraron, pero no te vamos a contar qué decían ni si ha afectado en algo a la decisión última del Gobierno.


      Hay veces en que esa información (¿qué opinará el juez que llevó el caso de todo esto?) sí se hace pública, pero no por parte de ningún Gobierno en un ejercicio voluntario de transparencia, sino impulsado por una muestra del cabreo del propio tribunal, que decide dar un golpe sobre la mesa y marcar su territorio hasta donde le permite la ley. Así ocurrió con el caso del doble indulto a cuatro agentes de los Mossos d’Esquadra condenados por torturas. En aquella ocasión, el agraciado no era un nombre propio, sino un estamento que forma parte de la Administración Pública y adquiere, así, la condición de privilegiado.


      La historia judicial del indulto que consiguió levantar de su silla a un buen número de los jueces de este país arranca en 2008, cuando los cuatro agentes de la policía catalana fueron condenados a entre dos años y tres meses, y cuatro años y medio de cárcel. Como afirma la sentencia, fueron a casa de un hombre al que confundieron con un ladrón y, sin identificarse como policías y delante de su mujer embarazada, le insultaron, le amenazaron, le obligaron a confesar con una pistola en la boca y le dieron una paliza, en una escena de esas que aprietan la boca del estómago y que bien habría podido protagonizar el sheriff despiadado de los westerns más injustos.


      En febrero de 2012, gracias a un indulto del Gobierno de Rajoy, su castigo quedó en dos años. Además, la inhabilitación —que implica la pérdida de placa— se convirtió en una suspensión temporal. Así, pasado el tiempo de barbecho, podrían volver a ejercer.


      En la mayoría de los casos, la medida de gracia reduce la pena a dos años para que el condenado, si no tiene antecedentes penales, evite ir a la cárcel. Pero, pese a lo que se publica día sí y día también en miles de artículos, esta suspensión del ingreso en prisión no es automática. La Audiencia Provincial de Barcelona emitió un auto en mayo de ese año en el que enviaba a los cuatro mossos d’Esquadra a prisión. Nada fuera de lo normal: hizo uso de uno de sus poderes legítimos. El artículo 80.1 del Código Penal permite a los jueces dejar en suspenso la ejecución de las penas privativas de libertad para quienes tengan sentencias firmes de dos años o menos y no acarreen antecedentes penales. Eso sí, como señala el auto, esta suspensión no es ni «automática» ni «obligatoria». En este caso, atendiendo a las razones de «peligrosidad» y de «alarma social», dada la gravedad del delito (estamos hablando de torturas)[9] y al hecho de que los causantes fueran agentes de la autoridad, decidió que debían entrar en la cárcel y cumplir esos dos años.


      Pero la cosa no quedó aquí. El Ejecutivo había ejercido un poder con una finalidad concreta (evitar la entrada en prisión de los agentes) y se emperró hasta conseguirla. Así, en noviembre del mismo año, con prisa, aprobó un segundo indulto[10] para los cuatro: la prisión se convirtió en una multa de poco más de 7.200 euros por cabeza. Ese es el precio final a pagar por delitos de torturas, lesiones, violación del domicilio, detención ilegal y maltrato.


      Estos reindultos fueron el detonante de un comunicado[11] firmado por casi 200 magistrados de todos los niveles en el que tildaban la decisión de «afrenta al poder judicial». Aun así, el texto no proponía una derogación del indulto, pero sí abría la puerta a un debate sobre qué órgano debía ser el encargado de concederlo. ¿Por qué esos jueces, que son quienes dictan las sentencias, aprueban un mecanismo que puede tumbar sus consecuencias? El comunicado lo argumentaba así: «En casos excepcionales, la estricta aplicación judicial de las leyes penales puede producir resultados injustos. El indulto es un mecanismo que permite dar solución a tales supuestos».


      ¿Cuáles son esos casos excepcionales? Para muchos, un indulto modelo fue el de David Reboredo. Así se mostró ante la opinión pública. De hecho, una campaña en la página web de recogida de firmas Change.org sumó más de 200.000 adhesiones para reclamar que Gallardón le concediera la medida de gracia, que el Gobierno ya le había denegado en dos ocasiones. Incluso el Parlamento gallego se sumó a la petición. Su caso es uno más de los miles de delitos contra la salud pública sentenciados en España por poseer o traficar con pequeñas cantidades de droga. En particular, Reboredo fue condenado dos veces por vender un par de papelinas de heroína. Cada una de las condenas sumaba tres años y medio de cárcel, por lo que fue a prisión el 5 de diciembre de 2012. El Gobierno de Rajoy decidió,[12] el 15 de marzo de 2013, indultar una de las dos penas. Su caso, junto a otros como el de la madre[13] que, según la campaña organizada a su favor, fue condenada por comprar leche y pañales con una tarjeta de crédito que encontró en la calle, muestran la otra cara de esta medida, justo esa a la que se refieren quienes defienden el indulto cuando «de la aplicación de las leyes se producen resultados injustos». Pero ¿y el resto de los presos que cumplen penas similares y, por ese mismo razonamiento, injustas?


      Entre 2007 y 2010, 48.222 personas fueron condenadas por delitos contra la salud pública[14] similares a los de Reboredo. De todos ellos, 517 han sido indultados.[15] El resto cumplen la pena impuesta por el juez. Ni todos los condenados en este tipo de casos piden el indulto ni se concede a todos los que lo reclaman ni la presión social se vuelca para apoyar a todos por igual.


      Son los más frecuentes: de los 10.437 indultos concedidos desde 1996, 2.930 habían sido condenados por delitos contra la salud pública; pero también sus condenas son las más numerosas, así que estos datos tienen trampa. Como ocurre en muchos otros campos, los números absolutos están vacíos, pero los relativos —qué porcentaje de condenados de cada delito ha sido indultado— llegan cargados de significado. Y las cifras recuperan la senda central de esta historia, la de los favorecidos: las instituciones, sus miembros y los señores con nombre propio que aparecen en el BOE. Junto a los delitos contra el medio ambiente[16] (5,24% de los condenados), aquellos crímenes cometidos por miembros de las administraciones públicas son justo los que han sido indultados en una proporción más alta que cualquier otro crimen: delitos cometidos por funcionarios contra la libertad individual[17] (6,12%), prevaricación de los funcionarios públicos[18] (4,35%) y malversación de fondos públicos[19] (2,2%). Son aquellos en los que la Administración, desde el poder ejecutivo, se perdona a sí misma sus faltas. Todos estos crímenes recibieron la medida de gracia en un porcentaje de casos superior al 1,14% (550 indultos sobre 48.222 condenas) de los delitos contra la salud pública.


      El debate social sobre los indultos se plantea, a menudo, bajo la sombra de nombres o casos concretos. Así pasó con Reboredo, con la campaña de los jueces por el perdón a los mossos y, especialmente, con la historia del kamikaze de Valencia. La sentencia había considerado probado que este hombre conducía en sentido contrario por la AP-7 cuando, en diciembre de 2003, se estrelló contra otro vehículo y causó la muerte de uno de sus ocupantes. Su condena —por homicidio, entre otros delitos— ascendía a trece años de prisión. Sin embargo, en diciembre de 2013, el Gobierno de Rajoy le concedió el indulto y redujo su pena, que quedó en poco más de 4.000 euros de multa.[20]


      Ni jueces prevaricadores ni políticos malversadores consiguieron levantar una repulsa social a su perdón similar a la que removió este caso. Liderada por la familia de la víctima y azuzada por las asociaciones que promueven la seguridad vial, la protesta llegó a los tribunales, pese a que no era la primera vez que se indultaba un delito similar. El 16 de septiembre de 2001, el Gobierno de Zapatero concedió la medida de gracia a un hombre que, conduciendo también en dirección contraria, acabó con la vida de otro conductor y causó lesiones a otras tres personas.


      Pero el de Valencia fue el indulto que encendió la mecha. El contexto puso de su parte: la indignación por el goteo constante de corruptelas frente a los agujeros en los bolsillos cotidianos, la suma de casos protagonizados por miembros de la élite política y económica a lo largo de los años, la empatía hacia la familia, la información pormenorizada y recurrente sobre los indultos, la oportunidad, el tiempo... De hecho, el clima social frenó la concesión de la medida y 2014 fue así el año con menos indultos de la democracia, 87.[*]
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      Fuente: Fundación Civio. Elaboración propia.


      


      Todas estas variables acabaron convirtiendo el asunto en palanca de cambio en la jurisprudencia. Nunca antes el Tribunal Supremo había cuestionado la arbitrariedad de la medida de gracia. Y tumbó el indulto porque consideró que el decreto no señalaba «las razones de justicia, equidad o utilidad pública» exigidas en la misma ley que deja bien claro que el indulto es una potestad única del Ejecutivo. Para poder dictar sentencia entre ambas aguas, esto fue lo que argumentó el Supremo:


      


      Obvio es que el control jurisdiccional no puede extenderse al núcleo esencial de la gracia (decisión de indultar o no indultar), ni a la valoración del contenido de los requisitos formales (esto es, al contenido de los informes reglados a los que se refiere la LI), pero sí a la no concurrencia de arbitrariedad en la concesión.[21]


      


      Entonces, ¿qué sucede con los otros más de 10.000 indultos concedidos hasta ese día? ¿Son todos susceptibles de ser anulados en caso de recurso ante el Supremo? La sentencia abrió una duda razonable de cara al pasado pero, ante todo, saltó del caso particular a lo general futurible. Marcó un precedente. A partir de entonces, sería condición necesaria señalar las razones de justicia, equidad o utilidad pública. ¿Cómo iba a adaptarse el Gobierno al nuevo requisito marcado por la sentencia? ¿Por fin iba a argumentar por qué concedía o no cada indulto? Volvamos al análisis de texto.


      Los primeros decretos publicados en el BOE[22] tras la decisión del Supremo incluían una coletilla, fija e idéntica en todos ellos: «estimando que, atendiendo a las circunstancias del/la condenado/a, concurren razones de justicia y equidad». Nueva información aportada: cero. No es la primera vez que se utiliza una frase vacía para inflar estos decretos. Antes de 1991, junto a la información sobre el parecer de juez y fiscal que se acabó por robar a la ciudadanía, se leía una proposición tan hueca como similar a la de 2013: «teniendo en cuenta las circunstancias que concurren en los hechos». Franco las tenía en cuenta y los gobiernos actuales las tienen y las tendrán en cuenta en el futuro. Eso sí, lo que hagan con esa información es cosa suya y lo decidirán tras el telón. Diga lo que diga el Supremo. Esta vez, al contrario que en el anterior análisis de texto, el cambalache de letras no significa absolutamente nada. Ni aporta información ni la esconde, solo burocratiza y rellena.


      


      


      GANA LA BANCA


      


      Y recuerda esto: lo que es bueno para los bancos es bueno para el país.[*]


      


      La diligencia, John Ford, 1939


      


      Si el indulto es el beneficio supremo que se puede recibir vía BOE, el caso de Alfredo Sáenz es el paradigma de un VIP de libro. En concreto, de este libro. Favorecido por todos los mecanismos que el Ejecutivo —cualquiera, de PP y PSOE— tuvo a su alcance, la trama dibuja una amalgama de favores políticos encauzados a encubrir las consecuencias penales de una condena por hechos tan graves que habían llevado a personas inocentes a la cárcel. Cuando Sáenz era presidente de Banesto, amañó documentos[23] para enviar a prisión a un grupo de empresarios que no habían cometido delito alguno. Esa fue su manera de chantajearles para cobrar unas deudas pendientes con el banco. El juez que llevó el caso fue Luis Pascual Estevill, protagonista de una de las etapas más negras de la justicia española —acabó siendo condenado por extorsión, cohecho, prevaricación y detenciones ilegales.


      La justicia es lenta, pero acabó actuando y Sáenz fue condenado, en parte gracias a la perseverancia del fiscal David Martínez Madero. Para entonces ya era consejero delegado del Banco Santander, pero Emilio Botín cerró filas en torno a su mano derecha y no se planteó su cese. La Audiencia Provincial de Barcelona le impuso seis meses de arresto e inhabilitación. Recurrió. El Supremo rebajó la condena a tres meses pero mantuvo la inhabilitación. La sentencia llevaba aparejada una pena mucho más importante para alguien como él: según la ley vigente por entonces,[24] los altos cargos de la banca en España debían ser personas «honorables», lo que excluía a quienes lucían en su currículo antecedentes penales.


      Sáenz pidió el indulto. Y se lo concedieron. Justo después de perder las elecciones, el Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero, en funciones, se despidió de La Moncloa con un decreto[25] especial para el banquero, que no solo cambiaba el arresto por una multa, sino que suprimía la inhabilitación y cualquier efecto derivado de la sentencia, lo que le permitía mantener su despacho en el Santander. No obstante, como dejó claro el Tribunal Supremo en una sentencia[26] dictada más de un año después, el Gobierno se «extralimitó»: podía anular o conmutar la pena, pero borrar los antecedentes penales de un condenado escapa incluso a los poderes de un comodín tan valioso como el perdón gubernamental.


      Un guion cinematográfico hubiera tenido bastante con esto. Pero el Gobierno del PP, que había tomado el relevo, cambió, solo dos meses después, lo que la ley consideraba «honorabilidad» para los altos cargos bancarios. Un expediente limpio de antecedentes penales ya no era necesario, bastaba con que el Banco de España mirara a los ojos al candidato y le viera cara de honorable. El Real Decreto[27] del cambio se justificó para adoptar una normativa europea. Pero si recuperamos la sana costumbre del análisis de texto descubriremos que el mandato europeo instaba a que cada país adaptara la norma según su criterio. Nada más y nada menos. Y el criterio español fue justo este: que cometer un delito dejara de constar como causa de deshonra.


      El 29 de abril de 2013, antes de que el Banco de España tuviera que tomar tan comprometida decisión y dictaminar sobre la honorabilidad del banquero, Alfredo Sáenz, con 71 años y una pensión de 88 millones de euros bajo el brazo, se jubiló. No le echaron. Se fue.


      El Banco Santander es la entidad más importante en España y una de las muchas que ha perdonado, durante años, deudas a los partidos políticos. ¿Cuánto dinero a PP y PSOE? Imposible saberlo con exactitud. Como hemos visto, los favores de la banca a los partidos son opacos, pero existen y están asentados en el juego político. Según el último informe del Tribunal de Cuentas, fechado en 2007 (va con cierto retraso, sí), tanto PP como PSOE sumaban deudas con la banca de unos 60 millones cada uno.


      ¿Cómo justificó Zapatero el indulto a Alfredo Sáenz? «Se entendió que era razonable. Y punto.»[28] Este no es el argumento más sorprendente que se ha escuchado tras un indulto VIP. El 1 de diciembre de 2000, el Gobierno presidido por Aznar indultó, de un plumazo, a más de 1.300 condenados, entre ellos al juez Javier Gómez de Liaño, condenado por prevaricación. El entonces ministro de Justicia, Ángel Acebes, razonó la medida recordando que era año jubilar y que el mundo se hallaba a las puertas del fin del milenio.[29] Los indultos generales están prohibidos de manera explícita en la Constitución.


      Si el principal partido de la oposición reprocha el uso de esta medida, el partido del Gobierno responde: «Cuando seas presidente comerás huevos». Y así, a la espera de la ansiada tortilla, ni unos ni otros tocan la ley del indulto.

    

  


  
    
      Epílogo


      


      


      


      


      Habrán oído hablar de la transparencia. Seguro que les suena. Es el término que siempre está en boca de los portavoces gubernamentales cuando responden, como autómatas, olvidando su significado y confundiendo el tocino con la velocidad, si se les pregunta por los casos de corrupción que les rodean. Algunos se postran ante el concepto como si fuera la solución a todos los males de la humanidad, otros blanden la expresión cuando aparecen en buenas posiciones de rankings desvirtuados (el ayuntamiento más transparente, la comunidad autónoma más transparente, el botijo más transparente...), los más aventurados la confunden con conocer el sueldo del ministro y algunos se suben a la parra para acotar el término a grandes tramas como Wikileaks o los secretos de Estado. Es una palabra manoseada. Mientras se habla de ella en ruedas de prensa, se borran las declaraciones de bienes de los senadores y se expulsa de los ayuntamientos a quienes pretenden grabar los plenos. Mientras se la toquetea y desvirtúa, se olvida su esencia, mucho más básica: todos los ciudadanos tenemos derecho a saber qué pasa tras las bambalinas de lo público, porque es nuestro, porque cada uno de los diputados, ministros, presidentes, concejales y asesores (aunque no sepamos qué méritos les llevaron al puesto) trabaja para nosotros.


      A lo largo de este libro nos hemos topado en multitud de ocasiones con una barrera de opacidad que nos impedía avanzar en la historia. No hemos podido encontrar fuentes fiables que aportaran datos tan elementales como quién se reúne con un ministro para intentar influenciar sobre la reforma eléctrica, cuándo fichó Aznar por Endesa o cuánto dinero ha perdonado cada banco a los partidos políticos. Y, siento aguarles la fiesta, pero con la Ley de Transparencia, Acceso a la Información y Buen Gobierno[1] aprobada en 2013 todo eso no va a cambiar. La norma, publicitada como respuesta a la alarma social por el goteo constante de corruptelas, se queda en objeto de escaparate desde el momento en el que no reconoce el derecho de acceso a la información como un derecho fundamental, lo que no solo muestra el escaso valor que se da, de facto, al término, sino que significa que está supeditado a lo que dicten leyes orgánicas muy posiblemente en conflicto como la que regula la sacrosanta protección de datos, por ejemplo. La ley no va más allá de una tímida regulación alejada de las mejores prácticas internacionales cuando el organismo encargado de defender la transparencia depende directamente del Gobierno y entre sus miembros no hay expertos en el tema más allá de representantes de varias instituciones públicas. No es que el Consejo para la Transparencia esté politizado, como pasa con otras entidades denominadas independientes que hemos visto a lo largo de estas páginas, sino que va un paso más allá: por ley tiene que contar como consejeros con un diputado y un senador.


      La tan anunciada norma no pasa de panfleto publicitario cuando, para permitir que los ciudadanos planteen sus preguntas a las administraciones, les hace superar una serie de trabas burocráticas que incluyen el uso del DNI electrónico, la firma digital (ambos sistemas minoritarios en España) o una clave proporcionada tras un proceso en el que solo falta que te obliguen a informar de tu talla de ropa interior. Plantean al ciudadano que solo, insisto, solo quiere hacer una pregunta, barreras tan complejas como las que se utilizan para la presentación telemática del IVA, que de tan enrevesada acabó obligando a muchísimas personas a contratar a un gestor que fuera capaz de enfrentarse a la maraña de requisitos técnicos e incompatibilidades, versiones de programas y fallos de la página web. Como pasó con el IVA, ¿tendremos que pagar 50 euros a alguien para que se comunique con la Administración por nosotros, para que traslade nuestras solicitudes de información? Este sistema, que se conoció el mismo día de la entrada en vigor de la ley y que afecta a la Administración General del Estado, no solo dificulta el acceso a quienes se acercan a los organismos públicos con algo tan inocente como una pregunta, sino que obliga al usuario a identificarse y se salta de un plumazo, así, todos los estándares internacionales. En los países que cuentan con una ley similar, que son muchos y en los que esas normas funcionan desde hace mucho más tiempo que la española, las solicitudes de acceso a la información deben ir acompañadas de una dirección de correo electrónico (a efectos prácticos, donde recibir la respuesta) y un nombre (que puede ser Perico de los Palotes, nadie tiene por qué comprobarlo). Y es que, ¿para qué quiere saber el Gobierno quién hace la pregunta? La plantea un ciudadano y se merece una respuesta. Punto. Una vez más, no lo digo yo, lo dice el Consejo General del Poder Judicial, que decidió no exigir DNI a quienes les trasladen esas preguntas: «Aunque la ley exige la identificación del solicitante, el CGPJ aplicará el estándar internacionalmente fijado sobre la innecesariedad de esos datos, al entenderse que el acceso a la información pública es un derecho fundamental de carácter universal, en cuya garantía priman las obligaciones de transparencia de los poderes públicos frente a cualquier requisito impuesto al ciudadano que solicita el acceso».[2]


      Incluso yo, que me considero una radical de la transparencia, entiendo que debe haber excepciones a la norma general de que todo debe estar abierto y disponible de forma fácil para cualquiera, como son la seguridad nacional o derechos fundamentales como el de la intimidad. El problema es que con la ley de transparencia se les ha ido la mano. Permite vetar el acceso a una información si supone un perjuicio a entes tan abstractos y sujetos a interpretación como, y cito, «los intereses económicos y comerciales» (¿de quién?) o «el secreto requerido en los procesos de toma de decisión» (¿requerido bajo qué criterios?). En la misma línea, los informes intermedios y borradores con los que trabaje la Administración no podrán ser objeto de escrutinio público. A fecha de cierre de este libro, aunque la ley ya ha entrado en vigor, el reglamento que podría definir todas esas incógnitas aún no se ha publicado. Sin prisas. Y, ¿qué pasa si la Administración no responde a la pregunta en el plazo establecido de un mes? Se entenderá que rechaza tu solicitud, aunque ni siquiera te haya explicado cuáles son sus razones. Es lo que tiene el silencio administrativo negativo. Y es grave, vistos los antecedentes: ignorar al ciudadano fue la respuesta a más de la mitad de las preguntas[3] antes de la entrada en vigor de la norma.


      Todos estos inconvenientes demuestran que quienes legislan no se han tomado muy en serio esto del derecho de acceso a la información de todos los ciudadanos. De hecho, a la hora de vender la nueva norma se han centrado en la otra parte de la transparencia, aquella que abarca la información que las administraciones van a mostrar sin que se les pregunte de forma concreta, aquella que deben hacer pública por ley. Pero ¿todos los datos de los que habla su articulado salen a la luz por primera vez gracias a esta norma? En absoluto. Un último análisis de texto, esta vez comparado con normativas anteriores, nos permite descubrir que la mayoría ya era público en las páginas webs oficiales o en el BOE: declaraciones de bienes y actividades, contratos (aunque seguiremos sin conocer los detalles de muchos), subvenciones, organigrama, currículo de los altos cargos y sus retribuciones (pero no de los asesores de los ministros, por ejemplo, que siguen siendo un misterio), planes anuales, cuentas y presupuestos (aunque sin aclarar cuál es el nivel de detalle exigido).[*] Con un poco de aquí y un poco de allá, ya tengo un portal de transparencia. La información realmente fresca que trae la ley pasa por una lista de los contratos menores cada tres meses o el texto de los anteproyectos de ley.[*] Sin embargo, lo más novedoso es que obliga a publicar algunos datos a otros organismos, como los partidos políticos, los sindicatos, las organizaciones empresariales o aquellas empresas que reciban más de 100.000 euros al año —o más de un 40% de su presupuesto— en subvenciones públicas. Pero, y aquí está el pero, no incluye entre los obligados a rendir cuentas, aunque sea un poco, a aquellas compañías que nutren sus ingresos, en un porcentaje importante, de contratos públicos, pese a que se trate de aquellas que gestionan, por ejemplo, la electricidad o el agua, hospitales o autopistas.


      Cuando se oculta información, la que debería ser la regla básica de la representación política, ese trabajan para nosotros, se volatiliza y se trata a las instituciones públicas como un corralito propiedad del ocupante de turno, que decide si [le] es conveniente o no contar según qué cosas. Es la misma premisa que sustenta la corrupción: este dinero de los fondos reservados es mío, estas subvenciones que reparto son mías, este contrato de obra del ayuntamiento es mío... En definitiva, el juego es mío y hago con él lo que me plazca.


      Pero esta actitud de chulo de barrio que ha demostrado buena parte de nuestra clase política, que no toda, no es inalterable. Me niego a bajar los brazos y a tomarlo como una especie de parásito inmortal enganchado a nuestra idiosincrasia. A lo largo de estas páginas les he advertido que podía parecerles naíf al sorprenderme de ciertas prácticas. Y lo vuelvo a hacer. Quizás les resulte ingenuo, pero creo que todo esto puede cambiar (y no, no todos llevamos un corrupto dentro). Pero para eso tenemos que jugar todos. Porque la política no es solo lo que se habla en los pasillos del Congreso entre murmullos, ni los exabruptos que se lanzan de uno a otro escaño ante las cámaras como en una discusión de pandilleros maleducados. La política (otra manoseada, pobre) nos afecta hasta en las entrañas de lo cotidiano. También es nuestra. Pero para poder entrar en la partida necesitamos conocer las reglas y el uso que se hace de ellas. Muchas están ocultas, claro. Pero otras tantas están ahí, medio agazapadas, solo hace falta rebuscar entre páginas y páginas de terminología legal para poder traducirlas y ponerlas en contexto, o hacer uso de la tecnología, una herramienta imprescindible para encontrar, limpiar, visualizar y, sobre todo, comunicar toda esa información pública.


      Ese es el objetivo, dentro de sus humildes posibilidades, de este libro, que no recoge todas las relaciones de poder del país —haría falta una enciclopedia infinita— pero sí las que hemos considerado más relevantes para comprender el funcionamiento de sus resortes. Es el mismo que el de la Fundación Ciudadana Civio, donde intentamos estrujar los pocos datos que sí están disponibles para extraerles todo el jugo informativo y didáctico posible. Porque conocer las reglas del juego permite vigilar a quien gobierna para asegurarnos de que rinde cuentas y no olvida quién es su jefe, aunque sea empezando por algo tan básico como exigir que se cumplan las leyes. Si conocemos los datos que emanan de las decisiones públicas podremos ser conscientes de la magnitud de nuestros problemas colectivos, sin dejarnos llevar por el calentón etéreo y descontextualizado del titular a cuatro columnas del día. Cuando pusimos en marcha El Indultómetro no había cifras sobre el total de indultos que se concedían en España y qué delitos eran los más condonados, y cada perdón polémico se usaba como dardo arrojadizo entre los partidos o, lo que es peor, entre los votantes de uno u otro partido, sin ser conscientes de que estaban tratando con un mal común. Con los datos sobre la mesa por primera vez, y quiero pensar que tienen parte de culpa, este asunto ha sido uno de los que más voces ha levantado en los últimos tiempos y 2014 será el año en el que se hayan concedido menos medidas de gracia de la historia reciente de España. Conocer las reglas del juego nos permite a todos proponer cambios concretos y racionales, factibles, superando la crítica por la crítica, para poder ejercer un lobby ciudadano real y que en el debate y, por lo tanto, en las decisiones, dejen de participar siempre los mismos jugadores.

    

  


  
    
      Agradecimientos


      


      


      


      


      Yo no soy escritora, soy periodista. Nunca había pensado en escribir un libro. Cuando trabajaba en un periódico y acudía a eventos literarios, por eso de las copas gratis, pululaba entre los escritores bromeando que era una autora inédita. «Pues tienes que escribir un libro», contestaban. Pero solo algunos, como Llucia y Elena, lo decían en serio. Y me lo han repetido hasta ahora. Como no soy escritora, Oriol y Francisco han tenido trabajo conmigo en la edición de este libro. Y como soy periodista, el ERE que me dejó de golpe en la calle hace ya casi tres años me volvió majara. A los que se fueron conmigo y a los que se quedaron en pésimas condiciones —como mi querida Leti, Caroline, Oms, Mondelo, el gran Baliellas...— les debo todo lo que aprendí en esos años, que no es poco. Pero yo quería más. Quería contar más historias y aprender de todo lo que se menea. Por salud mental, el paro no podía frenarme. Así que me puse a escarbar en el BOE y a publicar por mi cuenta, así a lo loco, aunque fueran pocos los que leyeran al otro lado. Lo hice espoleada por Javi y por Pablo, uno de los periodistas más grandes que conozco. Desde Barcelona, Patri me recordaba que la amistad es una cosa asalvajada, de puñal en boca por si hiciera falta. Desde Elche, Cloti, Ana, Óscar y todos los ilicitanos majos seguían insistiendo en ruborizarme. Si creyera en mí misma tanto como ellos creen en mí no cabría por la puerta.


      Por fin estaba ejerciendo el periodismo como siempre había querido, sin rumorología ni declaraciones, escudriñando la complejidad del sistema de primera mano y aprendiendo todo el rato para poder explicarlo lo mejor posible. El alquiler, mientras, lo pagaba la prestación por desempleo. Hasta que en La Marea me acogieron durante un tiempo (gracias, majos) y luego llegó el encaje perfecto. Ni en mis mayores ilusiones bobaliconas de universitaria romántica habría imaginado poder ejercer el periodismo de una forma tan plena e ilusionante como lo hago ahora en la Fundación Ciudadana Civio. Encontrar un lugar en el que la tecnología te muestre caminos que nunca pensabas poder andar y donde se valore el periodismo reflexivo, analítico y riguroso ha sido lo mejor que me ha pasado en la vida. No exagero.


      Todo lo que narro en este libro lo he aprendido trabajando en la fundación o surge, directamente, de los proyectos de Civio, como El BOE Nuestro de Cada Día, El Indultómetro (mil gracias, Juan), Tu Derecho a Saber o Quién Manda. Así que gracias a donantes y cómplices, que pagan por ello y me permiten seguir disfrutando del lujo de aprender. Y a un equipo de cracks, empezando por Cristina (gracias por la paciencia) y por Javi, que ha trabajado el doble, y mejor que yo, para que me pudiera encerrar en casa en pijama de nuevo para escribir este libro. Jacobo fue el primer lector y a él tengo que agradecerle muchísimas cosas, como que confiara en mí y se lanzara a ficharme para la fundación sin apenas conocerme, o todo el valioso tiempo que le ha dedicado, no solo a este libro, sino también a defenderme de los malos. Pero, por encima de todo, millones de gracias a David. Nunca he conocido a nadie que me enseñara tanto (es un genio, creedme) y que entendiera tan bien que si no cuento historias me vuelvo majara. Medio libro es suyo, porque muchísimos de los datos y referencias que le dan forma salen de sus manos expertas en bucear entre páginas y páginas de maraña pública.


      No soy de vírgenes, pero sí de familia. La mía es grande y ruidosa, muy loca, y esta obsesión mía por el trabajo hace que les vea bien poco. Y luego me arrepiento, mucho (¡lo que te echo de menos, Vicentín, cagoendena!), porque sin ellos soy más sosa y más triste. Lo siento mucho, mamá. Te mereces muchísima más atención y muchísima menos mala leche. Gracias a mi admirado tete, porque tomar unas cañas con él siempre me devuelve a la tierra; a la paciencia y el seguimiento constante de mi hermana Laura, que ni un día ha dejado de preocuparse por mí; y a mi hermana Rosa, que se empeñó desde que era un retaco en que tenía que leer y leer hasta quedarme ciega. Voy por tres dioptrías por ojo. Y a Toni y Lucía, los únicos capaces de hacerme ver el futuro con optimismo. Gracias a mi padre, por convertirme en una friki orgullosa del western y porque en realidad todo esto lo hago para que él se sienta orgulloso de mí. Ojalá lo consiga.

    

  


  
    
      Notas


      


      


      


      


      [1] Todos los indultos que se aprobaron en ese Consejo de Ministros, incluido el de Gabriel Arias-Salgado, se publicaron en el BOE del 14/11/1998.


      

    

  


  
    
      [2] La historia apareció en algunas de las noticias publicadas durante esa época, como por ejemplo una nota en la sección de España de El País del 1/10/1998.


      

    

  


  
    
      [3] El nombramiento se publicó en el BORME del 6/11/2012.


      

    

  


  
    
      [4] El nombramiento se publicó en el BORME del 21/09/2010.


      

    

  


  
    
      [5] La asamblea de fundadores está formada, además de por Arias-Salgado y Florentino Pérez, por otros personajes importantes de la época: José Luis Álvarez Álvarez, José María de Areilza Carvajal, Eduardo Aznar Sainz, Soledad Becerril Bustamante, Carlos Bustelo García del Real, Daniel María de Busturia Jimeno, Leopoldo Calvo-Sotelo y Bustelo, Leopoldo Calvo-Sotelo Ibáñez-Martín, Ricardo Egea Krauel, Fernando Eguidazu Palacios, Tomás-Ramón Fernández Rodríguez, Luis Gámir Casares, Salvador García-Atance Lafuente, Antonio Gracia Bello, Diego Hidalgo Schnur, Emilio Lamo de Espinosa Michels de Champourcin, Jaime Lamo de Espinosa Michels de Champourcin, Joaquín Leguina Herrán, Luis María Linde de Castro, José Lladó Fernández-Urrutia, Pedro López Jiménez, Dionisio Martínez Martínez, Pedro Antonio Martín Marín, Rodolfo Martín Villa, Fernando Múgica Heras, Marcelino Oreja Aguirre, Alfonso Osorio y García, Gregorio Peces-Barba Martínez, José María Pérez «Peridis», José Pedro Pérez-Llorca, Charles Powell, Matías Rodríguez Inciarte, José Manuel Rodríguez-Escudero Sánchez, Luis Alberto Salazar-Simpson Bos, Enrique Sánchez González, Eduardo Serra Rexach, Juan Urrutia Elejalde, José Luis del Valle Pérez, Antonio José Vázquez Álvarez, José Luis de Zavala Richi y Abel Zuazua Calvo. Su composición se puede consultar en la página web de la entidad: www.transicion.org.


      

    

  


  
    
      [6] La relación de participantes se hizo pública gracias a la fotografía que publicó el propio restaurante.


      

    

  


  
    
      [7] Fue ministro socialista hasta 1991, diputado en el Congreso hasta el año 2000 y presidente de AERCO (Asociación Nacional de Empresas Constructoras de Obra Pública) desde 2008.


      

    

  


  
    
      [8] Fue ministro en 1979 y 1980, presidente de la AEB entre 1990 y 2006 y, desde 2012, es consejero de PRISA.


      

    

  


  
    
      [9] Fue director general de RTVE entre 1977 y 1981. Antes, había tenido varios altos cargos en Exteriores. Ha sido embajador en Suiza, Marruecos, Reino Unido y Túnez, entre otros países. Todos estos nombramientos se pueden consultar en el BOE.


      

    

  


  
    
      [1] Juan Luis Cebrián, «El final de una guerra», artículo de opinión publicado en El País del 9/01/1977.


      

    

  


  
    
      [2] La composición del consejo de administración que Telefónica publica en la CNMV muestra que es consejero desde el 19/12/2007.


      

    

  


  
    
      [3] Decenas, que sepamos. Como es lógico, la lista completa de alumnos que han pasado por el centro no es pública. Para realizar este capítulo nos hemos basado en dos libros de la Asociación de Antiguos Alumnos, Cien pilaristas hablan del Pilar y El Pilar, cien años de historia (1907-2007), además de decenas de números de la revista de la misma entidad, Siempre Pilaristas, y sus declaraciones personales. Tanto la historia del centro como los recuerdos y anécdotas reflejados en este capítulo surgen de las mismas tres fuentes.


      

    

  


  
    
      [4] Su nombramiento como presidente aparece en el BORME del 15/04/2013 (registro de Madrid), con fecha de inscripción del 8/04/2013.


      

    

  


  
    
      [5] Es conde de Badarán. La herencia del título se aprobó en una orden publicada en el BOE del 14/05/1996.


      

    

  


  
    
      [6] Esta clasificación, que varía a lo largo del año, fue consultada el 17/12/2014 en la página web de la revista Forbes.


      

    

  


  
    
      [7] Estas afirmaciones, como otras que conforman la historia de Cebrián en El Pilar, están extraídas de la entrevista que le realizaron en la revista Siempre Pilaristas. Se publicó en el número 137, de octubre de 2012 (página 15).


      

    

  


  
    
      [8] Lo cuenta en la entrevista publicada en la revista Siempre Pilaristas, número 137.


      

    

  


  
    
      [9] La celebración del enlace y la lista de invitados aparecen en la página Ecos de Sociedad del diario ABC del 12/01/1967.


      

    

  


  
    
      [10] Clélia Cohen, El western, Editorial Paidós, 2006. Los pequeños cuadernos de Cahiers du Cinéma, p. 15.


      

    

  


  
    
      [11] Con estas palabras se narra en el libro El Pilar, cien años de historia (1907-2007), editado por la Asociación de Antiguos Alumnos con motivo del centenario.


      

    

  


  
    
      [12] Se publicó en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid (BOCM) del 19/02/1997.


      

    

  


  
    
      [13] La concesión se publicó en el BOE del 5/12/1979.


      

    

  


  
    
      [14] Todos sus cargos están recogidos de los nombramientos publicados en el BOE y de la biografía que aparece en la página web de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas.


      

    

  


  
    
      [15] Agustín Muñoz-Grandes Galilea, «La Hermandad de Veteranos rompe su silencio», artículo de opinión publicado en ABC el 11/01/2006.


      

    

  


  
    
      [16] Agustín Muñoz-Grandes Galilea, «Inquietudes», artículo de opinión publicado en ABC el 1/03/2010


      

    

  


  
    
      [17] Las condecoraciones y cargos de padre e hijo están recogidos del BOE. Es presidente de la Real Hermandad de Veteranos desde 2008, tal y como aparece en su página web.


      

    

  


  
    
      [18] Datos de 2009, recogidos en la Contabilidad Municipal de la Ciudad de Madrid, estudio elaborado por la Dirección General de Estadística y publicado en la página web del ayuntamiento de la capital.


      

    

  


  
    
      [19] Datos de enero de 2014, extraídos del Banco de Datos del Área de Información Estadística del Ayuntamiento de Madrid, publicado en su página web.


      

    

  


  
    
      [20] Así se recoge en el número 88, de julio de 2012, de Aula, la revista del Colegio Santa María del Pilar, que se puede consultar en su página web.


      

    

  


  
    
      [21] Hizo estas impactantes declaraciones en una conferencia en Valencia el 23 de octubre de 2013.


      

    

  


  
    
      [22] Número 120 de Siempre Pilaristas. Diciembre de 2003.


      

    

  


  
    
      [23] Número 122 de Siempre Pilaristas. Diciembre de 2004.


      

    

  


  
    
      [24] Número 130 de Siempre Pilaristas. Febrero de 2009.


      

    

  


  
    
      [25] Número 131 de Siempre Pilaristas. Septiembre de 2009.


      

    

  


  
    
      [26] Número 135 de Siempre Pilaristas. Octubre de 2011.


      

    

  


  
    
      [27] Entre otros, en los números 136, 137 y 138 de la revista, publicados en 2012 y 2013.


      

    

  


  
    
      [28] Entrevista de la periodista Andrea Aguilar a Luis Antonio de Villena, titulada «Cuando te acosan te quitan de la mayoría» y publicada en El País del 10/10/2006.


      

    

  


  
    
      [1] Su nombramiento como subdirector de Puertos apareció en el BOE del 31/07/1962. Pasó a ser director general de Empleo por un decreto firmado por Franco y publicado en el BOE del 5/12/1964.


      

    

  


  
    
      [2] La concesión se publicó en el BOE del 26/07/1966.


      

    

  


  
    
      [3] La concesión se publicó en el BOE del 18/07/1968.


      

    

  


  
    
      [4] Apareció en el BOE del 17/12/2011, firmado por la entonces ministra de Exteriores, Trinidad Jiménez.


      

    

  


  
    
      [5] En el BOE del 4/02/2011, el mismo que recogió la concesión de títulos nobiliarios a Mario Vargas Llosa y Vicente del Bosque.


      

    

  


  
    
      [6] Aunque llame la atención entre el resto de los sectores en los que trabajan, esta firma aparece como una de las empresas del grupo en su página web.


      

    

  


  
    
      [7] Madrid 2020 consiguió sumar a la aportación inicial del Ayuntamiento de Madrid el apoyo económico de 40 empresas, que sumaron más de diez millones de euros. El Grupo Villar Mir está en la categoría más alta, la de socio, lo que significa que donó 800.000 euros a la causa, según se publicó en la web oficial de la candidatura, desaparecida pocos días después del fracaso en Buenos Aires.


      

    

  


  
    
      [8] La composición del consejo de administración que publica el Banco Santander en la CNMV incluye como consejero a Villar Mir desde el 7/05/2013.


      

    

  


  
    
      [9] Los invitados y testigos de la boda aparecen en la nota de Vida Social que ABC publicó el 9/09/1990.


      

    

  


  
    
      [10] Ambos cargos aparecen en la notificación publicada en el BORME del 12/01/2010 (registro de Madrid).


      

    

  


  
    
      [11] La celebración del enlace y la lista de sus invitados más ilustres aparecen en una nota, con fotografía incluida, que se publicó en ABC el 11/05/1997.


      

    

  


  
    
      [12] Según los datos que la sociedad envió a la CNMV.


      

    

  


  
    
      [13] Todos estos datos están publicados en su página web.


      

    

  


  
    
      [14] Así se relata en el BOE del 6/01/1960, que recoge la creación del título nobiliario para Pilar Primo de Rivera.


      

    

  


  
    
      [15] La sucesión en el título se publicó en el BOE del 19/05/1992.


      

    

  


  
    
      [16] Así aparece en el BORME del 8/11/2012 (registro de Madrid).


      

    

  


  
    
      [17] La noticia de la boda apareció en la sección Gente, de ABC, del 5/03/2000.


      

    

  


  
    
      [18] La biblioteca privada, la colección cartográfica y el Belén Napolitano fueron declarados bien de interés cultural por sendas resoluciones publicadas en las ediciones del BOE del 8/02/2006, 27/10/2005 y 24/04/2003, respectivamente.


      

    

  


  
    
      [19] Su sustitución como consejero delegado de PRISA fue comunicada a la CNMV en un hecho relevante de la compañía del 27/10/2014.


      

    

  


  
    
      [20] Según datos de su propia página web.


      

    

  


  
    
      [21] Las resoluciones están publicadas en el BOE del 27/11/1979, el del 25/01/1979 y el del 3/08/1970.


      

    

  


  
    
      [22] Esta clasificación, que varía a lo largo del año, fue consultada el 17/12/2014 en la página web de la revista Forbes.


      

    

  


  
    
      [23] Como se publicó en el BOE del 23/12/2011.


      

    

  


  
    
      [24] Como se publicó en el BOE del 29/12/2012.


      

    

  


  
    
      [25] Así lo explican en su propia página web.


      

    

  


  
    
      [26] Una curiosidad entre tanta referencia: si repasan las fotos de ambas jornadas, verán que con quien más dialoga el presidente del Gobierno, al menos ante la cámara, es con Florentino Pérez. Si fuera maligna diría que de fútbol, pero como no lo soy no lo digo.


      

    

  


  
    
      [27] El titular apareció en Elmundo.es el 16/07/2013.


      

    

  


  
    
      [28] El titular apareció en Elmundo.es el 7/05/2014.


      

    

  


  
    
      [29] El titular apareció en Elpais.com el 7/05/2014.


      

    

  


  
    
      [30] Cuentas del año 2013, publicadas en la página web de la Fundación Príncipe de Asturias.


      

    

  


  
    
      [31] Según informa la propia fundación en su página web.


      

    

  


  
    
      [32] Las declaraciones aparecen en una noticia del New York Times, publicada el 28/09/2012 bajo el título de «Chastened King Seeks Redenption, for Spain and His Monarchy» y firmada por Doreen Carvajal y Raphael Minder.


      

    

  


  
    
      [33] La noticia se publicó en la página web bajo la firma de Jorge de Lorenzo y el título: «El rey empaña de nuevo su imagen con el recuerdo de otra cacería, junto a Jaume Matas e invitado por Díaz Ferrán».


      

    

  


  
    
      [34] Hemos convertido las tablas del catálogo, que se publica en PDF, en tablas en Excel. Tras limpiar, ordenar y clasificar miles de filas, hemos obtenido el ranking por número de medallas de esos cinco años.


      

    

  


  
    
      [35] Catálogo de Trofeos de Caza 2001-2005, que publica el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y que incluye la metodología de cálculo.


      

    

  


  
    
      [36] La solicitud de información se puede consultar en la página web de Tu Derecho a Saber, una plataforma de Civio y Access Info Europe para trasladar preguntas a las administraciones públicas.


      

    

  


  
    
      [37] Fecha de homologación, no de caza de la pieza.


      

    

  


  
    
      [38] En Civio arrancamos en 2013 una campaña para pedir que las agendas de trabajo de los altos cargos se hicieran públicas. Durante meses hemos hecho seguimiento de la que publican los diputados de los partidos políticos, por ejemplo, con resultados más que negativos. La gran mayoría ni publica ni piensa publicar con quién se reúne, aunque hemos notado algunas mejoras a lo largo de los meses. Además, nos hemos reunido con altos cargos del Gobierno para hablar de este tema y nos han confirmado que no está en la agenda política publicar qué hacen, en sus horas de trabajo, los representantes públicos. Y, lo más importante, a quién reciben en los ministerios.


      

    

  


  
    
      [39] En la sesión de control al Gobierno del 17 de abril de 2013.


      

    

  


  
    
      [1] La Ley 33/2006, de 30 de octubre, sobre igualdad del hombre y la mujer en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios, publicada en el BOE del 31/10/2006, sobre la que nos detendremos largo y tendido unos párrafos más adelante.


      

    

  


  
    
      [2] Lo hizo enviando un comunicado a los medios de comunicación.


      

    

  


  
    
      [3] Ley 6/2003, de 22 de abril, del estatuto de los expresidentes de la Generalitat, publicada en el Diari Oficial de la Generalitat (DOGC) del 8/05/2003.


      

    

  


  
    
      [4] Decreto 195/2003, por el cual se aprueba el régimen estatutario de los expresidentes de la Generalitat de Catalunya, publicado en el DOGC del 12/08/2003.


      

    

  


  
    
      [5] Lo hace en un repaso histórico de la evolución de la Grandeza en España, recogido en su página web.


      

    

  


  
    
      [6] A través del Real Decreto 1023/1984, de 23 de mayo, sobre pasaportes diplomáticos, publicado en el BOE del 30/05/1984. Este decreto fue derogado en 2008 por el Real Decreto 1123/2008, de 4 de julio, publicado en el BOE del 9/07/2008, para incluir entre los usuarios del pasaporte diplomático a las parejas de hecho de los usuarios (hasta entonces estaban incluidos cónyuges e hijos).


      

    

  


  
    
      [7] Orden de 8 de enero de 1940 regulando la expedición de pasaportes al extranjero, publicada en el BOE del 9/01/1940.


      

    

  


  
    
      [8] Preámbulo de la Ley de 4 de mayo de 1948 por la que se restablece la legalidad vigente al 14 de abril de 1931 en las Grandezas y Títulos del Reino, publicado en el BOE del 5/05/1931.


      

    

  


  
    
      [9] Disposición final primera del Decreto de 4 de junio de 1948 por el que se desarrolla la Ley de 4 de mayo de 1948 sobre Grandezas y Títulos nobiliarios, publicado en el BOE del 16/06/1948.


      

    

  


  
    
      [10] Decreto de 18 de julio de 1948 sobre concesión de Títulos del Reino a las personas que en el mismo se citan, publicado en el BOE del 18/07/1948. Las comillas corresponden al texto introductorio de la concesión.


      

    

  


  
    
      [11] La orden de sucesión se publicó en el BOE del 14/12/2012.


      

    

  


  
    
      [12] La composición es la registrada en agosto de 2014, fecha de consulta, en la página web de la Diputación de la Grandeza.


      

    

  


  
    
      [13] Ley 13/2005, de 1 de julio, por la que se modifica el Código Civil en materia de derecho a contraer matrimonio, publicada en el BOE del 2/07/2005.


      

    

  


  
    
      [14] Los estatutos se publicaron, mediante orden del Ministerio de Justicia, en el BOE del 3/11/1999.


      

    

  


  
    
      [15] Por Real Decreto 1004/2012, de 2 de julio, publicado en el BOE del día siguiente.


      

    

  


  
    
      [16] Tal y como lo marca el Real Decreto 222/1988, de 11 de marzo, por el que se modifican los Reales Decretos de 27 de mayo de 1912 y 8 de julio de 1922 en materia de Rehabilitación de Títulos Nobiliarios, publicado en el BOE del 18/03/1988.


      

    

  


  
    
      [17] Se publicó en el BOE del 29/05/1912.


      

    

  


  
    
      [18] Publicado en el BOE del 7/02/1944.


      

    

  


  
    
      [19] Grandezas y títulos del reino. Guía Oficial 2011, editada por el Ministerio de Justicia.


      

    

  


  
    
      [20] Los precios se recogen en el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, publicado en el BOE del 20/10/1993 y que se actualiza con cada revisión de las tasas en los Presupuestos Generales del Estado. La tabla completa de precios en 2015:


      


      
        
          
            	
              Escala

            

            	
              Transmisiones directas


              —


              Euros

            

            	
              Transmisiones transversales


              —


              Euros

            

            	
              Rehabilitaciones y reconocimiento de títulos extranjeros


              —


              Euros

            
          


          
            	
              1.º Por cada título con Grandeza

            

            	
              2.699

            

            	
              6.766

            

            	
              16.222

            
          


          
            	
              2.º Por cada Grandeza sin título

            

            	
              1.930

            

            	
              4.837

            

            	
              11.581

            
          


          
            	
              3.º Por cada título sin Grandeza

            

            	
              769

            

            	
              1.930

            

            	
              4.643

            
          

        
      


      

    

  


  
    
      [21] Real Decreto 222/1988, de 11 de marzo, por el que se modifican los Reales Decretos de 27 de mayo de 1912 y 8 de julio de 1922 en materia de Rehabilitación de Títulos Nobiliarios, publicado en el BOE del 18/03/1988.


      

    

  


  
    
      [22] Todas las cartas enviadas, así como sus intenciones como asociación, están recogidas en su propia página web, www.asociacionnobiliaria.com.


      

    

  


  
    
      [23] En el diario de sesiones del pleno celebrado el 15/12/2005.


      

    

  


  
    
      [24] En el diario de sesiones de la Comisión de Justicia celebrada el 19/06/2006.


      

    

  


  
    
      [25] En el diario de sesiones del pleno del Senado celebrado el 17/10/2006.


      

    

  


  
    
      [26] Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo del 3 de abril de 2008, STS 2016/2008, que se puede consultar en la página web del Cendoj, el buscador del CGPJ.


      

    

  


  
    
      [27] Orden JUS/3346/2008, publicada en el BOE del 20/11/ 2008.


      

    

  


  
    
      [28] Por Orden JUS/1435/2014, publicada en el BOE del 1/08/2014.


      

    

  


  
    
      [29] Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo del 21 de octubre de 2009, STS 6622/2009, que se puede consultar en la página web del Cendoj, el buscador del CGPJ.


      

    

  


  
    
      [30] La Orden JUS/2193/2010, publicada en el BOE el 11/08/ 2010.


      

    

  


  
    
      [31] Su marido, Fernando Ramírez de Haro y Valdés, es desde el 25 de febrero de 2013 conde de Bornos, con Grandeza de España. La orden se publicó en el BOE del 11/03/2013.


      

    

  


  
    
      [32] Aunque prometo que he visto anuncios para vender títulos hasta en Forocoches.


      

    

  


  
    
      [33] Decreto Ley 18/1975, publicado en el BOE del 27/11/ 1975.


      

    

  


  
    
      [34] Artículo 16 del Decreto de 27/05/1912, que se publicó en el BOE del 29/05/1912.


      

    

  


  
    
      [35] Tanto este decreto de concesión de título como los siguientes que mencionamos en el resto del capítulo aparecen publicados en el BOE.


      

    

  


  
    
      [1] La Fundación incluye a un buen número de personalidades españolas: el exnúmero 2 del Santander Alfredo Sáenz, el consejero real Fernando Almansa o el cuñado del rey saliente, Carlos Zurita. Y catalanas: Josep Vilarasau, presidente de La Caixa durante 20 años; Leopoldo Rodés, fundador del Instituto de Empresa Familiar, entre otras muchas facetas.


      

    

  


  
    
      [2] No es una afirmación al tuntún, claro. Hemos comparado las ayudas recibidas por todos los medios catalanes durante los años reseñados en este párrafo y el siguiente (2010, 2011, 2012, 2013 y 2014), tanto estructurales como por proyectos, publicadas en el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya (DOGC), como explicamos a continuación.


      

    

  


  
    
      [3] La subvención se publicó en el DOGC del 22/06/2012.


      

    

  


  
    
      [4] La ampliación del presupuesto y la partida final destinada se pueden consultar en el DOG del 2/06/2009.


      

    

  


  
    
      [5] La ampliación del presupuesto y la partida final destinada se pueden consultar en el DOG del 26/03/2008.


      

    

  


  
    
      [6] Las convocatorias de 2010, 2011, 2012 y 2013 se pueden consultar en el DOG de los días 20/09/2010, 23/05/2011, 18/09/2012 y 22/05/2013, respectivamente.


      

    

  


  
    
      [7] La ampliación del presupuesto y la cuantía final destinada se pueden consultar en el DOG del 12/05/2014.


      

    

  


  
    
      [8] El reparto de las ayudas se publicó en el DOG del 29/11/2013.


      

    

  


  
    
      [9] Las convocatorias de 2010, 2011, 2012, 2013 y 2014 se pueden consultar en el DOG de los días 2/09/2010, 24/05/2011, 20/06/2012, 13/06/2013 y 12/05/2014, respectivamente.


      

    

  


  
    
      [10] Así se puede ver en los repartos de los años 2008, 2009 y 2010, publicados en el DOG de los días 26/08/2008, 28/08/2009 y 20/12/2010, respectivamente.


      

    

  


  
    
      [11] Así se puede ver en los repartos de los años 2011, 2012 y 2013, publicados en el DOG de los días 23/11/2011, 31/12/2012 y 20/12/2013, respectivamente.


      

    

  


  
    
      [12] Como se puede leer en la orden que crea bases reguladoras, publicada en el BOJA del 12/01/2012.


      

    

  


  
    
      [13] La resolución se puede leer en la página web de la Junta de Andalucía.


      

    

  


  
    
      [14] La concesión de estas subvenciones excepcionales se publicó en el BOJA del 19/10/2011.


      

    

  


  
    
      [15] La convocatoria se publicó en el BOE del 4/03/1980.


      

    

  


  
    
      [16] El decreto se publicó en el BOE del 29/10/1983.


      

    

  


  
    
      [17] La ley que reguló las ayudas a la prensa se publicó en el BOE del 3/08/1984.


      

    

  


  
    
      [18] El 10 de abril de 2014 el BOE recogió una sentencia del Tribunal Constitucional que tumbaba una disposición adicional de los presupuestos de 2008 que reformó la carrera militar, al considerar que la norma presupuestaria no puede contener decisiones que no tengan vinculación directa con las cuentas públicas. Por desgracia, las leyes de presupuestos de cada año incluyen decenas de disposiciones cuya relación con las arcas públicas es, cuando menos, tangencial.


      

    

  


  
    
      [19] La ley que lo aprobó está recogida en el BOE del 10/10/1997.


      

    

  


  
    
      [20] Esta información aparece en el Boletín Oficial de las Cortes Generales del 7 de enero de 2009, en una respuesta a una pregunta parlamentaria de CiU.


      

    

  


  
    
      [21] La normativa reguladora se publicó en el BOE del 28/06/2008.


      

    

  


  
    
      [22] Todas las convocatorias se publicaron en el BOE. El PIVE 1 en el del 29/09/2012, el PIVE 2 en el del 1/02/2013, el PIVE 3 en el del 27/07/2013, el PIVE 4 en el del 29/10/2013, el PIVE 5 en el del 28/01/2014 y el PIVE 6 en el del 26/06/2014.


      

    

  


  
    
      [23] El nombramiento se publicó en el BOE del 6/01/2012.


      

    

  


  
    
      [24] El cese se recogió en el BOE del 31/01/2014.


      

    

  


  
    
      [25] Fue nombrado en la Junta General de Accionistas del 25 de marzo de 2014, como recoge el hecho relevante enviado a la CNMV ese mismo día.


      

    

  


  
    
      [26] Así lo marcan las bases reguladoras publicadas en el BOE del 14/05/2007.


      

    

  


  
    
      [27] El reparto se publicó en el BOE del 14/08/2014.


      

    

  


  
    
      [28] La evolución de ambos tipos de ayudas se puede comprobar consultando los Presupuestos Generales del Estado o en la página web Dónde van mis impuestos.


      

    

  


  
    
      [29] CCOO pasó de más de 7,5 millones en 2011 a 4,14 en 2013. UGT, por su parte, dejó de recibir 7,37 millones para cobrar 3,98. En ambos casos esta cifra es la suma de las ayudas que recibieron de la partida general y aquellas vinculadas a su participación en órganos consultivos. Los datos están extraídos del reparto de subvenciones publicados en el BOE. Las concedidas en 2011 se publicaron en el BOE del 16/08/2012, las de 2012 en el de 14/08/2013 y las de 2013 en el de 14/08/2014.


      

    

  


  
    
      [30] El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte publicó en el BOE del 9/01/2014 cuatro resoluciones con la nueva distribución de los años 2008, 2009, 2010 y 2011.


      

    

  


  
    
      [31] El reparto de 2013 se publicó en el BOE del 30/04/2014.


      

    

  


  
    
      [32] En el año anterior, Cruz Roja sumó unos 36 euros y Cáritas, unos 20,5.


      

    

  


  
    
      [33] El Tribunal de Cuentas fiscaliza en este informe, del que extraemos buena parte de las cifras referidas a continuación, a las formaciones políticas con escaño en las Cortes Generales o en los parlamentos autonómicos. Se publicó en el BOE del 12/05/2014.


      

    

  


  
    
      [34] Los gastos para funcionamiento ordinario, seguridad y campañas están consignados en el programa 924M de los Presupuestos Generales del Estado. Se puede consultar su evolución en la página web Dónde van mis impuestos.


      

    

  


  
    
      [35] Hemos combinado los resultados electorales que ofrece el Ministerio del Interior en su página web con las condiciones de reparto de estas subvenciones para conocer cuál es la distribución por partido.


      

    

  


  
    
      [36] El texto consolidado de la norma está publicado en el BOE.


      

    

  


  
    
      [37] El presupuesto para la campaña era, inicialmente, de 110.000 euros, aunque el gasto total es algo superior. Las cuentas de la formación, muy detalladas (incluye facturas concretas), están publicadas en su página web.


      

    

  


  
    
      [38] La resolución de la Comisión Mixta se publicó en el BOE del 30/04/2013.


      

    

  


  
    
      [39] Forman parte del programa 455.C de los Presupuestos Generales del Estado y su evolución se puede consultar en la página web del Ministerio de Hacienda o en la web Dónde van mis impuestos.


      

    

  


  
    
      [40] El reparto de 2012 se publicó en el BOE del 21/12/2012.


      

    

  


  
    
      [41] El reparto de 2011 se publicó en el BOE del 23/11/2011.


      

    

  


  
    
      [42] El reparto se publicó en el BOE del 23/06/2014.


      

    

  


  
    
      [43] La ley se publicó en el BOE del 23/10/2012.


      

    

  


  
    
      [44] Pasaron de 1,7 millones en 2012 a 930.000 euros en 2014.


      

    

  


  
    
      [45] El reparto se publicó en el BOE del 18/07/2014.


      

    

  


  
    
      [46] El reparto se publicó en el BOE del 27/06/2014.


      

    

  


  
    
      [47] El coste se desprende del contrato publicado en el BOE del 16/02/2013 y los pliegos del mismo.


      

    

  


  
    
      [48] La convocatoria con las nuevas reglas se publicó en el BOE del 29/10/2013.


      

    

  


  
    
      [49] Esa es la aportación estatal a los estudios en el extranjero, a la que se suman las de las comunidades autónomas y las ayudas europeas.


      

    

  


  
    
      [50] El reparto está publicado en el BOE del 20/02/2014.


      

    

  


  
    
      [51] Se publicó en el BOE del 14/07/2012.


      

    

  


  
    
      [52] Publicadas en el BOE del 13/11/2013.


      

    

  


  
    
      [1] Estos datos (así como los relativos a las comunidades autónomas que se narran en el siguiente párrafo) han sido extraídos de la página web Dónde van mis impuestos (www.dondevanmisimpuestos.es).


      

    

  


  
    
      [2] Estas afirmaciones son reales. Sí, reales. Esta frase, por ejemplo, aparece en una noticia publicada el 6/04/2012 en la web Tercera Información.


      

    

  


  
    
      [3] Titular publicado en Terra el 13/12/2012.


      

    

  


  
    
      [4] Su nombramiento como subdirector general de Organización y Asistencia Jurídica de la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT) se publicó en el BOE del 7/01/1995. El cese apareció en el boletín del 20/05/1996. Posteriormente fue nombrado jefe del Gabinete Técnico de la misma entidad, como se publicó en el BOE del 14/07/1997. Posteriormente, fue subsecretario de Agricultura, Pesca y Alimentación. Su nombramiento aparece en el BOE del 27/09/1997 y su cese en el del 11/01/2003. Justo antes de pasar a ser consejero, fue nombrado director de gabinete de Rodrigo Rato cuando este era vicepresidente segundo del Gobierno y ministro de Economía. Su designación aparece en el BOE del 11/01/2003 y su cese en el del 29/11/2003.


      

    

  


  
    
      [5] Es presidente de BAPP desde diciembre de 2009; de Madrid Medical Destination desde el 4/03/2011, tal y como aparece en el BORME del 16/03/2011; de Farmapartners desde el 20/03/2013, tal y como aparece publicado en el BORME del 1/04/2013 (ambos en el registro de Madrid). En el BOE del 25/02/2010 aparece la constitución de la Fundación LAFER, con Lamela como presidente.


      

    

  


  
    
      [6] En diciembre de 2011, el Ministerio de Industria repartió estas ayudas. Fundación LAFER se llevó 143.191 euros para un proyecto sobre dependencia. La asignación apareció en el BOE del 22/12/2011.


      

    

  


  
    
      [7] La formalización de la adjudicación apareció en el BOE del 18/11/2013.


      

    

  


  
    
      [8] Fue nombrado el 23/02/1989, como aparece en la relación de abogados del Estado que se publicó en el BOE del 26/03/2012.


      

    

  


  
    
      [9] El auto de admisión a trámite en el juzgado número 4 de Madrid es del 20 de junio de 2013. Lo publicó, íntegro, Eldiario.es. Posteriormente, el mismo juzgado rechazó el recurso de los imputados y la Audiencia Provincial de Madrid avaló la decisión, tal y como explicó en una nota de prensa publicada el 13/02/2014 en la página web del Consejo General del Poder Judicial.


      

    

  


  
    
      [10] El nombramiento se inscribió el 14/06/2012 y aparece en el BORME del 28/06/2012.


      

    

  


  
    
      [11] La adquisición aparece en la historia de la compañía, publicada en su página web.


      

    

  


  
    
      [12] El contrato, firmado por la Consejería de Sanidad, está publicado en el perfil del contratante madrileño.


      

    

  


  
    
      [13] La dimisión, con fecha de inscripción del 14/10/2013, aparece en el BORME del 22/10/2013.


      

    

  


  
    
      [14] El nombramiento aparece en el BORME del 29/05/2012.


      

    

  


  
    
      [15] La empresa se constituyó el 31 de mayo de 2010, como aparece registrada en el BORME del 1/07/2010.


      

    

  


  
    
      [16] La renuncia se comunicó a la CNMV y se publicó en su página web como un hecho relevante del 11/10/2013. Había sido consejero desde mayo de 2010.


      

    

  


  
    
      [17] Se comunicó a la CNMV mediante un hecho relevante fechado el 31/10/2013.


      

    

  


  
    
      [18] El BOE del 1/02/2013 recoge las subvenciones concedidas por el Ministerio de Industria, Energía y Turismo para el plan de Competitividad I+D de las telecomunicaciones. Zinkia sumó dos ayudas: una de 2.147.710,78 euros y otra de 283.196,25 euros.


      

    

  


  
    
      [19] Como Gas Natural es una sociedad cotizada, debe informar a la CNMV de la composición de su consejo de administración, en el que aparece el expresidente socialista desde el 17 de diciembre de 2010.


      

    

  


  
    
      [20] Así lo recogen varios medios que cubrieron el acto, como por ejemplo El País del 9/01/2014. Aunque no vamos a utilizar la prensa como fuente para documentar relaciones empresariales o públicas, en este caso hemos creído conveniente reflejar las declaraciones recogidas por los medios.


      

    

  


  
    
      [21] Aparece como consejero desde esa fecha en el consejo de administración que la firma comunica a la CNMV.


      

    

  


  
    
      [22] Aparece como consejero desde esa fecha en el consejo de administración que la firma comunica a la CNMV.


      

    

  


  
    
      [23] Así aparece en la página web de la Fundación Iberdrola.


      

    

  


  
    
      [24] Endesa envió el hecho relevante a la CNMV en el que comunicaba la decisión el 22 de diciembre de 2011 y el nombramiento de los ministros del recién elegido Gobierno de Rajoy se publicó en el BOE del 22/12/2011.


      

    

  


  
    
      [25] La dimisión se inscribió el 26 de abril de 2012, aunque no apareció en el BORME hasta el 9 de mayo de 2012.


      

    

  


  
    
      [26] Tal y como aparece en su perfil de la página web de la compañía italiana.


      

    

  


  
    
      [27] La Ley 5/2006 de 10 de abril, de regulación de los conflictos de intereses de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administración General del Estado se publicó en el BOE del 11/04/2006. Desde entonces, la única modificación que ha sufrido ha sido para ampliar la obligación de presentar en el BOE la declaración de bienes que acompaña a los nombramientos y ceses a todos los altos cargos, no solo miembros del Gobierno y secretarios de Estado. Esta norma volverá a referenciarse a lo largo de este capítulo.


      

    

  


  
    
      [28] Aparece en la página web de la compañía como una de las directoras.


      

    

  


  
    
      [29] Tal y como se recoge en el Portal de Transparencia, dentro del apartado Autorizaciones de compatibilidad para actividad privada de los altos cargos efectuadas en el año 2014, consultado en diciembre de ese año.


      

    

  


  
    
      [30] La composición del consejo de administración que publica Abengoa en la CNMV incluye como consejero desde el 27/07/2009 a Josep Borrell y desde el 24/10/2011 a Ricardo Martínez Rico.


      

    

  


  
    
      [31] El nombramiento aparece en el BOE del 6/05/2000.


      

    

  


  
    
      [32] Su nombramiento apareció en el BOE del 8/03/2003. Fue secretario de Estado de Presupuestos y Gastos hasta que el boletín publicó su cese el 20/04/2004.


      

    

  


  
    
      [33] Su dimisión en Montoro y Asociados se publicó en el BORME del 22/04/2008.


      

    

  


  
    
      [34] Su nombramiento se publicó en el BOE del 24/12/2011.


      

    

  


  
    
      [35] El artículo se publicó en la versión online el 21/08/2012.


      

    

  


  
    
      [36] La ley apareció en el BOE del 28/12/2012.


      

    

  


  
    
      [37] La dimisión de Ricardo Montoro en Equipo Económico apareció publicada en el BORME del 26/12/2012.


      

    

  


  
    
      [38] Varios ciudadanos reclamaron estos documentos a través de la web de Tu Derecho a Saber. Una de esas preguntas recibió respuesta, aludiendo al reglamento que se detalla a continuación.


      

    

  


  
    
      [39] Apartado 4 del acuerdo, que se publicó en la Serie A del Boletín Oficial de las Cortes Generales el 14/01/2010.


      

    

  


  
    
      [40] Se publicaron, en la edición digital, el 9 de septiembre de 2011.


      

    

  


  
    
      [41] El BOE del 27/05/2008 recoge la resolución de la Autoridad Portuaria de Ceuta, que prorroga la concesión hasta 2020 y establece una tasa por ocupación privativa del dominio público portuario de 58.511,39 euros al año y otra tasa por aprovechamiento especial del dominio público portuario en el ejercicio de actividades comerciales, industriales y de servicios de 0,05 euros por toneladas descargadas.


      

    

  


  
    
      [42] En esta ocasión, dado que a fecha de cierre de este libro no hace mucho que Arias Cañete dejó el escaño, la caché de Google guarda la declaración de actividades. Si desaparece de ahí, como hemos aprendido la lección, la hemos guardado en una página que almacena páginas web, Perma.cc.


      

    

  


  
    
      [43] Se permite la administración del patrimonio personal o familiar; la creación literaria y participación en congresos o conferencias; y las actividades en organizaciones sin ánimo de lucro (artículo 10).


      

    

  


  
    
      [44] El nombramiento de su cuñado como presidente de Petrologis aparece en el registro mercantil de Las Palmas y se publicó en el BORME del 5/03/2012. Solo unos días después, el 20/03/2012, el registro de Ceuta publicó su nombramiento en Petrolífera Ducar. Las dimisiones de Cañete en ambas compañías se publicaron en el BORME del 20/01/2012.


      

    

  


  
    
      [45] Fue nombrado el 7/10/2013 en Petrolífera Ducar, tal y como aparece en el registro mercantil de Ceuta y se publicó en el BORME del 17/10/2013. Solo unos días después, el 28/11/2013, fue nombrado consejero de Petrologis, tal y como aparece en el registro mercantil de Las Palmas y se publicó en el BORME del 5/12/2013.


      

    

  


  
    
      [46] La adjudicación, con fecha de 30/06/2011, apareció publicada en el Boletín Oficial de la Provincia de Las Palmas el 21/09/2011.


      

    

  


  
    
      [47] La declaración se puede consultar en la página web del Parlamento Europeo, adjunta a la ficha del eurodiputado.


      

    

  


  
    
      [48] Se publicó en la página web de las elecciones europeas.


      

    

  


  
    
      [49] Aprobado en 2011 y publicado en la página web del Parlamento Europeo.


      

    

  


  
    
      [50] La modificación de su declaración de intereses económicos como eurodiputado está recogida como adjunto a su ficha en el Parlamento Europeo y está fechada el 30/09/2014.


      

    

  


  
    
      [51] Las declaraciones de Arias Cañete, realizadas durante la reunión conjunta de la Comisión de Medio Ambiente, Salud Pública y Seguridad Ciudadana; y de la Comisión de Industria, Investigación y Energía celebrada el 1/10/2014 están registradas en un vídeo publicado en la web del Parlamento Europeo.


      

    

  


  
    
      [52] Tanto las preguntas como las respuestas y los documentos facilitados se pueden consultar en la página web Ask The Eu, una plataforma para enviar solicitudes de información a las instituciones europeas que publica el resultado de esta correspondencia.


      

    

  


  
    
      [53] Apareció en el BOE del 19/01/2013.


      

    

  


  
    
      [54] La formalización del contrato para la puesta en funcionamiento del «Facilitador financiero» se publicó en el BOE del 26/11/2009, aunque había sido adjudicado en octubre.


      

    

  


  
    
      [55] Como se anunció en una nota de prensa publicada en la página web de la Generalitat de Catalunya el 18 de abril de 2012.


      

    

  


  
    
      [56] La sanción se publicó en el BOE del 9/07/2014.


      

    

  


  
    
      [57] Tal y como explica en su perfil de Linkedin, sin más detalle.


      

    

  


  
    
      [58] La resolución se publicó en el BOE del 15/04/2014.


      

    

  


  
    
      [1] Real Decreto 1713/2011, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Estatuto del Museo Nacional del Prado, publicado en el BOE del 2/12/2011.


      

    

  


  
    
      [2] La orden se publicó en el BOE del 26/01/2012.


      

    

  


  
    
      [3] El nombramiento de Pilar del Castillo aparece en el BOE del 20/02/2012 y el de Javier Solana, dos años antes, en el del 16/02/2010.


      

    

  


  
    
      [4] Hizo estas declaraciones en la rueda de prensa de su nombramiento, como se puede comprobar en las noticias recogidas en la prensa y en los vídeos que recogen el acto.


      

    

  


  
    
      [5] Ya aparecía así en el Real Decreto 318/1996, de 23 de febrero, por el que se aprueba el Estatuto del Organismo Autónomo Museo Nacional Centro de Arte Reina Sofía, publicado en el BOE del 14/04/1996.


      

    

  


  
    
      [6] Se hizo a través del Real Decreto 188/2013, de 15 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto del Museo Nacional Centro de Arte Reina Sofía, publicado en el BOE del 6/04/2013.


      

    

  


  
    
      [7] Estas donaciones aparecen en las cuentas de 2013 del museo, publicadas en el BOE del 3/10/2014.


      

    

  


  
    
      [8] José Ignacio Wert nombró a siete representantes empresariales, en una orden que se publicó en el BOE del 23/10/2013.


      

    

  


  
    
      [9] Los nombramientos de todos los directores de RTVV se publican en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana (DOGV).


      

    

  


  
    
      [10] El artículo se publicó en el diario Levante el 29/12/2009.


      

    

  


  
    
      [11] La lectura de la tesis, titulada La fiscalidad en la sociedad del bienestar, aparece en la página web de la Universidad Miguel Hernández prevista para el 21/11/2003.


      

    

  


  
    
      [12] El comienzo de operaciones de West Entertainment, del que Pedro García Gimeno es socio único, se publicó en el BORME del 8/02/2010.


      

    

  


  
    
      [13] Todos los nombramientos de los directores generales, primero, y los presidentes, después, de RTVE, se publicaron en el BOE.


      

    

  


  
    
      [14] Real Decreto Ley 15/2012, de 20 de abril, de modificación del régimen de administración de la Corporación RTVE, publicado en el BOE del 21/04/2012.


      

    

  


  
    
      [15] Su cese como consejero aparece en el BORME (registro de Madrid) del 2/09/2009.


      

    

  


  
    
      [16] El auto en el que la Audiencia Nacional admite la querella de UPyD, fechada el 4/07/2012, se puede consultar en la página web querella-bankia.es. El que admite la querella de 15MpaRato, fechada unos días después, el 10/07/2012, se puede consultar en la página web de la asociación: 15mparato.wordpress.com.


      

    

  


  
    
      [17] Todas estas declaraciones de Arturo Fernández fueron recogidas por varias agencias de comunicación, que coinciden en la transcripción de las mismas. En algunos medios, como Eldiario.es, se publicó la transcripción íntegra.


      

    

  


  
    
      [18] Artículo 13 de la Ley 13/1985, de Regulación de las Normas Básicas sobre Órganos Rectores de las Cajas de Ahorros, publicada en el BOE del 9/08/1985 y a día de hoy derogada, pero en vigor hasta 2013.


      

    

  


  
    
      [19] Las declaraciones han sido extraídas de la transcripción de la rueda de prensa tras el Consejo de Ministros del 3/05/2013, publicadas en la página web de La Moncloa.


      

    

  


  
    
      [20] La Ley 26/2013, de 27 de diciembre, de cajas de ahorros y fundaciones bancarias, se publicó en el BOE del 28/12/2013.


      

    

  


  
    
      [21] Su nombramiento como consejero de Servihabitat aparece en el BORME del 18/03/2014 (registro de Barcelona). Fue nombrado asesor del Santander en septiembre de 2013, como confirmó la entidad bancaria vía correo electrónico.


      

    

  


  
    
      [22] Las imágenes del acto están recogidas en un vídeo, con música melódica de fondo, que publicó en YouTube la Comunidad de Madrid el mismo día de la investidura, el 28/01/2009.


      

    

  


  
    
      [23] No es una suposición o una de esas cosas sabida por todos pero sin base que la sustente, no se preocupen. Para poder afirmar que son amigos nos remitimos a las propias palabras de González-Trevijano, pronunciadas en uno de los campus de verano de FAES. En julio de 2012, después de agradecer que le volvieran a invitar, alaba a sus compañeros de mesa, como se puede ver en el vídeo de la ponencia «Reforma institucional y fortalecimiento democrático». Es en ese momento en el que reivindica su amistad con dos hombres importantes del PP y llama «mi buen amigo» a Javier Zarzalejos, secretario general de FAES; y «queridísimo amigo» a Ignacio Astarloa.


      

    

  


  
    
      [24] Artículo 19 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, publicada en el BOE del 5/10/1979.


      

    

  


  
    
      [25] Luis Ignacio Ortega fue director del departamento de asuntos institucionales del gabinete de Presidencia del Gobierno entre 1986 y 1987. Su nombramiento aparece en el BOE del 29/07/1986. Juan Antonio Xiol fue director general de relaciones con la Administración de Justicia entre 1985 y 1990. Su nombramiento se publicó en el BOE del 3/10/1985. Por su parte, Fernando Valdés fue director general del Servicio Jurídico del Estado entre 1986 y 1990. Su nombramiento se reflejó en el BOE del 20/10/1986.


      

    

  


  
    
      [26] Como se detalla en la propia página web de la institución.


      

    

  


  
    
      [27] Está regulado por la Ley 15/1980, de 22 de abril, de creación del Consejo de Seguridad Nuclear, publicada en el BOE del 25/04/1980.


      

    

  


  
    
      [28] Fue nombrado consejero del CSN por el Real Decreto 139/2013, publicado en el BOE del 23/02/2013. Antes había sido diputado de las Corts Valencianes del 95 a 2003 y diputado del Congreso de 2004 a 2008. Además, había sido conseller de Industria y Comercio de 1999 a 2001 y de Innovación y Competitividad de 2001 a 2004 y presidente del Tribunal de Defensa de la Competència de la Comunitat Valenciana entre 2008 y 2011, justo antes de ser nombrado consejero del CSN.


      

    

  


  
    
      [29] Fue nombrada consejera del CSN por el Real Decreto 1125/2011, publicado en el BOE del 23/07/2011. Antes, de 2004 a 2008, había sido diputada, tal y como aparece en su ficha de diputada, que recoge la página web del Congreso, y que muestra también su formación.


      

    

  


  
    
      [30] Fue nombrada consejera del CSN por el Real Decreto 1733/2012, publicado en el BOE del 29/12/2012. Su formación aparece recogida en la ficha de diputada que recoge la página web del Congreso. Antes había sido ministra (de 2004 a 2008).


      

    

  


  
    
      [31] La entrevista, realizada por la periodista Vicky Bolaños, se publicó en la página web de Rtve.es el 30/08/2013.


      

    

  


  
    
      [32] La propuesta de Soria y el nombramiento de Miralles se publicó en el decreto 98/2008 del Gobierno canario, publicado en el Boletín Oficial de Canarias (BOC) del 14/05/2008.


      

    

  


  
    
      [33] Fue nombrado por el Decreto 163/2009, publicado en el BOC del 23/12/2009, y ejerció el cargo durante algo menos de un año. Su cese, a petición propia, se publicó en el BOC del 5/10/2010.


      

    

  


  
    
      [34] Tal y como se recoge en su perfil de Linkedin, Miralles había trabajado como economista durante un año en el Banco Central Europeo y durante otro año en el BBVA.


      

    

  


  
    
      [35] Francisco Cabrera, hermano de su madre, es diputado del PP en el Congreso por Las Palmas desde el 1/02/2011, tal y como aparece en la ficha publicada en la página web del Congreso.


      

    

  


  
    
      [36] Entre su actividad en YouTube se encuentra un «me gusta» a un vídeo del ministro en el que muestra cómo sale a correr por las mañanas. En su perfil de la red social Twitter, Soria es la primera persona a la que eligió seguir. El blog de César Miralles, alojado en la plataforma Blogger, no tiene ninguna entrada publicada. Eso sí, cuenta con un subtítulo entusiasta: «Contributing to develop the Spanish Digital Economy!!». Se encuentra en cesarmiralles.blogspot.com.


      

    

  


  
    
      [37] El cargo, que desempeñó desde febrero de 2012 hasta su nombramiento como director general en Red.es, aparece reseñado en su perfil de la página web de Red.es.


      

    

  


  
    
      [38] Su nombramiento, del 29/08/2013, el mismo día que se produjo el de Miralles como director general, apareció en la página web de Red.es.


      

    

  


  
    
      [39] Su nombramiento se produjo en septiembre, poco después del cambio de director general. Aparece en la página web de la entidad.


      

    

  


  
    
      [40] Cuando investigué a los nuevos nombramientos en Red.es encontré y reseñé el perfil en Infojobs de Carmelo Muñoz, en el que aparecía su experiencia laboral dando clases particulares. Esa página web ha desaparecido. Además de darse de baja del servicio, el perfil no aparece ni en la caché de Google ni en páginas web que archivan contenidos en internet como archive.org. Eso sí, en su perfil de Linkedin podemos ver su experiencia como becario en la administración pública canaria. Y en el de la plataforma DoYou (para la creación de CV), un currículo que sí incluye las clases particulares que impartía en 2012, solo un año antes de ser nombrado.


      

    

  


  
    
      [41] El informe sobre el Proyecto de Ley Orgánica de Salud Sexual y Reproductiva y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo y el voto particular de César Nombela están recogidos en la página web de la entidad.


      

    

  


  
    
      [42] El Manifiesto de Madrid 2009.


      

    

  


  
    
      [43] La orden que recogía los nombramientos se publicó en el BOE del 12/01/2013.


      

    

  


  
    
      [44] Son Vicente Bellver Capela y José Miguel Serrano, como aparecen en la página web de la entidad, www.academiavita.org.


      

    

  


  
    
      [45] En un artículo publicado, «La homosexualidad a la luz genética», que sacó a la luz la web de noticias de ciencia esmateria.com


      

    

  


  
    
      [46] El anteproyecto se publicó en la web del Ministerio de Justicia.


      

    

  


  
    
      [47] El informe del Comité de Bioética sobre el Anteproyecto de Ley Orgánica de protección de la vida del concebido y derechos de la mujer embarazada está publicado en la página web de la entidad.


      

    

  


  
    
      [1] Así se destaca en el preámbulo de la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por la que se regulan determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, publicada en el BOE del 21/11/2012.


      

    

  


  
    
      [2] En 2011 se presupuestaron 7.156 millones y se gastaron 8.300. En 2012, se pasó de los 6.316 millones a 9.066; en 2013 de 5.937 a 7.867; y en 2014, a 30 de septiembre, las cuentas previstas de 5.745 millones ya habían engordado hasta los 7.560 millones de euros. La fuente, en todos los casos, es el BOE.


      

    

  


  
    
      [3] Así se recogió en varios medios el día de la presentación de los Presupuestos Generales del Estado y casi siempre que se habla de las cuentas del Ministerio de Defensa. Para todos, el gasto se ha ido recortando durante la crisis.


      

    

  


  
    
      [4] El 2/08/2014 se publicó en el BOE uno de estos tradicionales créditos, el Real Decreto Ley 10/2014, que dotaba de partidas extraordinarias a varios ministerios. Entre ellos, el de Defensa.


      

    

  


  
    
      [5] Así lo marca el artículo 29.2 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público y que incluye las últimas modificaciones realizadas a la norma en 2006. Se publicó en el BOE del 16/12/2011 y será la ley base sobre la que desarrollaremos todo el capítulo.


      

    

  


  
    
      [6] En concreto, el artículo 234.3 de la Ley de Contratos del Sector Público dice así: «No obstante, podrán introducirse variaciones sin necesidad de previa aprobación cuando estas consistan en la alteración en el número de unidades realmente ejecutadas sobre las previstas en las mediciones del proyecto, siempre que no representen un incremento del gasto superior al 10% del precio primitivo del contrato».


      

    

  


  
    
      [7] Las conclusiones del informe del Tribunal de Cuentas sobre las obras del AVE se publicaron en el BOE del 28/04/2014.


      

    

  


  
    
      [8] Aunque la Comunidad de Madrid no informó de ese aumento del canon, se recoge en la página 35 del informe de fiscalización del cumplimiento de las estipulaciones de los contratos de concesión de obra pública en las empresas creadas por Ley 4/2006, de 22 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas de la Comunidad de Madrid, publicado en su página web.


      

    

  


  
    
      [9] El reportaje se publicó en mayo de 2008.


      

    

  


  
    
      [10] En el Plan de Medidas de Garantía de la Sostenibilidad del Sistema Sanitario Público de la Comunidad de Madrid, que acompañó a los presupuestos de 2013, el Gobierno regional defiende, sin apenas aportar datos, que el sistema de concesión es el más eficiente.


      

    

  


  
    
      [11] Tanto estas cifras como las posteriores están extraídas de la página web de Contratación del Estado, realizando búsquedas de adjudicaciones publicadas por cada ministerio entre el 1/01/2013 y el 31/12/2013.


      

    

  


  
    
      [12] Es un ejemplo real. En diciembre de 2013 Defensa adjudicó el mantenimiento de los ascensores de uno de sus edificios a la empresa Thyssenkrupp Elevadores por medio millón de euros vía negociado sin publicidad, tal y como aparece en la plataforma de Contratación del Estado.


      

    

  


  
    
      [13] Para la adquisición de artificios fumígenos y de señales por parte del Ministerio de Defensa, cuya formalización se publicó en el BOE del 3/12/2013. Este es solo un ejemplo de este tipo de contratos.


      

    

  


  
    
      [14] Según consta en la nota social de la boda de uno de ellos, publicada en el ABC del 13/07/1992.


      

    

  


  
    
      [15] Así lo marca la Ley del 6/2007, de 21 de diciembre, reguladora del Consejo Consultivo de la Comunidad de Madrid. El presupuesto de 2014, publicado en el Boletín Oficial de la Asamblea de Madrid número 143 (página 19030), establece ese salario en 87.440 euros anuales por consejero.


      

    

  


  
    
      [16] Tal y como se desprende de la memoria anual publicada en la página web de la entidad.


      

    

  


  
    
      [17] Ambas formalizaciones de contratos se publicaron en el BOE del 23/10/2014.


      

    

  


  
    
      [18] La formalización apareció en el BOE del 1/06/2013.


      

    

  


  
    
      [19] La formalización del contrato de 2013 se publicó en el BOE del 7/12/2012 y la de 2011 en el del 4/05/2011.


      

    

  


  
    
      [20] La licitación del año 2014 se publicó en el BOE del 29/07/2014, mientras que la del año anterior, 2013, apareció en el del 21/11/2013.


      

    

  


  
    
      [21] La formalización del contrato de 2012 se publicó en el BOE del 26/12/2012. En 2013 gastaron 445.000 euros para inserción en medios y 75.000 para la creación de la campaña. El anuncio de licitación se publicó en el BOE del 17/07/2013. En 2014 destinaron 1,34 para pagar los anuncios y 60.000 para la creatividad. El anuncio de licitación se publicó en el BOE del 10/04/2014. Hasta ahora, y si no se señala lo contrario, los costes nombrados se refieren exclusivamente al gasto en difusión en medios, sin incluir la creación de los anuncios o campañas.


      

    

  


  
    
      [22] Así se relata en los pliegos del contrato, publicados en la página web de la Xunta de Galicia.


      

    

  


  
    
      [23] En 2013 destinaron 565.000 euros solo en el pago de la inserción en medios. El anuncio de licitación se publicó en el BOE del 29/07/2013. El anuncio de licitación de 2014, por su parte, se publicó en el BOE del 31/03/2014.


      

    

  


  
    
      [24] Los planes e informes de gasto anuales se pueden consultar en la página web de La Moncloa.


      

    

  


  
    
      [25] Ley 29/2005, de 29 de diciembre, de Publicidad y Comunicación Institucional, publicada en el BOE del 30/12/2005.


      

    

  


  
    
      [26] El anuncio de licitación se publicó en el BOE del 30/11/2013.


      

    

  


  
    
      [27] Según se publicó en los pliegos que acompañaban al concurso de licitación, publicados en Contratación del Estado.


      

    

  


  
    
      [28] La corrección de pliegos se publicó en el BOE del 31/10/2014.


      

    

  


  
    
      [29] Además de estos dos contratos, encontramos muchos más ejemplos. Como la campaña para anunciar las bondades del Plan Hidrológico del Ebro, cuya formalización apareció en el BOE del 23/10/2014. Los objetivos que aparecen en los pliegos son: vincular el Plan Hidrológico a «los mensajes de consenso y participación ciudadana con los que se ha elaborado»; reforzar la imagen de «equilibrio que representa el Plan que permite que el agua siga siendo el motor del desarrollo manteniendo numerosos sectores económicos a lo largo de toda la cuenca»; y «relacionar el Plan como modelo de gestión sostenible».


      

    

  


  
    
      [30] En el plan de publicidad institucional de 2014, el Ministerio del Interior (11,6 millones) y el de Industria, Energía y Turismo (15,4) son los que más presupuesto suman.


      

    

  


  
    
      [31] Los contratos, realizados mediante negociado sin publicidad al tratar directamente con la emisora en la que se emitieron las cuñas, están recogidos en los BOE del 14 de marzo (Cope), 24 de marzo (Onda Cero), 31 de marzo (Kiss FM) y 12 de abril (Cadena Ser) de 2014.


      

    

  


  
    
      [32] La solicitud de informe, presentada en el Congreso el 9/05/2013 por la diputada Ángeles Álvarez Álvarez, reclamaba el plan de medios de la campaña Hay Salida.


      

    

  


  
    
      [33] La formalización del contrato está recogida en el BOE del 23/11/2013.


      

    

  


  
    
      [34] La licitación se publicó en el BOE del 18/02/2014 y los detalles aparecen en los pliegos del contrato publicados en Contratación del Estado.


      

    

  


  
    
      [35] La pregunta y la respuesta se pueden consultar en Tu Derecho a Saber, donde también aparecen las más de una decena de solicitudes de información sobre publicidad institucional.


      

    

  


  
    
      [36] La Ley 19/2014, de 29 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno se publicó en el BOE del 21/01/2015.


      

    

  


  
    
      [37] El primer acuerdo marco de contratación centralizada de la publicidad institucional se publicó en el BOE del 8/05/2014.


      

    

  


  
    
      [38] Estas condiciones, vinculadas a los contratos realizados dentro de un acuerdo marco, están estipuladas en el artículo 198 4.f de la Ley de Contratos del Sector Público.


      

    

  


  
    
      [39] En multitud de contratos públicos encontramos esa justificación, que aparece, por ejemplo, en la formalización de un contrato de Defensa publicado en el BOE del 18/11/2014.


      

    

  


  
    
      [1] Se publicó en el BOE del 28/02/2013.


      

    

  


  
    
      [2] La adjudicación apareció en la página web del perfil del contratante de la Comunidad de Madrid. El resto de los lotes se los repartieron Segurisa, Ombuds y Segur Ibérica.


      

    

  


  
    
      [3] Las formalizaciones de ambos contratos aparecieron en el BOE del 7/01/2014.


      

    

  


  
    
      [4] En concreto, del 1 de enero de 1996 al 31 de diciembre de 2014 se firmaron 10.437 indultos con una media de uno y medio al día. Estos datos y todos los que se van desgranando a lo largo de este bloque, además del listado de los casos más sonados, proceden de El Indultómetro, un proyecto en el que, a partir de datos extraídos del BOE, analizamos y estructuramos la información obtenida de los últimos 18 años de indultos.


      

    

  


  
    
      [5] La ley se aprobó el 18 de junio y apareció en el BOE el 25/06/1870.


      

    

  


  
    
      [6] La Ley 1/1988, de 14 de enero, por la que se modifica la Ley de 18 de junio de 1870 se publicó en el BOE el 15/01/1988.


      

    

  


  
    
      [7] Reseñamos aquí los tres casos. En un ejemplo del BOE del 8/05/1989 (Real Decreto 451) el indulto era «de conformidad» con el ministerio fiscal y el tribunal sentenciador. En otro ejemplo del BOE del 25/01/1960 (Decreto 80) el indulto se concedió «oído» el ministerio fiscal y de conformidad con el tribunal sentenciador. En el último, del BOE del 25/01/1960 (Decreto 80), el indulto se concedió «oído» el ministerio fiscal y de conformidad con el tribunal sentenciador.


      

    

  


  
    
      [8] En esa tanda de indultos publicados en el BOE es en la primera en la que vemos el nuevo redactado, en el que no se informa de cuál ha sido la opinión del juez y el fiscal.


      

    

  


  
    
      [9] Esta no era la primera vez que se indultaba a un agente de la seguridad del Estado condenado por este delito. En 1998, el Gobierno concedió la medida de gracia a un policía sentenciado por cometer cinco torturas. Gracias a esta medida, publicada en el BOE del 21/07/1988, la inhabilitación se convirtió en una suspensión. Como pasó con los agentes de la policía catalana, pudo volver al cuerpo.


      

    

  


  
    
      [10] Los cuatro reindultos se publicaron en el BOE del 11/12/2012.


      

    

  


  
    
      [11] La nota se firmó el 29/11/2012 y se envió a diversos medios de comunicación.


      

    

  


  
    
      [12] El indulto apareció en el BOE del 22/03/2013.


      

    

  


  
    
      [13] El indulto apareció en el BOE del 19/02/2013.


      

    

  


  
    
      [14] Incluye, como marca el capítulo III del Código Penal, cultivo, fabricación, promoción o venta del consumo de drogas u otras sustancias ilegales, con penas que suelen ir de los seis meses a los tres años de cárcel.


      

    

  


  
    
      [15] Suponen el 1,07%. Los datos están extraídos de El Indultómetro, cuyas fuentes son las cifras de condenados del INE y los indultos publicados en el BOE.


      

    

  


  
    
      [16] Se trata de condenas por provocar o realizar emisiones, vertidos, radiaciones, extracciones o ruidos que puedan «perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas naturales».


      

    

  


  
    
      [17] Tres de los 49 condenados por delitos cometidos por funcionarios contra la libertad individual entre 2007 y 2010 fueron indultados. El porcentaje, un 6,12%, es poco determinante en términos estadísticos debido al pequeño número de casos registrados, pero ocupa el puesto número uno del ranking relativo, el bueno.


      

    

  


  
    
      [18] Emitir una resolución o nombrar a alguien para un cargo de manera arbitraria a sabiendas de que es injusto. Seis de los 138 condenados entre 2007 y 2010 han sido indultados.


      

    

  


  
    
      [19] Cinco de los 227 condenados en esos cuatro años ya han sido indultados.


      

    

  


  
    
      [20] El indulto se publicó en el BOE del 7/12/2012.


      

    

  


  
    
      [21] En la sentencia del 20/11/2013 de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo.


      

    

  


  
    
      [22] Los primeros indultos publicados con esa coletilla aparecieron en la sección III del BOE del 31/01/2014.


      

    

  


  
    
      [23] Todos estos hechos se declararon probados en la sentencia del caso.


      

    

  


  
    
      [24] En concreto, se trata del Real Decreto 1245/1995, publicado en el BOE el día 31/07/1995.


      

    

  


  
    
      [25] El indulto se aprobó en el último Consejo de Ministros del Gobierno de Zapatero, el 25 de noviembre de 2011, y se publicó en el BOE del 10/12/2011.


      

    

  


  
    
      [26] La Sección Sexta del Tribunal Supremo firmó la sentencia el 12/02/2013.


      

    

  


  
    
      [27] El Real Decreto se aprobó el 12/04/2013 y apareció en el BOE al día siguiente.


      

    

  


  
    
      [28] El presidente del Gobierno hizo estas declaraciones en ABC Punto Radio, después de asegurar que no tenía ninguna deuda con el consejero delegado del Santander.


      

    

  


  
    
      [29] Hizo estas declaraciones en la comparecencia tras el Consejo de Ministros del 7/05/2003.


      

    

  


  
    
      [1] Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, publicada en el BOE del 10/12/2013. Las obligaciones de transparencia entraron en vigor un año después para la Administración General del Estado y lo hará dos años más tarde para organismos públicos autonómicos y locales.


      

    

  


  
    
      [2] Así lo razonó en una nota de prensa publicada el 9/12/2014 en su página web y en la que resumía los principales puntos de su protocolo de integración de la gestión de solicitudes de información de los ciudadanos en el funcionamiento de la organización interna del Consejo General del Poder Judicial.


      

    

  


  
    
      [3] Según datos de 2013 de Tu Derecho a Saber, menos del 13% de las preguntas obtuvo una respuesta correcta, un resultado que nos deja lejos, una vez más, de la sensibilidad y apertura política del resto de los países con plataformas similares. Y lo que es peor: más de la mitad de las solicitudes fueron completamente ignoradas una vez más.


      

    

  


  
    
      [*] Aunque no fue hasta 2005, ya con Zapatero en la presidencia del Gobierno, cuando la privatización se completó.


      

    

  


  
    
      [*] Otro de los casos más sonados fue el de Ferran Mascarell, conseller de Cultura del Tripartito catalán, que recuperó esa misma silla con Artur Mas como president, saltando del PSC a CiU sin despeinarse.


      

    

  


  
    
      [*] En su versión original: «This is the West. When the legend becomes fact, print the legend».


      

    

  


  
    
      [*] Pequeño y humilde homenaje a Faemino y Cansado, que espero que me perdonen.


      

    

  


  
    
      [*] «—Any town that sells guns and liquors is gonna be a rich one. —Not the town. Only those who buy and sell», en su versión original.


      

    

  


  
    
      [*] Aunque la presidencia del Banco Santander también se heredó de padre a hija en 2014, tras fallecer Emilio Botín y tomar el mando Ana Patricia, en ese caso la propiedad no es familiar. De hecho, los Botín poseen menos del 1% del accionariado del grupo.


      

    

  


  
    
      [*] De hecho, esa fue la primera pregunta a la que nos enfrentamos al arrancar el proyecto Quién Manda de Civio: ¿por dónde empezamos? ¿Quiénes tienen que estar sí o sí?


      

    

  


  
    
      [*] Representada en la Fundació Príncep de Girona por su hermano Javier.


      

    

  


  
    
      [*] Representado en la Fundació Príncep de Girona por su hijo Javier.


      

    

  


  
    
      [*] Completan la lista de este club Jose María Xercavins (Metroinvest), Josep Sánchez Llibre (CiU), Enrique Lacalle (presidente de Barcelona Meeting Point y exdiputado del PP), Ignacio Garralda (Mutua Madrileña), Borja Prado (Endesa), Manuel Torreblanca (Barceleuro), José Antich (cuando era director de La Vanguardia), Luis de Carlos (Uría Menendez), Javier Monzón (Indra), Emilio Cuatrecasas (Cuatrecasas, Gonçalves Pereira), Jaime Castellanos (Acciona), Luis Conde (Seeliger y Conde), Joaquim Gay de Montellà (presidente de la patronal catalana Foment), Antonio Vázquez Romero (Iberia), Alberto Palatchi (Pronovias), Jordi Cornet (director del consorcio de la Zona Franca y secretario general del PP catalán), Josep Oliu (Banc Sabadell), Marc Puig (Puig), Francisco Reynés (Abertis) y Antonio Hernández (Ebro Foods).


      

    

  


  
    
      [*] Además, durante esos cinco años, la finca de Las Navas, en Toledo, propiedad de Abelló, sumó 89 medallas. En la de Emilio Botín (El Castaño), se consiguieron otras 49.


      

    

  


  
    
      [*] De hecho, en plena efervescencia del caso Gürtel, la diputada de Compromís Mónica Oltra criticó el uso del título por parte del entonces presidente valenciano.


      

    

  


  
    
      [*] Puede parecerle absurda la aclaración, pero pruebe a buscar en internet el asunto y verá la cantidad de personas que afirman algo así sin ruborizarse.


      

    

  


  
    
      [*] En su versión original: «I'm a newspaperman, not a politician. Politicians are my meat! I build them up. I tear them down».


      

    

  


  
    
      [*] En enero de 2013, el presidente de la Fundación IDEAS, Carlos Mulas, fue destituido tras comprobar que la entidad había pagado artículos sobre muy diversas materias a una columnista que, bajo el seudónimo de Amy Martin, resultó ser su esposa, Irene Zoe Alameda.


      

    

  


  
    
      [*] Y esa falta de conocimientos sobre el sector que van a dirigir es un problema, claro está, como veremos en el capítulo siguiente.


      

    

  


  
    
      [*] Al contrario que Solbes, que dejó de ser ministro en 2009, Elena Salgado aguantó en el Gobierno hasta el final de legislatura, diciembre de 2011.


      

    

  


  
    
      [*] Ricardo Montoro había sido, además, presidente del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) durante los mismos años en los que su hermano era ministro de Hacienda de Aznar, entre 2000 y 2004.


      

    

  


  
    
      [*] Por entonces, se argumentó que la norma ya trataba demasiadas áreas. Un año después de su aprobación llegó al Parlament su homóloga catalana, la Llei de Transparència i Bon Govern de Catalunya que, en una página y media, crea un registro de grupos de interés que incluye a las organizaciones y empresas y sus reuniones con los altos cargos.


      

    

  


  
    
      [*] En mi humilde opinión, permítanme la osadía, este requisito es absurdo: cualquier ciudadano tiene un interés más que legítimo: las Cortes —y sus miembros— le representan.


      

    

  


  
    
      [*] Esta fue la solución que ofreció la Dirección de Asistencia Técnica-Parlamentaria del Senado a la solicitud de información que reclamaba las declaraciones de Bárcenas.


      

    

  


  
    
      [*] Sobre su participación en Bao & Partners Siguives Internacional, afirma que «nunca ha tomado posesión del cargo, nunca lo ha ejercido y no tiene intención de hacerlo». ¿Entonces?


      

    

  


  
    
      [*] En realidad, volvió. Ya había sido eurodiputado del 86 al 99.


      

    

  


  
    
      [*] En ese punto concreto residía el posible conflicto con Elena Salgado en Chilectra.


      

    

  


  
    
      [*] Entre sus funciones, según las normas que regulan ambos museos, el Prado y el Reina Sofía, del que hablaremos más adelante, están establecer las directrices y los planes anuales, aprobar la memoria de actividades...


      

    

  


  
    
      [*] Tras su paso por RTVE, fue senador y eurodiputado durante más de 13 años (primero de AP y luego del PP).


      

    

  


  
    
      [*] Hasta 2007, la cabeza visible de RTVE era el director general. Entonces, con la creación de la corporación, el puesto mutó a presidente.


      

    

  


  
    
      [*] Se gobernaba por presidencias rotatorias entre sus consejeros.


      

    

  


  
    
      [*] Unos quince millones se atribuyen a la época de Caja Madrid, y 245.200 euros a la de Bankia.


      

    

  


  
    
      [*] Tras ser multado por conducir su moto sin casco y superar los límites legales del control de alcoholemia, presentó su dimisión como magistrado del TC. Era junio de 2014.


      

    

  


  
    
      [*] Puede debatirse si, en este caso, se trata de un caso problemático de puertas giratorias. Pero eso es otro tema. O, más bien, otro capítulo.


      

    

  


  
    
      [*] Hasta su nombramiento, el director general de Red.es era Borja Adsuara, con varios años de experiencia en el sector de las TIC.


      

    

  


  
    
      [*] Se trata del pago de los Programas Especiales de Armamento, destinados a cumplir compromisos internacionales y a modernizar las Fuerzas Armadas. Los costes de estos programas los adelanta el Ministerio de Industria en su presupuesto de I+D. Cuando Defensa finalmente los paga, el proveedor devuelve a Industria su adelanto. El coste que se planea liquidar en cada ejercicio siempre es mucho menor que el que se acaba pagando, por lo que cada año se aprueban decretos ley para hacer frente a ese gasto extra.


      

    

  


  
    
      [*] La palabra clave es independiente. En España, el Consejo de la Transparencia no solo no evita las influencias políticas, sino que las incluye en su organigrama. Además de varios cargos llegados desde organismos públicos, entre sus consejeros se incluyen un diputado y un senador. De nuevo, el reparto de cromos entre los partidos pasa por encima de la importancia de crear organismos formados por personas competentes en la materia y capaces de mediar de forma independiente entre las administraciones y los ciudadanos, como sí ocurre en otros países.


      

    

  


  
    
      [*] Estas cifras no incluyen la publicidad comercial, esto es, las campañas para promover la venta de bienes o servicios por parte del Estado o sus sociedades vinculadas, que está cuantificada en más de 120 millones para 2015 y se refiere a los anuncios de Loterías o de Renfe, entre otros.


      

    

  


  
    
      [*] Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.


      

    

  


  
    
      [*] Imaginen que en Asturias la seguridad privada es más barata que en Madrid, por ejemplo, pero que las delegaciones del Gobierno de ambas provincias compran el pack a un proveedor cuyo precio tenga como referencia el valor de la capital, y que sea mayor que la suma de ambas. Es solo un ejemplo burdo que muestra que este tipo de medidas de recorte de gasto pueden ser a menudo cuestionables.


      

    

  


  
    
      [*] En 2014, renovó el contrato. Esta vez, la cuantía asignada era de unos 16 millones de euros anuales.


      

    

  


  
    
      [*] La cifra es mucho menor que la media anual registrada desde 1996, que es de unos 500 decretos firmados al año. Todos estos datos incluyen las medidas concedidas por Justicia y Defensa, que tiene su propio sistema de indultos.


      

    

  


  
    
      [*] «And remember this: What's good for the banks is good for the country», en su versión original.


      

    

  


  
    
      [*] El nivel de detalle es importante. Todos publican sus cuentas, ya sean partidos políticos o, por supuesto, administraciones públicas. Pero es fácil cumplir ese requisito legal si resumes tu presupuesto en dos folios y apenas das información relevante poco más allá del debe o el haber.


      

    

  


  
    
      [*] La norma obliga a publicar anteproyectos de ley, proyectos de reglamentos y proyectos de decretos legislativos cuando se soliciten dictámenes a órganos consultivos. Si no es el caso, se publicarán una vez se hayan aprobado, pero no antes. Aunque parezca sorprendente, hasta ahora no existía esa obligación, y podíamos leer páginas y páginas y escuchar declaraciones y declaraciones sobre anteproyectos de ley sin tener acceso al documento al que se referían.
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